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Introducción. 

Esta investigación confrontará las teorías que buscan lograr el acceso de la población 

desplazada a la propiedad rural, esto con el fin de extraer sus fundamentos esenciales, 

para así construir un modelo que pueda ser aplicado al contexto colombiano. Lo 

anterior buscando aplicar un ejercicio de integración cooperativista en la altillanura de 

la Orinoquia que repare a las víctimas del conflicto armado y evite la reproducción de 

políticas basadas en la inequitativa concentración de la propiedad rural 

El eje central de la presente tesis busca determinar si: ¿el diseño de un modelo de 

reparación a las víctimas del conflicto armado que garantice el acceso a la propiedad 

agraria en la Orinoquia colombiana, permitirá la consolidación de una paz estable y 

duradera que satisfaga los estándares internacionales de justicia transicional en el 

periodo 2014- 2015? 

Actualmente se diputan dos modelos agrarios en Colombia para avanzar hacia la 

distribución equitativa de la tierra y la paz. La primera plasmada en los inexequibles 

artículos 60, 61 y 62 de la ley 1450, giraba en torno a la inversión extranjera y a la 

concesión de grandes extensiones de tierra a poderosos conglomerados económicos. 

Esto con el objeto de lograr el desarrollo de enormes proyectos agroindustriales que 

generen empleo, competitividad y formalización del trabajo en el campo, todo aquello 

con miras a lograr expandir la última frontera agrícola colombiana de cara a los 

múltiples Tratados de Libre Comercio firmados por nuestro país. 

Por su parte, la segunda corriente instituida en el artículo 80 de la ley 160 de 1994 y la 

cual busca garantizar el acceso a la propiedad de los trabajadores agrarios en la 

altillanura de la Orinoquia mediante figuras cooperativistas. Facilitando la asignación y 

formalización de títulos a beneficiarios de la ley 1448 de 2011 en extensiones que 

superen la Unidad Agrícola Familiar, disminuyendo así la competitividad agraria, pero 

consolidando la propiedad y desconcentración de la tierra.  

Dependiendo del modelo económico y jurídico que aplique el gobierno, así mismo será 

la inclusión del componente agrario en el modelo de justicia transicional. Ya que el 

elemento integral que debe ser común a toda medida legislativa tendiente a consolidar 
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la paz y reconciliación nacional debe ser la reparación de las víctimas, las cuales en su 

mayoría son población campesina. Es muy importante identificar las ventajas y 

desventajas que traen consigo estos dos modelos para así garantizar una correcta 

aplicación de la política de restitución de tierras y evitar la reproducción cíclica de 

modelos que contribuyan a la violencia en nuestro país 

La importancia del presente trabajo de investigación radica en la falta de 

investigaciones que estudien la política agraria desde el componente de reparación a 

las víctimas de graves violaciones de derechos humanos en el marco de la justicia 

transicional, puesto que actualmente la discusión de la paz está enfrascada en la 

alternatividad penal que eventualmente gozaran las personas que se desmovilicen en 

caso de firmarse un proceso de paz en la habana con las FARC, dejando a un lado la 

búsqueda de un modelo de acceso a la propiedad agraria basada en la inclusión de 

herramientas que permitan la coexistencia de pequeñas y grandes estructuras agrarias, 

como componente integral de reparación que busque erradicar los factores que 

contribuyeron a la creación del conflicto. 
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Capítulo I. 

Evolución teórica y conceptual del término justicia transicional 

 

Actualmente Colombia se encuentra, en un proceso de paz con las Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de Colombia (FARC), uno de los grupos guerrilleros más antiguos y 

con más número de combatientes del continente americano. Sin embargo, la discusión 

política y jurídica en estas negociaciones, al igual que en todas las anteriores, pareciera 

estar enfrascada en la alternatividad penal, indulto, amnistía, suspensión condicionada 

de la pena, o cualquier otra sanción judicial o extrajudicial que eventualmente gozarán 

las personas que se desmovilicen en caso de firmarse un cese de hostilidades con 

dicho grupo armado.  

El hecho de que la tensión entre justicia (analizada desde la óptica punitiva) y la paz 

(vista desde la finalización negociada de los conflictos), estén en el centro de la 

discusión, no es una sorpresa para nadie. Es más, pareciera que por antonomasia la 

justicia transicional en su misma enunciación siempre tuviese que ponderar los 

referidos principios en una ecuación estructural, en la cual se deben equilibrar la 

finalización del conflicto versus una flexibilización en los estándares de justicia; lo 

anterior siempre acompañado en igual medida por una especial materialización de los 

derechos a la verdad, la reparación integral y las garantías de no repetición.  

En este orden de ideas, la presente investigación considera que más allá de la incierta 

posibilidad de lograr finalizar una confrontación armada de más de 50 años, el reto que 

tiene el actual Gobierno y la sociedad civil es lograr la materialización de los estándares 

de reparación, a los cuales el estado colombiano se encuentra sujeto, debido a 

múltiples compromisos internacionales.  

Así las cosas, es claro que independientemente de la finalización o la continuación del 

proceso de paz que se adelanta en la Habana-Cuba, es una obligación estatal 

imperante lograr la reparación a las víctimas de graves violaciones a los DDHH y al 

DIH, bajo los estándares de la ley 1448 de 2011, más conocida como la ley de víctimas 
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y restitución de tierras, y el acto legislativo 01 de 2012 también llamado marco jurídico 

para la paz.- 

Sin embargo, antes de precisar el tipo de reparación que debe adelantar el Gobierno 

colombiano para satisfacer los estándares propios de la justicia transicional, se hace 

necesario determinar: ¿cómo se debe reparar?, ¿a quién se le debe reparar?, ¿bajo 

qué estándares? y ¿por qué?, lo anterior, teniendo siempre presente que los principios 

y lineamientos que guían el concepto mismo de justicia transicional y por obvias 

razones  de reparación integral, no suelen ser estáticos, y a lo largo del tiempo han ido 

variando  

Así las cosas, el planteamiento central del presente trabajo de investigación, considera 

que el estado colombiano, basado en una interpretación restringida del concepto 

“justicia transicional” ha diseñado unas instituciones jurídicas para la reparación de las 

víctimas, que deben ser profundamente replanteadas, para así garantizar la finalización 

del conflicto armado. Lo anterior, claro está, siempre teniendo presente que la 

respectiva obligación de reparación subsiste independientemente de lograrse una 

suspensión definitiva de hostilidades con las FARC o con cualquier otro grupo armado. 

Ahora bien, antes de abordar los referidos estándares internacionales de reparación en 

el ámbito de la justicia transicional y resolver la discusión especifica de: ¿cuál modelo 

debe aplicar el gobierno colombiano?, primeramente se debe precisar ¿Qué se 

entiende por justicia transicional? 

La noción de justicia transicional desde la concepción de justicia penal 

La definición del término justicia transicional, es una tarea que debe abordarse desde 

distintos ámbitos conceptuales. Sin embargo, se debe aclarar que el objetivo de este 

trabajo no busca realizar una análisis ético, jurídico o epistémico, de los vocablos que 

conjugan la expresión justicia transicional, lo anterior debido a que, si desagregáramos 

dichas expresiones, e intentáramos dar una enunciación precisa de solo la expresión 

“justicia”, se podría recopilar toda una colección bibliográfica que desbordaría al objeto 

del presente escrito o texto.  
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Respecto a la compleja noción del término justicia transicional, destacaremos la 

definición planteada por (Howland, 2015) en los siguientes términos: 

La noción de justicia transición es ambigua y compleja, por lo tanto, la expresión 

es objeto de manipulación y acarrea muchos significados.  Por esta razón es 

importante hacer explícitos los enfoques que son utilizados y entender sus 

implicaciones.  Por ejemplo, en el campo de la resolución de conflictos puede ser 

considerada como un ritual conveniente y necesario para darle cierta legitimidad 

a un acuerdo político.  En ese contexto, la justicia transicional es 

instrumentalizada para darle mayor posibilidad de éxito a una negociación 

específica. En el campo de la ciencia política, la justicia transicional se estudió 

como un medio para facilitar la transición de dictaduras hacia la democracia; las 

consideraciones principales se concentraban en la perdurabilidad de la 

transición.  Finalmente, en sus orígenes, se desarrolló como un tipo de activismo 

en derechos humanos que surgió para encarar el legado de violaciones e 

impulsar los reclamos de las víctimas de verdad, justicia y reparación.  

En este orden de ideas, lo primero que se debe tener en cuenta cuando se aborda el 

concepto de justicia transicional, es que dicha terminología encierra algo más que una 

definición. Sobre este punto manifiesta que la justicia transicional no es solo un 

concepto, sino por el contrario (Chavaez, 2011) 

Es una herramienta para hablar del exterminio masivo del otro, a cualquier costo 

y por cualquier medio. Y en esa perspectiva cobrarían sentido preguntas tales 

como: ¿quién lo hizo?, ¿por qué?, ¿qué hacer?, ¿cuándo y a quién preguntar?, 

¿quién debe escribirlo y por qué? 

Respecto al dilema fundamental de la justicia transicional (Yepes, 2014) asegura que: 

Los procesos de justicia transicional orientados a la terminación de un conflicto 

armado interno están atravesados por una tensión inmanente entre justicia y 

paz. En este contexto, simplemente no es realista pensar que un proceso de 

negociación podrá culminar en un acuerdo si lo que se ofrece a los combatientes 
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que decidan dejar las armas es una prisión en la que estarán encerrados por 

décadas. Por esta razón parece inevitable reducir el imperativo de castigo total 

en beneficio de la paz (…) en efecto, al contexto excepcional de la justicia 

transicional le es inmanente la colisión entre intereses y expectativas igualmente 

valiosas en una sociedad: por un lado, el deber de investigar y juzgar las graves 

violaciones cometidas en el marco del conflicto que se pretende superar, y por el 

otro lado, el deber de alcanzar la paz y asegurar la estabilidad democrática. 

(Ruti, 2003), por su parte manifiesta que la Justicia Transicional es: “El concepto de 

justicia asociado con periodos de cambio político, caracterizado por respuestas 

jurídicas para enfrentar los hechos pasados dañinos producto de acciones sistemáticas 

de los regímenes anteriores”.  

En este mismo orden de ideas, el máximo órgano de la jurisdicción constitucional en 

Colombia, en distintas sentencias ha definido el término justicia transicional en los 

siguientes términos (Corte Constitucional C-771, 2011): 

[e]s una institución jurídica a través de la cual se pretende integrar diversos 

esfuerzos, que aplican las sociedades para enfrentar las consecuencias de 

violaciones masivas y abusos generalizados o sistemáticos en materia de 

derechos humanos, sufridos en un conflicto, hacia una etapa constructiva de 

paz, respeto, reconciliación y consolidación de la democracia, situaciones de 

excepción frente a lo que resultaría de la aplicación de las instituciones penales 

corrientes 

De las anteriores definiciones del concepto justicia transicional, podemos llegar a la 

conclusión, que la primera aproximación a la definición de ese vocablo, inevitablemente 

nos lleva a la esfera del derecho penal. Específicamente a la tensión que personifica la 

forma de judicializar en un proceso de paz, a los criminales que han cometido cierto 

tipo de delitos que para una sociedad especifica tienen que ser castigados.  

En nuestro entender, esta correlación entre el concepto de justicia transicional y el 

derecho penal, nació de un axioma estructural que cada vez más ha permeado las 

negociaciones entre distintos bandos armados, y cuyo fin busca responder la siguiente 
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pregunta: ¿Qué tipo de tratamiento en materia penal se le debe dar los partícipes en 

las hostilidades?, reconociendo que en una situación de normalidad institucional, las 

graves violaciones a los derechos humanos son competencia exclusiva del derecho 

penal. Esto, por cuanto los delitos que se comenten en un conflicto armado suelen ser 

conductas típicas, antijurídicas y culpables. 

Así las cosas, más allá del debate respecto a la imposición, proporcionalidad y 

gravedad de las penas a imponer una vez finalizado el conflicto armado, es claro que 

en principio, la justicia transicional debe afrontar directamente la cuestión punitiva, 

como elemento central de su existencia. Evidencia de lo anterior, es lo manifestado en 

diversas disposiciones de los cuatro Convenios de Ginebra, las cuales consagran una 

misma obligación, consistente en aplicar el derecho penal a la finalización de los 

conflictos.  

Sobre el particular, vale la pena destacar lo manifestado en los artículos comunes: 49 

del Primer Convenio de Ginebra, 50 del Segundo Convenio de Ginebra, 129 del Tercer 

Convenio y 146 del Cuarto Convenio, los cuales expresan en idénticas circunstancias 

lo siguiente: 

Las Altas Partes Contratantes se comprometen a tomar todas las oportunas 

medidas legislativas para determinar las adecuadas sanciones penales que se 

han de aplicar a las personas que hayan cometido, o dado orden de cometer, 

una cualquiera de las infracciones graves contra el presente Convenio definidas 

en el artículo siguiente. 

Cada una de las Partes Contratantes tendrá la obligación de buscar a las 

personas acusadas de haber cometido, u ordenado cometer, una cualquiera de 

las infracciones graves, y deberá hacerlas comparecer ante los propios 

tribunales, sea cual fuere su nacionalidad. Podrá también, si lo prefiere, y según 

las disposiciones previstas en la propia legislación, entregarlas para que sean 

juzgadas por otra Parte Contratante interesada, si ésta ha formulado contra ellas 

cargos suficientes. 
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En igual sentido, la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio 

establece en su artículo primero que: “El genocidio, ya sea cometido en tiempo de paz 

o en tiempo de guerra, es un delito de derecho internacional que se comprometen a 

prevenir y a sancionar”. Por su parte, el artículo cuarto del mismo tratado señala que: 

“Las personas que hayan cometido genocidio o cualquiera de los otros actos 

enumerados en el artículo III, serán castigadas, ya se trate de gobernantes, 

funcionarios o particulares”.  

También, el artículo sexto de la referida convención internacional consagra la 

obligación de sancionar y castigar a los responsables de cometer el delito de genocidio 

mediante la aplicación del -ius puniendi- en los siguientes términos:  

Las personas acusadas de genocidio o de uno cualquiera de los actos 

enumerados en el artículo III, serán juzgadas por un tribunal competente del 

Estado en cuyo territorio el acto fue cometido, o ante la corte penal internacional 

que sea competente respecto a aquellas de las Partes contratantes que hayan 

reconocido su jurisdicción 

Por su parte, la Convención sobre la Represión y el Castigo del Crimen de Apartheid, 

sigue igual línea de pensamiento, y dispone en el literal (b) del artículo cuarto lo 

siguiente:  

Los Estados Partes en la presente Convención se obligan a adoptar medidas 

legislativas, judiciales y administrativas para perseguir, enjuiciar y castigar 

conforme a su jurisdicción a las personas responsables o acusadas de los actos 

enumerados en el artículo II de la presente Convención, independientemente de 

que tales personas residan en el territorio del Estado en que se han cometido los 

actos o sean nacionales de ese Estado o de algún otro Estado o sean personas 

apátridas 

En concordancia con esta línea de pensamiento, la Convención Internacional contra las 

Desapariciones Forzadas también establece en su artículo tercero el deber de 

sancionar penalmente a las personas que hayan cometido dicho delito:  
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Los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 

procedimientos constitucionales, las medidas legislativas que fueren necesarias 

para tipificar como delito la desaparición forzada de personas, y a imponerle una 

pena apropiada que tenga en cuenta su extrema gravedad. Dicho delito será 

considerado como continuado o permanente mientras no se establezca el 

destino o paradero de la víctima. 

De la misma manera, el conjunto de principios internacionales sobre impunidad y 

reparaciones, también establece el deber de aplicar la jurisdicción penal, ya que en su 

numeral 19 asevera lo siguiente: 

Los Estados emprenderán investigaciones rápidas, minuciosas, independientes 

e imparciales de las violaciones de los derechos humanos y el derecho 

internacional humanitario y adoptarán las medidas apropiadas respecto de sus 

autores, especialmente en la esfera de la justicia penal, para que sean 

procesados, juzgados y condenados debidamente. 

Así las cosas, es evidente que la influencia de los referidos tratados internacionales, 

fue lo que llevó, a que las primeras aproximaciones al concepto “Justicia Transicional”, 

se caracterizan por estar altamente influencias y direccionadas hacia la aplicación del 

“ius puniendi”, lo anterior mediante la iniciación de juicios penales 

Dando alcance a lo referido hasta el momento, es claro, que esta tensión intrínseca 

entra las obligaciones internacionales de persecución y sanción en contraposición a la 

paz, es para algunos expertos el núcleo esencial de la justicia transicional tal y como es 

expresado por (Yepes, 2014) de la siguiente manera: 

En virtud de las convenciones de derechos humanos, la jurisprudencia de la 

Corte IDH, variados instrumentos de soft law, las decisiones de algunos 

tribunales locales de la región, la producción de la academia jurídica y el trabajo 

de los activistas de los derechos humanos, la idea de que los Estados tienen el 

deber de investigar, juzgar y sancionar todas las graves violaciones de los 

derechos humanos ha adquirido prácticamente el estatus de axioma.  
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Así las cosas, se puede evidenciar que bajo esta concepción teórica, el término justicia 

transicional se circunscribe en una pugna inherente con el derecho penal. Sobre este 

aspecto podemos encontrar que (Olsen, 2010), abordan la justicia transicional bajo 

específicos elementos punitivos y definen esta expresión como: 

[e]l conjunto de procesos diseñados para hacer frente a violaciones sistemáticas 

o ampliamente extendidas de los derechos humanos durante periodos de 

represión estatal o de conflicto armado, donde las violaciones de derechos 

humanos se definen como ejecuciones extrajudiciales, desapariciones, tortura y 

arresto y encarcelamiento arbitrarios 

En épocas recientes, las Naciones Unidas también abordaron la justicia transicional 

desde una óptica eminentemente punitiva en la cual se generaban grandes dilemas 

entre judicialización de los responsables y consolidación de la paz. Sobre este tópico 

podemos encontrar que inicialmente dicha organización internacional en el año 2004 

formuló por intermedio del Secretario General sobre el Estado de Derecho y la justicia 

transicional en las sociedades afectadas por un conflicto, la siguiente definición:  

La justicia transicional es catalogada como la variedad de procesos y 

mecanismos asociados con los intentos de una sociedad por resolver los 

problemas derivados de un pasado de abusos a gran escala, a fin de que los 

responsables rindan cuentas de sus actos, servir a la justicia y lograr la 

reconciliación. 

Para (Greiff, 2014), la Justicia transicional también está fundamentada bajo la lógica del 

derecho penal. En este sentido el relator de la ONU considera que la Justicia 

Transicional, son:  

[l]as medidas que diferentes países han utilizado para tratar los legados de 

abusos masivos y sistemáticos de derechos humanos. Para tal fin, es necesario 

reiterar la vigencia de las normas de derechos humanos que fueron 

sistemáticamente vulneradas y acudir a medidas por medio de las cuales se 

busque esclarecer la verdad, lograr reparaciones y que se efectúen 
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enjuiciamientos penales y se realicen reformas institucionales con miras a 

garantizar la no repetición. 

(Elser, 2006), en la misma lógica punitiva originalmente afirmó que: “la justicia 

transicional se compone de los procesos, los juicios ante los tribunales, las purgas y las 

reparaciones que tienen lugar después de la transición de un régimen político a otro”.  

Igualmente (Roht-Arriaza, 2000), afirmaron que la Justicia transicional se caracteriza 

por ser: “El conjunto de prácticas, mecanismos y preocupaciones que surgen tras un 

periodo de conflicto, agitación civil o represión, y cuyo fin directo es confrontar las 

violaciones pasadas de derechos humanos y del derecho humanitario y ocuparse de 

ellas”.  

Por su parte, existen otras aproximaciones al concepto de justicia transicional a las 

cuales nos adherimos, que permiten abordar dicho término bajo una óptica menos 

punitiva, para así garantizar que en el centro de la discusión no solo se encuentre el 

tratamiento penal que se le dará a los combatientes, sino igualmente se discutan y 

solucionen otro tipo de tensiones y dilemas que pueden ser incluso más importantes 

para una sociedad, que el simple tratamiento penal.    

En este orden de ideas, y a modo de conclusión preliminar, podríamos considerar que 

la definición del término “justicia” que enuncia el término justicia transicional, según una 

importante corriente teórica, pareciera ser una respuesta exclusiva y especifica que 

busca solucionar bajo una mirada eminentemente penal, las tensiones que se generan 

en un proceso de paz. 

Reparaciones en el marco de la justicia transicional, cuando esta es entendida 

como justicia penal.  

El deber de reparar a las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, a lo 

largo de los años ha ido modificando sus estándares y axiomas estructurales. Esto por 

cuanto a la luz de los nuevos paradigmas que se presentan en diversas sociedades, las 

clásicas formas de reparación han demostrado ser insuficientes para lograr satisfacer 

los derechos de todas las víctimas. Por desgracia, este grupo de investigación, 
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considera que nuestro país no se ha podido establecer un sistema de reparación que 

se adapte a las particularidades del conflicto armado colombiano, y por el contrario ha 

importado varios modelos jurídicos de otros países, los cuales son totalmente ajenos a 

nuestra realidad, generando así la coexistencia de varios estándares impuros de 

indemnización.  

Lo anterior, ha llevado a que en los procesos de reparación de graves violaciones a los 

derechos humanos en el marco de un proceso de justicia transicional se indemnicen 

bajo múltiples estándares contradictorios.   

Así las cosas, en un primer momento el deber de reparar a las victimas afectadas por 

graves violaciones a los derechos humanos, se ligó a los presupuestos básicos de la 

responsabilidad extracontractual y estatal, es decir, que para reparar a una persona 

esta debía acreditar: (i) un hecho generador; (ii) el nexo causal y por último, (iii) el 

daño. 

Respecto al hecho generador, es decir, al primero de los elementos que debe tenerse 

en cuenta al momento de analizar la responsabilidad estatal o particular se debe 

aclarar que, el derecho abordó una vez finalizada la segunda guerra mundial la manera 

como se indemnizarían a las millones de víctimas dejadas por la persecución del 

partido nazi, teniendo siempre presente el contexto en el cual se ocasionaron los 

daños. Así las cosas, según la (Agencia de la ONU para los refugiados, 2000) “en el 

proceso de reconstrucción europeo rara vez se empleó la palabra «reparación» 

o Wiedergutmachung, en alemán (literalmente, «hacer el bien de nuevo»), puesto que 

había una coincidencia general en que ninguna cantidad económica podría compensar 

los horrores del Holocausto” 

Igualmente se entendió, que el principio “restitutio integrum”, es decir, dejar a la víctima 

exactamente en el mismo nivel en el que se encontraba antes de la vulneración, era 

imposible de satisfacer, no solo por la imposibilidad de reparar lo irreparable, sino 

porque los recursos estales con los que contaban los Estados Europeos después de la 

Segunda Guerra Mundial eran claramente insuficientes para reparar a  las más de 50 

millones de víctimas. 
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La premisa sobre la cual se fundamenta esta tesis considera que tratándose de graves 

violaciones a los derechos humanos, los modelos de reparación deben distinguir si el 

hecho generador ocurrió en un contexto de normalidad, como lo sería por ejemplo el 

reciente atentado a las instalaciones del periódico Charlie Hebdo, o por el contrario si 

las graves violaciones a los DDHH se presentan en un contexto de conflicto armado. 

Lo anterior, en razón a que las particularidades propias del país en el cual ocurren los 

hechos, deben ser correctamente analizadas y evaluadas al momento de construir los 

estándares bajo los cuales se indemnizara a las víctimas y sobrevivientes, pues de lo 

contrario se caería en el error de construir una política de indemnización inviable. En 

este orden de ideas, y recapitulando el ataque al diario “Charlie Hebdo” es claro que se 

debe tener en cuenta que actualmente Francia se encuentra en un estado de 

normalidad institucional, es decir, no está en conflicto armado interno y en dicho país 

no son de común ocurrencia las graves violaciones a los derechos humanos. 

En este sentido, es evidente que si eventualmente se pudiese hablar de responsables 

por los referidos ataques, (ya sean los perpetradores o el Estado, se debe 

contextualizar que conforme a las leyes generales aplicables en situaciones de 

normalidad, los estándares de reparación empleados en Francia se orientarían a dejar 

a las personas en el mismo estado en el que se encontraban o en su defecto garantizar 

una plena indemnización, la cual incluye conceptos, como daño moral lucro cesante y 

daño emergente, al igual que la totalidad de amalgamas que pueden ser indemnizadas 

por los perjuicios materiales e inmateriales causados por las referidas violaciones a los 

DDHH. 

Así las cosas, en situaciones de normalidad, es claro que subiste el deber de los 

estados de indemnizar bajo el estándar de “restitutio in integrum”, el cual según el 

máximo órgano de la jurisdicción penal consiste en (Corte Suprema de Justicia Sala de 

Casacion Penal, 2008): 

El restablecimiento de la situación anterior a la violación, de no ser posible lo 

anterior, pueden implicar otra serie de medidas que además de garantizar el 

respecto a los derechos conculcados, tomadas en conjunto reparen la 
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consecuencias de la infracción; entre ellas cabe la indemnización 

compensatoria.  

La anterior afirmación, se sustenta en el carácter bimodal del daño, el cual según lo ha 

manifestó la (Corte Constitucional C-911, 2013):  

Abarca todos los distintos fenómenos usualmente aceptados como fuente 

generadora de responsabilidad, entre ellos el daño emergente, el lucro cesante, 

el daño moral en sus diversas formas, el daño en la vida de relación, el 

desamparo derivado de la dependencia económica que hubiere existido frente a 

la persona principalmente afectada, así como todas las demás modalidades de 

daño, reconocidas tanto por las leyes como por la jurisprudencia, ahora o en el 

futuro.  

En igual sentido, las directrices de Theo van Boven (Comision de Derechos Humanos 

de Naciones Unidas, 2005), establecen que no puede ser indiferente la necesidad de 

graduar la indemnización del daño inmaterial, pues la reparación deberá ser 

proporcional a la gravedad de las violaciones. Específicamente Señala la directriz No. 7 

que: 

De conformidad con el derecho internacional, los Estados tienen el deber de 

adoptar, cuando la situación lo requiere, medidas especiales a fin de permitir el 

otorgamiento de una reparación rápida y plenamente eficaz. La reparación 

deberá lograr soluciones de justicia, eliminando o reparando las consecuencias 

del perjuicio padecido, así como evitando que se cometan nuevas violaciones a 

través de la prevención y la disuasión. La reparación deberá se proporcionada a 

la gravedad de las violaciones y del perjuicio sufrido, y comprenderá la 

restitución, compensación, rehabilitación, satisfacción y garantías de no 

repetición. 

En desarrollo de lo anterior, vale la pena traer a colación la importante teoría construida 

por los distintos tribunales nacionales e internacionales, los cuales en diversas 

circunstancias han indemnizado a las víctimas de graves violaciones a los derechos 

humanos bajo un tópico de indemnización plena fundado en el principio restitutio 
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integrum. Así lo ha considerado por ejemplo, la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos en distintas oportunidades a la hora de reconocer indemnizaciones de 

carácter pecuniario. 

En mérito de lo anterior, vale la pena resaltar el Voto Razonado del Juez Sergio García, 

en la sentencia de reparaciones, (Caso Bajaca Velasquez vs Guatemala, 2002) en la 

cual manifestó:  

 

La restitución o restitutio in integrum, es el restablecimiento de las cosas a su 

estado normal o anterior a la violación, producto del ilícito internacional, es la 

forma perfecta de reparación, y que sólo en la medida en que dicha restitución 

no resulte accesible procede acordar otras medidas reparatorias. 

 

Igualmente la Corte Interamericana en el (Caso Aloeboetoe y otros Vs. Surinam, 1993) 

afirmó que: “La indemnización por los perjuicios materiales sufridos por las víctimas de 

un caso en particular, comprende el daño material (daño emergente, lucro cesante) y el 

daño inmaterial”.  

Por su parte en (Masacre de Pueblo bello vs Colombia, 2006) respecto a la 

rehabilitación afirmó esta misma instancia internacional que: “comprende la financiación 

de la atención médica y psicológica o psiquiátrica o de los servicios sociales, jurídicos o 

de otra índole”.  

En el (Las Palmeras vs Colombia, 2001) respecto a las medidas de satisfacción, la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos adujó lo siguiente: “son medidas morales 

de carácter simbólico y colectivo, que comprende los perjuicios no materiales, como por 

ejemplo, el reconocimiento público del Estado de su responsabilidad, actos 

conmemorativos, bautizos de vías públicas, monumentos, etc”. 

En igual sentido los (Principios y Directrices para la Reparacion , 1997)  aprobados por 

la Subcomisión de la ONU, establecieron que: 

La restitución estará dirigida a restablecer la situación existente antes de la 

violación de derechos humanos o del derecho humanitario internacional. Exige, 
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entre otras cosas, restablecer la libertad, la vida familiar, la ciudadanía, el retorno 

al país de residencia anterior y la restauración del empleo o de la propiedad.  

Se acordará compensación por todo perjuicio que resulte como consecuencia de 

una violación de derechos humanos o del derecho humanitario internacional, y 

que fuere evaluable económicamente. Tales como: “a) daño físico o mental, 

incluyendo el dolor, sufrimiento y angustias emocionales; b) pérdida de 

oportunidades, incluidas las relativas a la educación;  c) daños materiales y 

pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante;  d) daño a la reputación o a la 

dignidad;  e) los gastos efectuados para poder tener asistencia jurídica o de 

expertos y disponer de medicinas y de servicios médicos.  

En este mismo escenario (Botero, 2006) afirma que: 

La restitutio in integrum, persigue devolver a la víctima a la situación anterior a la 

violación y comprende, entre otras cuestiones, el restablecimiento de la libertad, 

los derechos legales, la situación social, la identidad, la vida familiar y la 

ciudadanía de la víctima, el regreso a su lugar de residencia, la reintegración en 

su empleo y la devolución de sus propiedades, y deber ser empleada incluso en 

procesos de justica transicional. 

Ahora bien, este grupo considera que los anteriores estándares si bien, son adecuados 

en situaciones de normalidad e incluso en casos de conflicto armado, no pueden ser 

automáticamente aplicables a situaciones de justicia transicional, en especial, las 

concepciones relacionadas con aspectos como la plena indemnización monetaria 

(sobre este aspecto se dará una explicación en mayor detalle en el próximo capítulo). 

Sin embargo, el artículo 8 de la ley 975 de 2005, conocida también como la ley de 

justicia y paz, la cual se expidió en el marco de un proceso de paz, igualó el contenido 

y alcance del derecho a la reparación en sentido absoluto, bajo los siguientes términos:  

Artículo 8°. Derecho a la reparación. El derecho de las víctimas a la 

reparación comprende las acciones que propendan por la restitución, 

indemnización, rehabilitación, satisfacción; y las garantías de no repetición 

de las conductas. Restitución es la realización de las acciones que 
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propendan por regresar a la víctima a la situación anterior a la comisión del 

delito. La indemnización consiste en compensar los perjuicios causados por 

el delito.  

La rehabilitación consiste en realizar las acciones tendientes a la 

recuperación de las víctimas que sufren traumas físicos y sicológicos como 

consecuencia del delito.  La satisfacción o compensación moral consiste en 

realizar las acciones tendientes a restablecer la dignidad de la víctima y 

difundir la verdad sobre lo sucedido. Las garantías de no repetición 

comprenden, entre otras, la desmovilización y el desmantelamiento de los 

grupos armados al margen de la ley 

Se entiende por reparación simbólica toda prestación realizada a favor de 

las víctimas o de la comunidad en general que tienda a asegurar la 

preservación de la memoria histórica, la no repetición de los hechos 

victimizantes, la aceptación pública de los hechos, el perdón público y el 

restablecimiento de la dignidad de las víctimas.  

La reparación colectiva debe orientarse a la reconstrucción sicosocial de las 

poblaciones afectadas por la violencia. Este mecanismo se prevé de manera 

especial para las comunidades afectadas por la ocurrencia de hechos de 

violencia sistemática. Las autoridades judiciales competentes fijarán las 

reparaciones individuales, colectivas o simbólicas que sean del caso, en los 

términos de esta ley 

Se debe aclarar sin embargo, que el legislador consciente de la imposibilidad 

material de lograr que los grupos paramilitares y el Estado de indemnizar a un 

número tan elevado de victimas bajo los anteriores estándares (principio restitutio 

integrum), decidió 7 años después y mediante la ley 1592 de 2012, modificar los 

criterios anteriormente señalados, para así, incluir entrar en unos estándares 

indemnizatorios propios de la justicia transicional, los cuales reconocen los 

limitados recursos económicos con los que cuenta el Estado para reparar 

generalizadas y masivas violaciones a los derechos humanos.  
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Así las cosas, la ley 1592 de 2012 en su artículo 24, manifestó lo siguiente: 

La Ley 975 de 2005 tendrá un nuevo artículo 23A, del siguiente tenor: 

Artículo 23A. Reparación integral. Con el fin de asegurar a las víctimas una 

reparación integral, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas y/o la Unidad Administrativa Especial de 

Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, según corresponda, 

adoptarán las medidas articuladas de rehabilitación, restitución, 

indemnización, satisfacción y garantías de no repetición, según corresponda 

por el hecho victimizante, de conformidad con el modelo de reparación 

contemplado en la Ley 1448 de 2011 y sus normas complementarias. 

En concordancia con el artículo 23 de la presente ley, la Sala remitirá el 

expediente a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas y/o a la Unidad Administrativa Especial 

de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas con el fin de que la víctima 

sea objeto de la aplicación integral de las distintas medidas de justicia 

transicional adoptadas por el Estado colombiano. 

Ahora bien, por desgracia la Corte Constitucional no entendió que los estándares 

de indemnización en procesos de justicia transicional suelen ser dinámicos y 

cambiantes a la luz de las particularidades propias de cada país, esto llevo a 

declarar la inexequibilidad del artículo 24 de la ley 1592 de 2012, empleando para 

ello las siguientes consideraciones (Corte Constitucional, 2014): 

No es constitucionalmente admisible homologar el sistema de reparación judicial 

que venía funcionando a través del incidente de reparación integral, y el sistema 

de reparación administrativa que se consagró a través de la Ley de Víctimas, 

como fue la pretensión del legislador según lo informó la Comisión del 

Conciliación durante el proceso de formación de la Ley 1592 de 2012, pues es 

claro que el derecho a la tutela judicial efectiva impone una decisión por parte 

del juez natural dentro del proceso penal, sobre la reparación reclamada por la 

víctima que atienda a las circunstancias del caso concreto, a la condición 



 
 

22 
 

particular de cada una de las víctimas y a los perjuicios que se demuestren 

dentro del expediente haber sufrido. Por lo anterior, a diferencia del esquema 

masivo de reparación por vía administrativa, en el ámbito del proceso judicial 

penal no es admisible dar una respuesta estandarizada sobre la reparación ni 

limitar el componente de indemnización a un monto predeterminado pues no 

tendría en cuenta las circunstancias específicas de cada proceso para su 

tasación.  

En este orden de ideas, para la Corte Constitucional en inconcebible que en el ámbito 

penal exista una respuesta estandarizada al momento de garantizar la reparación de 

las víctimas, bajo dicha lógica, cualquier limitante que de alguna manera restinga los 

fundamentos clásicos de la indemnización a un monto predeterminado, sería 

inconstitucional, sin embargo, dicha postura sin darse cuenta interioriza como absoluto 

el modelo de justicia transicional el cual considera que la “restitutio integrum” es el 

único estándar aplicable a la hora de indemnizar, desconociendo las particularidades 

propias de los procesos de paz. 

Por el contrario, es posición de este grupo pensar que cuando en un determinado 

Estado, el hecho generador se presenta en un contexto de violencia estructural o 

conflicto armado, deben morigerarse los referidos estándares de reparación. En este 

sentido, es claro que los estándares de indemnización no pueden abarcar la totalidad 

de los perjuicios materiales e inmateriales cuando se está en presencia de un proceso 

de justicia transicional, ya que por lo masivo de las violaciones y lo limitado de los 

recursos, en estos casos no podría dejar a las víctimas en la misma situación en la que 

se encontraban. 

Sobre este punto (Elster, justicia distributiva en sociedades en transición, 2012) ilustra 

esta situación al explicar el elemento teleológico de la ley francesa de 1946, la cual 

buscó indemnizar a las víctimas de la segunda guerra mundial. Según lo expresado por 

este autor: 

Ley francesa de 28 de octubre de 1946, no indemnizó por la pérdida de 

elementos –suntuarios. Ya que En una época de penuria extrema en Francia, 
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tras cuatro años de ocupación y saqueo generalizado, y destrucción de la 

propiedad a causa de los bombardeos aliados y de las luchas de liberación, 

hubo que reconstruir todo, y lo suntuario se oponía así a lo necesario. Por 

ejemplo, no se indemnizó por las joyas ni las obras de arte. También en 

Noruega, el principio de indemnización regresivo por los daños de guerra estaba 

bien establecido. El propósito de la legislación era ayudar a los supervivientes en 

su tarea de reconstrucción, no restituir las fortunas anteriores a la guerra. 

Como vemos, tratándose de graves violaciones a los derechos humanos dependiendo 

del contexto en el cual se manifiesten los hechos generadores, así mismo, se aplicaran 

ciertos estándares de indemnización estatal, los cuales algunos doctrinantes llamarían 

incompletos, es decir, que no satisfacen el principal axioma clásico de la 

indemnización, el cual consiste en reparar plenamente a la víctima, a tal punto de 

dejarla en iguales condiciones a las que se encontraba.  

Ahora bien, teniendo claro que el contexto de violencia generalizada es un aspecto que 

debe ser analizado a la hora de determinar los estándares de indemnización, 

igualmente, debe tenerse en cuenta que existen ciertas obligaciones que deben ser 

reforzadas en presencia de graves violaciones a los derechos humanos. Sobre este 

aspecto, debe resaltarse que existen cierto tipo de conductas punibles particularmente 

atroces para la comunidad internacional, las cuales generan un deber especial de 

adoptar medidas de satisfacción y garantías de no repetición. 

Es más, sobre este tópico, Louis Joinet (Comision de Derechos Humanos de Naciones 

Unidas, 2005), Relator Especial sobre la impunidad, en su famoso informe titulado -

Principios para la Impunidad y Reparaciones asevera que en los procesos de justicia 

transicional los Estados tienen la obligación inderogable de: (i) garantizar el acceso a la 

justicia a todas las víctimas del conflicto; (ii) garantizar el derecho a la verdad; (iii) 

procurar la reparación de las víctimas; y (iv) adoptar las reformas legales e 

institucionales para garantizar que los crímenes atroces no se repitan jamás.  

Así las cosas, tal y como lo ha manifestado (Yepes, 2014) 
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Un proceso tendente a la terminación de un conflicto armado por la vía de la 

negociación política debe necesariamente contemplar mecanismos de rendición 

de cuentas por los crímenes cometidos en el marco del conflicto y de 

satisfacción de los derechos de las víctimas.  

En igual sentido (Espinosa, 2014), considera que: “desde la perspectiva de los 

derechos de las víctimas, es evidente que en un contexto de conflicto armado el 

derecho a la no repetición es una expresión del derecho a una paz estable y duradera” 

En este mismo sentido, un sector mayoritario de jueces de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos ha coincidido en la correlación existente entre las cuatro referidas 

garantías, para lograr una paz estable y duradera. Sobre el particular, en el voto 

concurrente del juez Diego Garcia-Sayán en el caso (Masacre del Monsote y lugares 

aledaños vs el Salvador, 2012) , afirmó que:  

Los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, deben ser 

entendidos como interdependientes. Solo la aplicación integrada de medidas en 

favor de las víctimas en todos esos ámbitos puede conseguir resultados eficaces 

y concordantes con el ordenamiento interamericano de derechos humanos. Así, 

la simple aplicación de sanciones penales, sin que ellas impliquen un serio 

esfuerzo de encontrar y decir la verdad en su conjunto, podría convertirse en un 

proceso burocrático que no satisfaga la pretensión válida de las víctimas de 

llegar a la mayor verdad posible. Por otro lado, el otorgamiento de reparaciones 

sin que se sepa la verdad de las violaciones ocurridas, y sin sentar condiciones 

para una paz duradera, sólo produciría un aparente alivio en la situación de las 

víctimas, pero no una transformación de las condiciones que permiten la 

recurrencia de las violaciones.  

En este sentido, es claro que el deber de adoptar las adecuadas medidas de 

satisfacción y garantías de no repetición, debe reforzarse en presencia de procesos de 

justicia transicional, ya que sobre estas dos garantías (medidas de satisfacción y 

garantías de no repetición) en principio, no se generan las mismas tensiones, que 

podrían llegar a presentarse cuando se hace alusión a los conceptos de justicia (desde 
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la óptica penal), reparación (desde los limitados recursos con los cuales cuenta el 

estado para indemnizar) y paz (entendida como finalización del conflicto armado).   

Así las cosas, tal y como lo manifiesta (Botero, 2006) en principio en el marco de un 

proceso de justicia transicional las garantías de no repetición deben estar encaminadas 

a: (1) disolver los grupos armados paraestatales; (2) derogar las disposiciones de 

excepción, legislativas o de otra índole que favorezcan las violaciones de derechos 

humanos; y (3) garantizar la adopción de medidas administrativas o de otra índole que 

deben adoptarse frente a agentes del Estado implicados en las violaciones. 

En nuestro entender, las reparaciones cuando hablamos de justicia transicional deben 

ser el componente principal que busque trasformar la vida de los afectados. Sobre este 

aspecto (Uprimi, la ley de "justicia y paz", 2006) afirma que:  

El eje central de las reparaciones en el marco de un proceso de justicia 

transicional debe estar enfocado a lograr la no repetición de crímenes de guerra 

y delitos de lesa humanidad, pues este es el eje central que determina el éxito o 

fracaso del marco legal de una transición. 

Lo anterior es indispensable que se comprenda, conozca y desmantelen las 

condiciones que permitieron las graves violaciones a los derechos humanos, en este 

sentido y para el contexto colombiano manifiesta (Uprimi, la ley de "justicia y paz", 

2006) que: 

sólo si se conoce y comprende la verdad acerca de las estructuras que hicieron 

posible que el paramilitarismo surgiera y se convirtiera en un grave factor del 

conflicto armado en Colombia, tales estructuras podrán ser efectivamente 

desmontadas y podrán comenzar a idearse mecanismos institucionales que 

impidan su reproducción. 

Ahora bien, se debe tener en cuenta al momento de estructurar las medidas de 

satisfacción y las garantías de no repetición, las variables específicas que surgen del 

conflicto armado colombiano, en el cual, la mayor parte de población damnificada 

posee el estatus de desplazado. En este sentido, las medidas de reparación deben 
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entender las especialísimas circunstancias en las cuales se encontraban las familias 

campesinas antes de su desplazamiento, para así poder ser compensadas de manera 

correcta.  

Sobre el particular (Jimenez, 2007), considera que:  

Los contenidos de la transición del conflicto al postconflicto en Colombia deben 

tener como uno de sus propósitos atribuir reparaciones a las víctimas de 

desplazamiento interno forzado. Dichas medidas reparativas deben privilegiar 

formas materiales de justicia social que tengan en cuenta la situación particular 

de vulnerabilidad de la población víctima del desplazamiento interno forzado, las 

formas de vida comunitaria e individual dañadas y el lugar de víctima del 

desplazado en el conflicto. En esa medida ampliamos los límites de los 

conceptos jurídicos de reparación a las víctimas como mera restauración del 

estado previo a la pérdida, pues éstos son insuficientes para que los 

desplazados se inserten en formas de vida digna. El primer aspecto central de la 

concepción de justicia reparativa es la protección de los derechos civiles, 

políticos y sociales para la población desplazada por violencia. 

En conclusión, actualmente existen dos corrientes teóricas que abordan el deber de 

reparar las graves violaciones a los derechos humanos, desde perspectivas muy 

distintas, la prima considera que sólo garantizando la “restitutio integrum”, es posible 

hablar de un proceso de justicia transicional en el cual se satisfagan los derechos de 

las víctimas, pues de no ser así, existirían vacíos en las condiciones económicas de las 

víctimas, las cuales harían inviable consolidar una paz estable y duradera. 

De otro lado, existe otra corriente teórica la cual reconoce la limitada capacidad 

económica del Estado colombiano, al igual que la inmensa cantidad de víctimas a 

reparar, para esta postura es imposible que el Estado garantice bajo los principios de 

“reparación plena” las graves violaciones a los derechos humanos. Sin embargo, 

igualmente reconoce que aún, cuando no haya  indemnización plena, puede existir una 

reparación integral, lo anterior debido a que los derechos a la verdad, a las garantías 
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de no repetición, y a la imposición de medidas de satisfacción pueden ser robustecidos 

en los procesos de justicia transicional. 

Sin embargo, en lo que están de acuerdo las referidas posturas, es que sólo las 

victimas de graves violaciones a los derechos humanos, pueden acceder a la 

indemnización estatal una vez termine la confrontación armada, razón por la cual la 

población no víctima, no podría ser beneficiaria de ningún tipo de reparación o de lo 

contrario se estaría generando un enriquecimiento sin justa causa. 

La justicia transicional desde la concepción de estado social y democrático de 

derecho. 

Ahora bien, como se ha sostenido a lo largo de la presente investigación, el concepto 

de justicia transicional para una gran parte de la doctrina ha estado tradicionalmente 

ligado a la rama del derecho penal. Esta correlación ha sido explicada por las 

inherentes tensiones que se presentan entre el derecho a la justicia, y la finalización de 

las hostilidades al momento de lograr una paz estable y duradera.  

Dicho planteamiento en nuestro parecer es correctamente sintetizado de la siguiente 

manera por (Bergsmo, 2012) el cual considera que:  

En las transiciones de los conflictos armados o de las dictaduras opresivas a la 

paz, en algunos países tal vez se le haya dado una mayor importancia a la 

justicia correctiva que a la distributiva. (…) Por lo general se cree que rectificar 

los daños causados en el pasado es algo bueno en sí mismo y que si dichos 

daños no se solucionan adecuadamente, será difícil, cuando no imposible, 

conseguir una paz duradera. 

En nuestro entender actualmente las concepciones clásicas de justicia transicional 

están siendo replanteadas por diversas corrientes ideológicas que buscan dinamizar 

los intereses o derechos en juego al momento de lograr la finalización de un conflicto 

armado. Así las cosas, cada vez han ido consolidándose en nuestra teoría jurídica 

aproximaciones a la definición de justicia transicional que buscan alterar los valores 

clásicos de ponderación (justicia desde la óptica penal y paz desde la finalización del 
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conflicto) y vincularlas a otro tipo de intereses que deben ser sopesados igualmente 

para lograr finalizar el conflicto armado. 

Respecto a dicha premisa, vale la pena destacar lo manifestado por (Howland, 2015) 

respecto a esta forma de replantear la definición y objeto de estudio de la justicia 

transicional en los siguientes términos: 

Extrañamente pero quizá de manera intencionada, la discusión en Colombia 

sobre cómo abordar el pasado de violaciones a los derechos humanos se 

concentra en la respuesta penal.  Ciertamente, las graves violaciones de 

derechos humanos implican responsabilidades penales individuales y generan 

daños reclamables en la jurisdicción civil; pero si consideramos su esencia, este 

tipo de violaciones compromete otras dimensiones de la responsabilidad que no 

son exploradas en Colombia. 

(…) 

Ante todo, la justicia transicional debe estar caracterizada por ser justicia, es 

decir por promover un ideal de lo justo con miras al pasado y al futuro.  Es algo 

abstracto, pero tiene resonancia en cada ser humano.  Lo justo debe concebirse 

como un bien público, pero también como una experiencia particular, 

especialmente de aquellos que han sido discriminados, negados o violentados. 

En este orden de ideas, la premisa central que adopta esta nueva concepción de 

justicia transicional, parte de desligar el concepto “justicia” de la ciencia penal, para 

abordarlo desde una perspectiva jurídica más amplia, en la cual tome preponderancia 

el concepto “estado justo”. Bajo esta lógica, entrarían en el campo y estudio de la 

justicia transicional, diversas variables que en nuestro entender serían mucho más 

importantes para la consolidación de la paz, que el eventual tratamiento penal flexible 

que recibirían los combatientes que decidan desmovilizarse.  

Sobre el particular, vale la pena traer a colación lo manifestado por el ex secretario de 

las Naciones Unidas y premio Novel de Paz Kofi Annan, el cual intenta redefinir la 

justicia transicional con otras variables que escapan a las ya clásicas referidas, verdad, 
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justicia, reparación y garantías der no repetición.  En este sentido él referido autor 

manifiesta respecto al término justicia transicional que (Annan, 2014): 

La historia nos demuestra que hacer la paz y después construirla es un proceso 

complejo, lleno de dificultades y dilemas. ¿Cómo conseguir tanto paz como 

justicia? ¿Cómo enfrentar en el futuro los crímenes del pasado? ¿Cómo calcular 

y conceder las reparaciones? ¿Cómo abrir el espacio político para dar entrada a 

antiguos adversarios? No hay respuestas ni sencillas ni uniformes a estas 

preguntas. Cada conflicto tiene sus propias y particulares características. 

Así las cosas, es interesante ver como en la definición dada por Kofi Annan conceptos 

como la participación política y otras de igual naturaleza, empiezan a adquirir una 

especial relevancia a la hora de estructurar un marco jurídico que garantice la 

finalización de los conflictos armados. En este orden de ideas, nociones como el 

acceso al poder político de sectores tradicionalmente excluidos empiezan a ser vistos 

por los actores en el conflicto, como una de las causas que dieron origen a la guerra. 

Bajo esta visión los beneficiarios de la justicia transicional no necesariamente son 

objeto del derecho penal, sino del derecho constitucional y la participación democrática. 

En igual línea de pensamiento, encontramos a (Porto, 2014), el cual considera que la 

Justicia Transicional no puede ser analizada exclusivamente bajo imperativos jurídicos, 

y por el contrario este tipo especial de justicia debe abordarse en cada caso concreto 

dependiendo de las tensiones políticas y éticas de la sociedad en conjunto. Sobre este 

aspecto manifestó: 

La justicia transicional es una expresión que alude a los regímenes jurídicos de 

excepción que suelen crearse y aplicarse en las postrimerías de los conflictos 

para sentar las bases de una reconciliación social, y que describen un escenario 

de estudio en el que se deben analizar las tensiones y los retos políticos, 

jurídicos y éticos que subyacen a estas situaciones. 

Por su parte (Uprimi, la ley de "justicia y paz", 2006) inicialmente contribuyó a la 

definición de justicia transicional bajo la óptica clásica de verdad y justicia penal, tal y 

como puede observarse en el siguiente racionamiento: 



 
 

30 
 

Qué debe hacer una sociedad frente al legado de graves atentados contra la 

dignidad humana, cuando sale de una guerra civil o de un régimen tiránico. 

¿Debe castigar a los responsables? ¿Debe olvidar esos atropellos para 

favorecer la reconciliación?  

Sin embargo, el referido autor recientemente ha desligado el estudio de la justicia 

transicional del ámbito penal y lo ha integrado a concepciones tales como la 

trasformación del orden social y democrático existente. Sobre este aspecto (Uprimi, 

Algunas herramientas conceptuales para el análisis del caso colombiano, 2006) ha 

manifestado lo siguiente: 

Los procesos de justicia transicional buscan, ordinariamente, llevar a cabo una 

transformación radical del orden social y político de un país, o bien para 

reemplazar un estado de guerra civil por un orden social pacífico, o bien para 

pasar de una dictadura a un orden político democrático.  

Así las cosas, es importante observar como conceptos acerca de: (i) la trasformación 

del orden social; (ii) trasformación del orden político y (iii) trasformación del orden 

democrático son concepciones que cada vez más empiezan a permear a la justicia 

transicional, y de esa manera desplazar a la clásica tensión entre paz y derecho penal. 

En igual sentido, consideramos pertinente las conclusiones de (Hochschild, Tension 

entre persecucion judicial y consecucion de la paz, 2014), el cual cuestiona 

fuertemente: 

Las visiones reduccionistas que tienden a concebir la justicia transicional como 

un asunto primordialmente jurídico o de responsabilidad penal ante la ley son 

concepciones que abordan de forma incompleta el concepto de justicia y su 

relación con el logro de la paz en un contexto de conflicto (…) La forma como se 

entienda a la justicia transicional tendrá consecuencias en la práctica. Sería un 

error centrarse solamente en el sistema de justicia penal, dejando de lado el 

análisis más complejo del conflicto y del proceso de transición. Por ello, 

sugerimos una visión más holística de la justicia de transición que apunte 

además al reconocimiento de los abusos cometidos en gran escala, la 
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reparación del daño causado a las víctimas y a la sociedad en general, y el 

restablecimiento del Estado de Derecho. 

Las anteriores afirmaciones, adquieren una especial consideración en el contexto 

colombiano, donde el origen del conflicto armado no ha estado centrado en la falta de 

reconociendo formal de los derechos que reclama la subversión, sino por el contrario, 

en la falta de materialización de dichas garantías en el plano material, circunstancia 

que de lleno atenta contra uno de los postulados básicos del estado social de derecho. 

De este modo, es importante que a la hora de delimitar los valores que define el 

concepto justicia transicional (entendido este como estado social y democrático de 

derecho), se tengan presente las particularidades propias del conflicto armado 

colombiano, puesto que habrán experiencias de procesos de paz en el derecho 

comparado, que para nuestro caso no generarían mayores elementos de aprendizaje, 

lo anterior debido a las condiciones fácticas y jurídicas de determinado país en la 

mayoría de las veces puede ser totalmente antagónica a la situación de Colombia. 

En consonancia con lo anterior (Carranza, 2014) considera que es imposible 

determinar una serie de valores o principios preestablecidos que entren en colisión en 

todos los casos que se aborde la justicia transicional, por el contrario, para dicho autor: 

La justicia transicional es un conjunto de herramientas que no son una respuesta 

a todas las preguntas que surgen. Al igual que cualquier juego de herramientas, 

la efectividad de los mecanismos de justicia transicional depende de quién los 

utilice, de cómo se utilizan, juntos o por separado, y depende de cuándo se 

utiliza una herramienta o cuándo se utiliza otra herramienta y de cuándo se 

combinan. 

(Perez, 2014) por su parte, intenta explicar la evolución del concepto de justicia 

transicional desde los contextos específicos de cada país, de la siguiente manera: 

El análisis comparado de la justicia transicional nos muestra que las transiciones 

pueden iniciarse desde contextos en los cuales no hay justicia a contextos en los 

que haya justicia, en contextos de conflicto donde la sociedad busca la paz, en 
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contextos donde hay cambios de poder en el Estado, o en contextos en donde 

los daños generados por partes diferentes a actores estatales generan estragos 

dentro del tejido social que requieren una transformación social. (…) Cabría 

hacer un replanteamiento, para incorporar a esta tipología, que tiene como punto 

de partida le existencia de un régimen cuyas deficiencias en términos de justicia 

exigen la transición hacia uno distinto, que respete unos postulados mínimos, 

conforme a un consenso universal, la consideración de los ejercicios de justicia 

transicional que se dan en el marco de procesos de paz, lo cual incluye hipótesis 

en las cuales la negociación no parte per se de una consideración sobre la 

ilegitimidad del régimen, sino de la necesidad de producir distintas reformas en 

los ámbitos social, económico y político. 

Cabe señalar que el referido autor, al igual que los teóricos sobre los cuales hemos 

hecho referencia, considera que en los procesos de justicia transicional se deben 

abordar distintas cuestiones sociales, económicas y políticas para así, lograr la 

verdadera finalización del conflicto armado.    

Otro de los teóricos que no abordan la justicia transicional desde el derecho penal, sino 

desde su concepción amplia y expansiva, es (Webber, 2012), el cual considera que la 

problemática de justicia transicional debe ser abordada desde la visión de la injusticia 

como carencia de democracia. Para el referido teórico: 

La Justicia transicional se refiere a aquellas situaciones en las cuales una 

sociedad se mueve desde una situación de injusticia, a una de justicia, desde un 

gobierno opresivo a un gobierno que respete el Estado de derecho, desde el 

autoritarismo a la democracia.  

Evidencia de la visión con la cual se aborda del concepto “justicia” en el vocablo justicia 

transicional, es que para (Webber, 2012): 

En este tipo de justica la sociedad no solo está preocupada por reparar los 

daños del pasado, sino que pretende cambiar la sociedad hacia el futuro y así 

producir un cambio que garantice, idealmente, cimientos más justos, 

correspondiendo de esta manera a la idea aristotélica de justicia distributiva. 
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Con fundamento en lo anterior, es que la presente tesis de maestría considera que la 

justicia transicional debe desprenderse de la concepción penalista de la etimología 

justicia – castigo penal, y por el contrario se trasforme en un modelo jurídico que admita 

y contribuya a la consolidación de un estado social de derecho, en el cual principios 

como -fin social del estado- y -materialización de los derechos- sean la visión esencial 

que moldeen la dejación de las armas. 

Así las cosas, al entender que aspectos como las desigualdades y la injusticia social 

son el eje de discusión para la consolidación de un estado social y democrático justo, 

se altera la visión bajo la cual las partes en un conflicto abordan la justicia transicional. 

Sobre este punto vale la pena traer a colación lo manifestado por el actual Director 

General del Centro de Memoria Histórica, (Gomez, 2014), el cual afirmó que:  

En relación con las condiciones sociales, hay problemas que no genera la paz, 

pero que sí visibiliza o exacerba la paz. Menciono algunos: el primero es el tema 

de las desigualdades o, mejor, la relación entre la violencia y la injusticia social, 

factor al cual le dio tanta importancia en su momento el expresidente Belisario 

Betancur como marco de las negociaciones y como explicación de la raíz de la 

guerra y la violencia; el segundo corresponde a los desequilibrios regionales o 

desniveles en los beneficios del desarrollo; el tercero, los temas englobados bajo 

la denominación “despojo de tierras”, asociados a la violencia y muy centrales 

desde los años sesenta; y podríamos agregar en cuarto lugar, el campo de las 

discriminaciones y exclusiones, al cual le dan particular preponderancia los 

movimientos sociales y los disidentes políticos. 

En igual línea de pensamiento, el ex presidente de la Corte Constitucional, el Doctor 

(Palacio, 2014), manifestó que:  

La paz no se reduce a una ausencia de guerra, porque la destrucción de la vida 

también se presenta cuando no se erradica el hambre y se protege al desnudo, 

no se combate el analfabetismo y los salarios de exterminio, no se recibe al 

olvidado ni se sana al enfermo, no se combate la desesperanza por la ausencia 
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de trabajo ni se dispone de un techo, y no se erradica lo mal habido ni la 

discriminación.  

Por su parte (General, 2012) en el mismo sentido afirmó: 

Las iniciativas relacionadas con la justicia de transición fomentan la rendición de 

cuentas, refuerzan el respeto por los derechos humanos y son cruciales para 

generar los fuertes niveles de confianza cívica que son necesarios para impulsar 

la reforma del estado de derecho, el desarrollo económico y la gobernanza 

democrática. Tales iniciativas pueden comprender mecanismos tanto judiciales 

como extrajudiciales, incluidos el enjuiciamiento de personas, el resarcimiento, la 

búsqueda de la verdad, la reforma institucional, la investigación de antecedentes 

y las destituciones. 

Dando alcance a lo referido anteriormente, es claro que para los referidos autores y 

teóricos del derecho, la finalización del conflicto armado en nuestro país solo puede 

llegar a ser una realidad cuando el término justicia, no sea empleado como variable 

penal que incidirá en la cantidad de años que pasaran los combatientes en las 

negociaciones, sino por el contrario, cuando la justicia sea entendida como la 

materialización de los derechos y principios que consagra la carta de 1991. 

Sobre el particular la (Corte Constitucional T-098, 1998) afirmo sobre este aspecto lo 

siguiente: 

La legitimidad del Estado Social de Derecho radica, por un lado en el acceso y 

ejecución del poder en forma democrática, y por otro lado en su capacidad para 

resolver las dificultades sociales desde la perspectiva de la justicia social y el 

derecho, lo cual indudablemente depende de la capacidad del Estado para 

cumplir, de manera efectiva, con sus fines de servicio a la sociedad.  

Complementando esta teoría, (Fisas, 2006) manifestó que: 

La paz, entonces, no es un bien dado en un instante preciso, de una vez y para 

siempre, sino que se construye a lo largo de un continuo y complejo proceso en 

el que se deben atender las causas de la violencia, la segregación, la exclusión, 
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la marginación o la pobreza que hayan sido detectadas o que, atendidas las 

correspondientes circunstancias, resulten previsibles.  

En consonancia con lo afirmado por el citado autor, el magistrado de la Corte 

Constitucional (Guerrero, 2014), precisa que en el proceso de paz que se adelanta en 

nuestro país coexisten y en algunos momentos se enfrentan las dos visiones de justicia 

transicional antes referenciadas. Sobre el particular específicamente afirmó:  

Cabría diferenciar, señalar o remarcar esa diferencia entre transiciones desde 

contextos de dictadura o de guerra civil, frente a transiciones en casos de 

conflicto, en Estados constitucionales o que pretenden ser Estados 

constitucionales (…) Si analizamos eso, vemos dos niveles de justicia: la justicia 

en el marco concreto de las respuestas de las más graves violaciones y la 

justicia en el marco más amplio de una reconstrucción social en términos de 

inclusión que permita una solución estable hacia el futuro 

Recapitulando lo manifestado anteriormente, es claro que en nuestro país a diferencia 

de lo que consideran muchos expertos, la principal barrera para consolidar una paz 

estable y duradera no radica en el tratamiento penal que recibirán los máximos 

responsables de las Fuerzas Armadas Revolucionarias, sino por el contrario, el 

obstáculo central para lograr una paz estable y duradera, gira entorno a la eliminación 

de las situaciones, fuentes y causas que han impulsado la violencia estructural en 

nuestro país. 

(Mutunga, 2014) define a la violencia estructural en los siguientes términos: “ la 

violencia estructural, habla de las tensiones sistémicas creadas por las condiciones 

socioeconómicas como la pobreza, la exclusión, la marginación y la desigualdad”. 

Sobre la pobreza como elemento detonante del conflicto la (Contraloria General de la 

Republica, 2015) aseveró lo siguiente:  

La sociedad colombiana se caracteriza por una historia larga de pobreza y 

exclusión de la mayor parte de su población. En este sentido las reformas 

económicas de los últimos veinticinco años no han reversado la situación sino 
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que por el contrario han exacerbado el carácter excluyente del modelo 

económico actual, lo cual es evidenciado por las cifras de pobreza y 

desigualdad, entre otras. En este contexto, la reparación integral no puede 

significar un volver al estado anterior al hecho victimizante, sino que debe 

implicar una transformación radical de la situación de extrema pobreza y 

marginalidad en la cual se encuentran la mayor parte de las víctimas del conflicto 

sociopolítico armado interno que vive el país. El camino para lograr esta 

reparación integral y transformadora es el fortalecimiento del Estado Social de 

Derecho, el cual para muchos ciudadanos es inexistente en gran parte del 

territorio colombiano. 

Así las cosas, una de las premisas estructurales sobre la cual se fundamenta la 

presente tesis, es que la finalización del conflicto armado en Colombia solo será posible 

mediante importantes trasformaciones económicas y políticas que permitan garantizar 

la eficacia de los derechos que reconoce la constitución de 1991. En este orden de 

ideas materializar la justicia debe ser el eje central sobre el cual debe construirse el 

término justicia transicional.  

En esta línea de pensamiento, encontramos a (Roux, 2014), el cual considera que: “La 

paz solo comienza cuando se hacen cambios en la cultura, en la economía, en la 

política; cambios que se suelen llamar estructurales” 

Ahora bien, se debe precisar que en recientes pronunciamientos la Corte Constitucional 

Colombiana, tímidamente ha incorporado esta nueva tendencia interpretativa al 

momento de analizar la justicia transicional, esto por cuanto según implícitamente lo 

manifiesta el máximo órgano de la jurisdicción constitucional, la justicia transicional 

debe ser vista no solo como el modelo jurídico para lograr la finalización de las 

hostilidades, sino como una herramienta para la materializar una serie de reformas 

incluyentes que eviten la continuación del ciclo de violencia.   

En este sentido, dicho tribunal mediante sentencia (Corte Constitucional C-579, 2013)  

afirmó que: 
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La justicia transicional busca solucionar las fuertes tensiones que se presentan 

entre la justicia y la paz, entre los imperativos jurídicos de satisfacción de los 

derechos de las víctimas y las necesidades de lograr el cese de hostilidades. 

Para ello es necesario conseguir un delicado balance entre ponerle fin a las 

hostilidades y prevenir la vuelta a la violencia (paz negativa) y consolidar la paz 

mediante reformas estructurales y políticas incluyentes (paz positiva). 

Así las cosas, la Corte Constitucional a la hora de estudiar la compatibilidad del marco 

jurídico para la paz, con nuestra Constitución, afirmó expresamente que la justicia, no 

solo podía ser entendida bajo la óptica penal, sino por el contrario, estaba insertada en 

otro tipo de concepciones. Sobre el particular, afirmó en Sentencia (Corte constitucional 

C-577, 2014) lo siguiente: “no debe olvidarse que en la justicia transicional coexisten 

una amalgama de elementos de justicia: justicia retributiva, preventiva, ejemplarizante, 

distributiva, representacional y restaurativa, todos ellos, complementario”.  

En conclusión, podemos afirmar que actualmente se ha venido consolidando una 

definición teórica, que replantea los fundamentos clásicos de la justicia transicional, y 

busca que el eje del proceso de negociación, este centrado en trasformar las 

estructuras económicas y sociales imperantes que dieron origen a las hostilidades, y no 

tanto en el tratamiento penal de las partes que participaron en el conflicto. 

- Reparaciones en el marco de la justicia transicional, cuando esta es entendida 

como estado justo. 

Teniendo en cuenta, que una corriente moderna de la justicia transicional, a la cual nos 

adherimos, entiende la concepción de justicia, no como materialización del “ius 

puniendi”, sino como el desarrollo del estado social y democrático de derecho. Vale la 

pena preguntarse entonces, si al reinterpretar la definición de justicia transicional, 

también puede llegar a pensarse en otro tipo de reparaciones que estén en armonía 

con la anterior línea ideológica, es decir, que se entienda a la reparación no como la 

herramienta que indemnice el daño causado a las víctimas de graves violaciones a los 

derechos humanos, sino que también combata las causas, orígenes y factores 

estructurales que dieron origen al conflicto armado.  
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Así las cosas, actualmente existe una importante línea de pensamiento la cual 

considera que aplicar los clásicos estándares de reparación, podría causarle un 

perjuicio aún mayor a las víctimas, razón por la cual antes de implementar estas 

medias es importante que se remuevan las causas sociales y económicas que dieron 

origen al conflicto. Sobre este aspecto (Calle, 2014) afirma lo siguiente:  

 

En nuestro contexto, por ejemplo, el intento de devolverles a las víctimas lo que 

tenían (en términos de bienes y derechos) antes del daño, quizás suponga en 

muchos casos devolverlos a una situación de bienestar que no propiciaba o 

facilitaba la ocurrencia del daño. Pero en otros casos, devolver a las víctimas a 

la situación que vivían al momento del daño podría ser tanto como devolverlas al 

contexto que lo propició. Por ejemplo, podría significar restablecer la situación de 

marginalidad, pobreza, desprotección y falta de seguridad que, precisamente, la 

hizo víctima fácil de la violación a sus derechos por parte de grupos armados 

que operaban en zonas aisladas o marginales del territorio. Esta concepción de 

la reparación parte, en otras palabras, de la idea de que es irrelevante cuál era la 

situación prexistente al daño. Pero, ¿es en verdad irrelevante cuál haya sido esa 

situación? Si entre los derechos de las víctimas se encuentra el derecho a la no 

repetición, es preciso evitar concebir la reparación solo como un mecanismo 

para volver las cosas al estado anterior al daño, pues este podría provocar o 

facilitar la repetición de los hechos.  ¿No debería consistir la reparación también 

en la capacidad de identificar si las condiciones o circunstancias preexistentes al 

daño eran propicias o facilitaban la ocurrencia de este último? Y en caso de 

encontrar que lo eran, ¿no debe hacer parte de la reparación el derecho a la 

transformación de esas circunstancias, de manera que en el futuro se haga 

imposible o más difícil la ocurrencia del daño? 

 

Igualmente (Andreas, 2012) afirma que: 

Cabe preguntarse si la restitución es deseable. Si las condiciones preexistentes 

en el origen provocaron o contribuyeron al desplazamiento, ¿por qué se querrían 

restaurar esas condiciones? Problemas como esos se verán también 
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exacerbados si ha pasado mucho tiempo desde la violación la restitución de la 

tierra tiene varias ventajas sobre otras formas de reparación. 

En este orden de ideas, consideramos que los anteriores autores plantean 

inconvenientes y puntos de vista, muy importantes, que deben ser analizados al 

momento de construir un modelo para la reparación de las víctimas, puesto que en 

algunos contextos, la clásica “restitutio integrum” no tendría ningún efecto a la hora de 

materializar la reparación de las víctimas. 

 

Bajo esa lógica, este grupo considera que la forma de entender el concepto de 

reparación bajo la superación de los factores estructurales que dieron origen al 

conflicto, se adecua a las particularidades propias del contexto colombiano, pues como 

anteriormente se mencionó, las formas y estándares de indemnización deben ser 

dinámicas a la luz de las particularidades de cada país. 

 

Sobre la manera como los estándares de indemnización con el paso del tiempo han ido 

evolucionado el (Consejo de estado, 2011) ha manifestado que:  

 

El mundo marcha, y la ley del progreso, que todo lo mueve, no puede detenerse 

cristalizando la ciencia. El resarcimiento de los daños, es entre todos los temas 

jurídicos, el que siente más que otro alguno la influencia de la conciencia popular 

y debe proporcionarse a las necesidades morales y económicas de la 

convivencia social. La doctrina, pues, del resarcimiento debe ajustarse a ella 

siguiendo sus progresos. 

 

Así las cosas, el eje central del estándar de reparación que planteamos se 

fundamentaría en la siguiente premisa. -Si el detonante del conflicto armado fue la 

existencia de un Estado en el cual las mínimas garantías de justicia y equidad no se 

materializaban en el plano real, la forma de reparar a las víctimas del conflicto armado, 

no sólo se concretan mediante indemnizaciones judiciales y administrativas, sino con 

la realización de los postulados que la Constitución de 1991 considera como justos.  
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Bajo esa lógica, podría pensarse que la justicia transicional mutaría su naturaleza, en 

razón a que se modificaría la típica relación del derecho penal “causa - daño - 

indemnización”, ya que bajo el concepto justicia se estaría ampliando y variando las 

formas de materializar la reparación. Sobre este aspecto, (Consejo de Estado, 2012)  el 

Consejo de Estado en distintos fallos ha manifestó la posibilidad de que la evolución 

dinámica del derecho permita que se indemnicen conductas que antes no generaban 

reparación:  

 

Las ideas en los últimos años, tienden a ampliar aún más el concepto 

fundamental de la responsabilidad, para así sancionar hechos lesivos del interés 

de terceros que antes no generaban reparación. Dada la complejidad de la vida 

social moderna y el desigual poderío de los individuos que ello ha venido a 

ocasionar, es natural que la doctrina contemporánea preconice un análisis más 

hondo y sutil de las ideas de causa y daño. 

 

Ahora bien, una vez delimitada la forma de reparación bajo este estándar propuesto, 

cabe preguntarse ¿cómo se debe garantizar la reparación a la luz del entendimiento de 

la concepción justicia transicional?, entendida como estado social y democrático de 

derecho justo.  

Para responder a esa pregunta, es importante traer a colación las facetas y 

definiciones que el máximo órgano de la jurisdicción Constitucional ha estructurado en 

torno al término justicia, y más aún, al deber del Estado colombiano de materializarla 

en todas sus actuaciones.  

Para responder a este cuestionamiento, se debe tener en cuenta que la Corte 

Constitucional en sentencia (Corte Constitucional C-555, 2013)aseveró que: “El 

legislador debe respetar los parámetros constitucionales establecidos para una más 

justa y equitativa redistribución de los recursos económicos y sociales con el objeto de 

favorecer a los grupos tradicionalmente marginados de los beneficios de la riqueza”  

En igual línea de pensamiento la sentencia (Corte Constitucional C-038, 2004) la Corte 

Constitucional, afirmó que: “la Constitución rechaza la existencia de una sociedad de 
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mercado, en donde todas las relaciones sociales se encuentren sometidas a las 

dinámicas mercantiles, pues eso es contrario a la prevalencia de la dignidad humana y 

de los derechos de las personas (CP arts 1º y 5º)” 

Así las cosas, podríamos atestiguar que la redistribución de recursos económicos con 

el objeto de favorecer a los grupos tradicionalmente marginados, puede ser uno de los 

ejes sobre los cuales debe estructurarse la reparación en procesos de justicia 

transicional, cuando esta es entendida como estado justo, tal y como lo afirma (Diaz, 

2014) en los siguientes términos:  

Un Estado democrático y social de derecho no puede entronizar como modelo 

económico la economía de mercado sin control, como ha ocurrido en Colombia 

(…) De manera que el régimen económico que debe instaurarse en el 

posconflicto no puede ser compatible con el que hoy tenemos. Todos 

conocemos ya las noticias que se nos dan de cuando en cuando, con mucha 

regularidad de cómo ha crecido el PIB. ¡Qué maravilloso éxito ha sido el 

crecimiento económico del último trimestre! ¡Maravilloso! Y eso lo publican los 

periódicos en titulares de primera plana. Eso sí, veinte días después o quince en 

titulares muchísimo menos vistosos aparece esto: “El sector financiero ganó tres 

billones de pesos en el último semestre o en el último trimestre”. Entonces la 

pregunta es: ¿Qué ganamos con el crecimiento de la economía? Si sabemos a 

qué bolsillos va, si sabemos que el mercado no es redistributivo. 

Ahora bien, continuando con los estándares de reparación que debe emplear la justicia 

transicional cuando esta es entendida como Estado justo, afirmó sobre el concepto 

“justicia”, lo siguiente:  

 

El Congreso y los poderes públicos en general –incluidos los jueces- tienen la 

tarea de adoptar las medidas necesarias para construir un orden político, 

económico y social justo. En este orden de ideas, el Legislador y otros entes con 

competencias de regulación deben introducir reglas que favorezcan dicho fin, 

para lo cual es indispensable que consulten la realidad fáctica sobre la que 
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surtirán efectos, tengan en cuenta la situación en la que se hallan sus 

destinatarios y evalúen los impactos de la normativa en términos de distribución.  

 

Por su parte, (Morten Bergsmo, 2012) en igual línea de pensamiento asevera que:  

El crecimiento económico es un factor clave para una paz sostenible y, como tal, 

debe ser parte de la ejecución plena de los principios de no repetición y 

aclaración de la verdad, que pertenecen al conjunto de principios de la justicia 

transicional.  

Los anteriores pronunciamientos nos llevarían a considerar que una de las formas en 

las cuales se podría garantizar la reparación en el marco del proceso de justicia 

transicional que se adelanta en Colombia, más allá de las indemnizaciones y medidas 

de satisfacción a las cuales tienen derecho las victimas de graves violaciones de 

derechos humanos, seria combatiendo los factores estructurales que dieron origen al 

conflicto, los cuales según literatura especializada ocurrieron debido a la concentración 

de territorios, recursos y poder, en manos de unas pocas personas a lo largo de la 

historia. 

Al respecto (Secretario General de las Naciones Unidas, 2012) en el informe del sobre 

el Estado de Derecho y la Justicia de Transición, manifestó respecto a la pobreza como 

amenaza considerable a la paz, lo siguiente:  

La Organización presta cada vez más atención a las crecientes amenazas al 

estado de derecho, como la delincuencia organizada y el tráfico ilícito, y las 

causas básicas de los conflictos, incluidas las cuestiones relativas a la justicia 

económica y social (…) Se reconoce cada vez más que los Estados que se 

caracterizan por una gobernanza ineficaz, políticas represivas, pobreza, un alto 

nivel de delitos violentos e impunidad plantean una amenaza considerable a la 

paz y la seguridad internacionales.  

En igual sentido (Jimenez, 2007) afirmó que:  
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Otro de los pilares sobre los cuales estructurar la reparación de la población 

desplazada es la efectiva garantía de los derechos sociales, que se materializan 

mediante políticas de redistribución social, cuyo objetivo primordial es insertar a 

los individuos en dinámicas productivas y de autosostenimiento. Es así como las 

políticas de redistribución social en salud, educación, vivienda y trabajo son una 

respuesta política que garantiza un nivel de renta a los miembros de la sociedad 

(…) 

Ciertas exigencias integrales de reparación para los desplazados manifiestan los 

límites del discurso liberal de la justicia transicional en un marco de 

transnacionalidad al exigir una redefinición de las bases del juego económico y 

de los derechos fundamentales para introducir elementos de justicia social. De 

allí la necesidad de retomar, al menos desde el horizonte académico, el debate 

sobre el estado que subyace en las discusiones sobre justicia transicional y, con 

ésta, lo que trae consigo el discurso del humanitarismo contemporáneo. 

Sobre este paradigma el actual Director General del Centro de Memoria Histórica, 

(Gomez, 2014), confirma estos lineamientos teóricos, ya que en distintas oportunidades 

ha manifestado que la violencia en nuestro país “ha sido ciertamente una violencia 

multidimensional, por los recursos, por los territorios, por los apoyos sociales y por el 

poder” 

Cabe resaltar que (Hochschild, Tension entre persecucion judicial y consecucion de la 

paz, 2014), sobre el anterior tópico afirmó lo siguiente:  

Las medidas de justicia de transición deben contribuir a esa consolidación del 

Estado, promoviendo instituciones democráticas, eficientes y justas que gocen 

de la confianza de la población, impulsando la rendición de cuentas y la 

participación de la sociedad en la adopción de decisiones, entre otros aspectos. 

Ésta es, evidentemente, una tarea de largo plazo, que requiere, además de 

voluntad política y de un marco normativo ajustado al Derecho internacional, una 

serie de intervenciones adicionales (programas de desarrollo, políticas de 
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corrección de las desigualdades estructurales y superación de los patrones de 

exclusión, etc.), que deberán coordinarse con las medidas de justicia de 

transición. 

Por su parte (Auweraert, 2014), afirmó lo siguiente:  

En muchos contextos, el hecho de ser socioeconómicamente vulnerable 

aumenta el riesgo de volverse víctima de violaciones de derechos humanos, y 

que las posibilidades de que cuando una persona se vuelve víctima, pocos o 

ningún recurso estarán disponibles. Eso tiende a ser especialmente verdad en 

contextos donde existen profundos desequilibrios de poder y cuando el poder 

económico está profundamente entrelazado con las instituciones estatales 

locales. Ahora bien, estas disparidades de poder, el estatus y las circunstancias 

socioeconómicas no serán fundamentalmente alteradas solo por los programas 

de reparaciones, ni tampoco podrán sacar de la pobreza a las víctimas. En otras 

palabras, a menos que estén acompañados por otras iniciativas, corren el riesgo 

de dejar intactas las dinámicas de poder que crearon las condiciones para las 

violaciones graves de los derechos humanos y dejar a las víctimas en una 

situación en la que es difícil escapar a su situación 

(…) 

En contextos como Colombia, donde las víctimas se encuentran en una situación 

de extrema pobreza, eso supondría la introducción de políticas de desarrollo, 

trabajo y educación que permitan a los más pobres salir de esa situación y entrar 

en la seguridad de la clase media. Por eso, políticas como la agraria, que está 

siendo discutida, no pueden ni deberían ser miradas con independencia de los 

esfuerzos para proveer reparaciones a las víctimas del conflicto. 

En esta misma línea de pensamiento, podemos encontrar el planteamiento de 

(Garavito, Mas alla de la justicia penal: La justicia constitucional, la justicia etnica 

colectiva y la transicion a la paz en colombia, 2014) el cual considera indispensable en 

el contexto actual: “ampliar el panorama conceptual y empírico sobre la justicia 
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transicional en Colombia mediante la inclusión de otros criterios que deben tenerse en 

cuenta para diseñar políticas agrarias incluyentes y equitativas”. 

Igualmente, (Kalmanovitz, 2012) considera que en los procesos de justicia transicional 

se contraponen dos visiones de justicia que se enmarcan en la lógica de justica social 

versus justicia correctiva, y dependiendo de la forma como se delimiten los estándares 

de reparación, igualmente así se garantizara la indemnización del pasado o la 

corrección del futuro. Específicamente el citado autor asevera: 

La tesis que quisiera defender aquí es que, si adherimos a la concepción liberal 

de la justicia, entonces al final de guerras masivamente destructivas debemos 

dar prioridad a los derechos y deberes de la justicia social por encima de los de 

la justicia correctiva (…) En primer lugar, generalmente la obligación de reparar 

se orienta hacia el pasado con el objeto de restaurar, hasta donde sea posible, el 

statu quo ante. Pero en casos de guerra, si el statu quo ante condujo a una 

situación de violencia, ¿por qué habríamos de volver a él? ¿No deberíamos más 

bien evitarlo e invertir recursos y esfuerzos en la creación de condiciones futuras 

de paz sostenible y justa?  

(Morten Bergsmo, 2012) también bosqueja la discusión de cómo debe ser el modelo de 

reparación que se emplea en procesos de justicia transicional teniendo en cuenta, que 

bajo ciertos aspectos, una indemnización que repare hechos pasados desconocería la 

obligación de asumir políticas sociales que permitan construir un mejor futuro. En este 

sentido afirmó: 

Los conflictos armados tienen muchas veces efectos devastadores en las 

comunidades políticas, causan la destrucción masiva del capital físico y social, y 

producen el empobrecimiento de grandes sectores de la población. Desde una 

perspectiva de la justicia distributiva, no es claro por qué se les debería dar 

prioridad a los daños causados en el pasado antes que a las necesidades 

actuales (…) Claramente, cuando se reclaman reparaciones tras la terminación 

de un conflicto armado, las exigencias de la justicia transicional, la justicia 

distributiva y la eficiencia pueden estar en tensión entre sí. 
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Se debe resaltar que (Elster, Tierra, justicia y paz, 2012) también se adscribe a esta 

línea de pensamiento en los siguientes términos: 

Mientras que la justicia transicional puede ser más factible a corto plazo, la 

justicia distributiva podría ser necesaria para conseguir una paz estable y 

duradera (…) Para asegurar una paz estable, la injusticia que causó la guerra 

tendría que aliviarse con medidas de justicia distributiva, especialmente de 

redistribución de la tierra o el ingreso.  

Ahora bien, los anteriores planteamientos nos llevan a reconsiderar los fundamentos 

clásicos de la justicia transicional, para así garantizar mediante la materialización de un 

Estado justo, la no comisión de crímenes de lesa humanidad o delitos en el marco del 

conflicto armado. Sobre este aspecto (Springer, 2012) afirma que: “la vulnerabilidad 

generada por la ofensiva desigualdad que mantiene a una fracción de la población en 

los límites de la supervivencia y el hambre es el caldo de cultivo que facilita la comisión 

de estos graves crímenes”. 

Así las cosas, a modo de conclusión puede afirmarse que las reparaciones en el ámbito 

de la justicia transicional cuando estas son entendidas como materialización de un 

estado justo, no se fundamentan en los paradigmas clásicos de la responsabilidad, y de 

este modo, más que indemnizar los daños causados por las graves violaciones de 

derechos humanos, el Gobierno colombiano debería enfocar la institucionalidad con el 

fin de cambiar las condiciones de vida de las víctimas, mediante la materialización de 

diversos derechos económicos, sociales y culturales. 

 

En este orden de ideas, la indemnización más que conjurar los daños del pasado, 

buscaría garantizar un mejor futuro para el grueso de las víctimas del conflicto armado, 

las cuales como se verán en el capítulo siguiente en su gran mayoría, son población 

campesina que tiene el estatus de desplazado. Así las cosas, la teoría sobre la cual 

este grupo de investigación plantea la presente tesis de maestría, parte de la premisa 

que para garantizar la correcta reparación de los millones de desplazados las 

reparaciones deben enfocarse principalmente a trasformar las condiciones de vida en 

el campo. 
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Capítulo II. 

Inequitativa concentración de la tierra como detonante del conflicto armado  

 

Como se afirmó en el capítulo anterior, para lograr reparar en el marco de un proceso 

de justicia transicional a las víctimas del conflicto armado, es indispensable lograr la 

superación de los factores estructurales que dieron origen al conflicto.  

 

Teniendo en cuenta lo anterior, es indispensable que cualquier medida tendiente a 

indemnizar a las víctimas, se compagine con lo que la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional ha entendido como materialización de un estado justo, es decir, la 

realización de los derechos que la constitución de 1991 reconoce a todos los 

ciudadanos, buscando así trasformar la realidad de los millones de desplazados y 

victimas que 50 años de guerra han dejado. 

 

Ahora bien, si lo que busca esta nueva redefinición del concepto justicia transicional es 

atacar la génesis de los problemas que dieron origen a la violencia, es claro que la 

inequitativa concentración de la tierra en manos de un pequeño grupo de terratenientes 

e industriales del campo, es ineludiblemente la principal problemática a superar y tratar 

por el Gobierno Nacional.  

 

Respecto a la inequitativa distribución de la tierra como detonante del conflicto armado 

en nuestro país, es importante precisar que para algunos historiadores la fuente de la 

actual guerra es herencia de la Corona española. Específicamente (Posada, La 

tenencia de la tierra y la seguridad alimentaria, 2014) afirmó lo siguiente:  

 

En la sociedad semifeudal, matriz originaria del régimen de propiedad de la tierra 

en Colombia, el monopolio en manos de pocos propietarios que recibían el 

privilegio de la Corona española y luego del sistema señorial de la república, 

subordinó al campesinado a la servidumbre en las haciendas, a colonizar baldíos 

sin valor ni infraestructura 
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Por su parte (Ibáñez, 2012) considera igualmente que la Corona española fue gestora 

del inequitativo modelo rural que ha predominado en nuestro país desde la conquista, 

mediante la utilización de figuras jurídicas como la morada y el labor, la cual permitió 

que las mejores tierras fueran acumuladas por los terratenientes de la época:  

 

La distribución de tierras en Colombia, iniciada durante la Colonia y consolidada 

hasta principios del siglo XX, se basó desde el comienzo en el concepto español 

de “morada y labor”. Fernando El Católico condicionó la asignación de tierras a 

las personas que la habitaran y trabajaran. En años posteriores, se permitió la 

apropiación de baldíos tras el pago de una suma convenida con el fin de obtener 

un título válido y después se aceptó la posibilidad de probar la “morada y labor”. 

Estas regulaciones permitieron que, en el siglo XVI, las mejores tierras de los 

valles y de los altiplanos estuvieran apropiadas, ya fuera con títulos válidos de 

propiedad o con una tenencia informal. Las regulaciones para la explotación de 

baldíos se ampliaron en los años posteriores: en 1777 se permitió la colonización 

de nuevas tierras, con el compromiso por parte de los colonos de desmontarlas, 

sembrarlas y cultivarlas en un plazo fijo, y en 1821 se promulgó una ley que 

permitía el traspaso de tierras públicas a propietarios privados. 

. 

En igual sentido la citada autora afirma que la falta de acceso por parte de la población 

de escasos recursos, fomento un proceso de colonización por fuera de cualquier circulo 

productivo, en el cual los campesinos que querían acceder a bienes baldíos tenían que 

conquistarlos en lugares alejados de las grandes urbes, en los cuales debido a la falta 

de presencia estatal, el imperio y la aplicación de la ley fueron asumidos por grupos 

ilegales (Ibáñez, 2012). 

 

La incapacidad del Estado para resolver las disputas entre colonos y grandes 

propietarios y su clara renuencia a expropiar la propiedad privada era suplida 

con la apertura de nuevos territorios de colonización. Así se caía en el recurrente 

ciclo de colonización, usurpación de tierras e intensificación del conflicto. 

Además, la titulación de baldíos nunca estaba acompañada de una presencia 
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estatal en las regiones con inversión en infraestructura, provisión de subsidios 

para los colonos e inversión social  

 

Es más, la inequitativa concentración de la tierra en nuestro país según varios expertos 

no sólo desfiguró el modelo económico, sino por el contrario, también ha dejado un 

histórico legado en el cual el poder político se ha concentrado históricamente en esa 

minoría de acaudalados que poseen tierras, ocasionando de esa manera una 

perversión del orden democrático en el cual la propiedad de la tierra en Colombia es 

equivalente a poder político. Sobre este aspecto (Organizacion de las Naciones Unidas 

- CEPAL, 2001) aseveró lo siguiente: “En el mundo occidental el poder sigue a la 

propiedad. Los terratenientes llegaron, en consecuencia, a concentrar tanto la riqueza 

como el poder político y el prestigio social, en las sociedades tradicionales”. 

  

En la misma línea de pensamiento (Centro Nacional de Memoria Historica, 2013) 

considera que la importancia de la tierra como factor implícito del poder político, ha 

generado que las clases menos favorecidas muchas veces a través de la guerra, 

busquen lograr la reestructuración de la propiedad en el campo, para garantizar así una 

renovación del poder político:  

 

En las sociedades no industrializadas el régimen de tenencia de la tierra 

constituía un reflejo de las estructuras y relaciones de las clases sociales y que, 

por tanto, su reestructuración implicaba cambios en las posiciones del poder 

político, social y económico de los diversos grupos sociales. 

 

En igual sentido (Uprimi, Los dilemas de la restitución de tierras en Colombia, 2010) 

aseveró que: 

 

La inicua distribución de la tierra tiende a generar conflictos agrarios, que 

debilitan la democracia política y se traducen en violencia política. Es pues muy 

difícil lograr democracias estables y profundas si subsisten grandes 

desigualdades agrarias y las élites rurales conservan su poder. 
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Partiendo de la premisa implícita, de que poder político y territorio históricamente han 

ido de la mano, actualmente existen varias propuestas normativas que buscan 

garantizar el acceso a los campesinos y a la población vulnerable a la tierra, sin 

embargo, respecto a cada nueva propuesta normativa que ha intentado trasformar la 

estructura agraria, siempre han surgido estrategias deliberadas por parte de la 

dirigencia colombiana para torpedear dichos esfuerzos, tal y como lo manifiesta 

(Organizacion de las Naciones Unidas - CEPAL, 2001): 

 

A juzgar por la abundante expedición de leyes y de normas orientadas a 

modificar la estructura agraria, desde la década de los treinta, Colombia da la 

impresión de haber estado persiguiendo la forma más adecuada de corregir las 

restricciones más apremiantes, relacionadas con la inequitativa e ineficiente 

distribución de la tierra, que limitan el desarrollo de su agricultura y el progreso 

económico y social de los habitantes del campo. Pero a juzgar por los 

resultados, es claro que, o ha carecido de la suficiente capacidad y voluntad 

política para realizar las transformaciones necesarias, o ha escogido medios y 

estrategias que no pueden lograr los propósitos que declara la legislación, a 

ambas cosas. 

 

Así mismo, (Montaña, 2002) consideró que: 

 

Los sectores dominantes del país, los dueños de grandes extensiones de tierra, 

en su afán por garantizar la presencia de trabajadores rurales para sus 

propiedades (campesinos mestizos, afrodescendientes e indígenas), en un 

territorio de gran magnitud como el que hay en Colombia, han optado por 

restringir a la población el acceso a la tierra y a los mercados.  

 

Buscando determinar cuál es la causa del fracaso en la implementación de una reforma 

agraria que desarticule la violencia en Colombia, es claro que fenómenos como la 

corrupción, y el fuerte rechazo de las clases tradicionalmente ligadas a la tierra y al 
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poder, son claros ejemplos de cómo la coexistencia de una cultura ilegal de adquisición 

de tierras puede frenar hasta la mejor de las políticas públicas. Sobre este aspecto 

(Andreas, 2012) afirma que: “Aunque las políticas han sido bien estructuradas, han sido 

redactadas por legisladores y puestas en práctica por funcionarios que tienen fuertes 

conexiones con los terratenientes tradicionales. 

 

En igual sentido (Sanín, 2012) afirma que estos terratenientes históricamente han 

conformado un poderoso frente económico, para impedir la distribución de la propiedad 

agraria, sobre este punto explica que en Colombia  

 

El peso de los grandes propietarios de tierra en el sistema político colombiano es 

una de las razones obvias por las que Colombia no ha vivido un cambio 

significativo en las estructuras agrarias de propiedad. Los terratenientes, con su 

oposición directa o demorando la adopción de medidas necesarias, han tenido 

históricamente la capacidad de sabotear las reformas desde arriba  

 

Teniendo en cuenta lo anterior, este grupo de investigación considera que la 

conflictividad por el uso de la tierra, históricamente ha estado ligada a importantes 

falencias estatales a lo largo del siglo XX y XXI, lo cual ha fomentado que importantes 

fenómenos delictivos tengan por epicentro el campo colombiano. Sobre este panorama 

(Andreas, 2012) manifestó que: 

 

A diferencia de otros países sudamericanos, Colombia nunca ha desarrollado un 

Estado central fuerte capaz de controlar su propio territorio, y en su ausencia se 

han creado varios grupos ilegales y semilegales para proporcionar seguridad en 

esos territorios. 

 

Así las cosas, tal y como lo asevera (Ibáñez, 2012) la alta concentración de la tierra en 

pocas manos ha sido uno de los principales detonantes del conflicto armado en nuestro 

país, lo cual no solo ha generado una de las mayores crisis humanitarias de la historia, 
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sino que también ha pauperizado cualquier tipo de modelo económico que no se 

compagine con la excesiva acumulación de propiedades rurales 

 

La alta concentración de la propiedad rural ha sido una constante en la historia 

de Colombia. Tras tres reformas agrarias fallidas en el siglo XX, décadas de 

conflicto armado y políticas públicas que han favorecido a los grandes 

propietarios, los índices de concentración de la tierra persisten con una 

tendencia creciente y hoy alcanzan un valor del índice Gini de 0,86, uno de los 

más altos del mundo. 

 

Las bases del modelo agrícola existentes desde la época de la colonia deben ser 

profundamente trasformadas para lograr la consolidación de la paz en el campo, y así 

superar el modelo conflictivo, inequitativo, sin desarrollo institucional, de crecimiento 

bajo e inestable que actualmente existe en nuestro país, tal y como lo afirma el (Centro 

Nacional de Memoria Historica, 2013) en los siguientes términos: 

El informe del PNUD, con un enfoque de desarrollo humano, se centra en la 

problemática rural, y en particular en la de tierras. Precisa los diagnósticos y 

formula una propuesta de políticas para buscar la solución de aspectos críticos y 

estructurales que afectan el desarrollo. Concluye claramente que el modelo de 

desarrollo rural que ha construido el país es un fracaso, al no resolver los 

problemas básicos de la sociedad rural y del uso de sus factores productivos. Lo 

califica como modelo conflictivo, inequitativo, sin desarrollo institucional, de 

crecimiento bajo e inestable, con grandes discriminaciones de género, y con falta 

de reconocimiento de actores como el campesinado. 

 

En este orden de ideas, se debe precisar que debido a la inequitativa concentración de 

la tierra, actualmente la agricultura no es una industria homogénea la cual se encuentra 

en la capacidad de competir bajo las mismas circunstancias, por el contrario debido a la 

tecnificación del campo en las últimas décadas, se han acrecentado las desigualdades 

en el campo, entre los antiguos terratenientes y el campesinado colombiano.  
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En concordancia con esta línea de pensamiento encontramos a (Hendel, 2011) la cual 

afirma que:  

 

En los últimos sesenta años, los países latinoamericanos han experimentado 

diversos procesos de modernización de la agricultura. En un inicio, los impactos 

derivados de la industrialización o de la expansión de sectores exportadores 

agudizaron la crisis de las estructuras agrarias. La evolución de dichas 

estructuras presentó, en términos generales, una pauta bimodal: la agricultura 

comercial, inclinada a especializarse en materias primas para la industria y 

productos de exportación; y la agricultura campesina, por lo general, dedicada a 

la producción de alimentos para el mercado interno y el autoconsumo. 

 

Igualmente, (Unidad Administrativa para la reparacion integral a las victimas, 2013) 

considera que: 

El hecho de que la gran mayoría de víctimas del conflicto armado en nuestro 

país sean campesino, nos lleva a pensar que la distribución de los recursos 

económicos en el campo, ha sido uno de los principales factores que ha servido 

de combustible a la guerra en Colombia. 

Se debe precisar igualmente, que la estructura agraria en nuestro país debido a la 

inequitativa concentración de la tierra, no solo ha creado un modelo económico en el 

cual el pequeño campesino se ve obligado a sobrevivir en el mercado interno sin 

ninguna posibilidad de que sus productos compitan, sino por el contrario, este 

fenómeno ha causado una desproporcionada violencia en el campo, la cual a la postre, 

es una de las principales fuentes de desplazamiento en nuestro país.  

 

Sobre el particular (Montaña, 2002) manifiesta su preocupación por este fenómeno al 

afirmar que:  

 

No obstante los avances en estas materias, el carácter estructural de los 

factores que inciden en esta crisis hace muy lenta su modificación o remoción. 
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Es el caso de la concentración de la propiedad de la tierra. Esta concentración 

impide la ampliación de los espacios productivos a las economías minifundistas, 

genera mayores presiones sobre suelos sobreexplotados con tecnologías 

depredadoras y fuerza el desplazamiento de las poblaciones excedentes hacia 

las fronteras agrarias, ya localizadas en áreas de bajo potencial productivo y en 

las que se han extendido los actuales procesos de colonización, tanto en las 

tierras bajas cálidas como en tierras altas marginales. 

 

En este orden de ideas, la correlación entre concentración de la propiedad agraria y 

desplazamiento, ha sido una constante por adquirir los réditos económicos que genera 

el agro en nuestro país, tal y como lo manifiesta, (Bergsmo, 2012) en los siguientes 

términos: “Se puede argumentar correctamente que la distribución de la riqueza en la 

sociedad, y de la tierra en particular, están en la raíz de muchos conflictos armados 

internos”. 

 

La tierra, como detonante explícito o conexo del conflicto armado ha sido explicada por 

distintos autores y teóricos de la justicia transicional específicamente (Berry, 2012) 

consideró que a lo largo de los siglos: “numerosos conflictos han tenido la tierra como 

causa principal, y en muchos ha sido un elemento influyente. En otros, aunque tal vez 

no haya contribuido mucho a la existencia del conflicto, tiene el potencial de colaborar 

en su solución positiva”. 

 

Ahora bien, avanzando en nuestras conclusiones podemos afirmar que la inequitativa 

concentración de la tierra en unas limitadas manos, ha generado la acumulación 

exponencial de riqueza en cabeza de una clase terrateniente, la cual goza del poder 

político y la capacidad económica para integrarse productivamente en el ciclo 

económico, en desmedro del campesinado colombiano. Es claro, que dicha situación 

ha generado que desde hace más de 100 años, el acceso a la tierra como factor 

productivo haya estado en el eje de la confrontación armada en nuestro país. 
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En este orden de ideas, y según afirma (Mondragon, 2002) “aunque hay millones de 

personas pobres, Colombia no tiene guerra por esa razón, sino porque hay riqueza. Y 

es en torno a esa riqueza que se genera la violencia y la contrarreforma agraria” en 

complemento con este pensamiento la (Defensoría Delegada para los Derechos de la 

Población Desplazada, 2013) aseveró que igualmente: “Las disputas vinculadas con 

tierras son el origen de gran cantidad de hechos de violencia ocurridos en Colombia y, 

en muchos casos, se las identifica como una de las causas fundamentales del conflicto 

armado en el país”. 

 

Por su parte (Abdala, 2012) ha destacado la correlación entre conflicto armado y tierras 

en los siguientes términos: 

 

En Colombia, expertos, académicos e instituciones públicas como la Corte 

Constitucional y la Procuraduría General de la Nación han señalado 

reiteradamente la estrecha relación entre la violencia y el conflicto armado y los 

problemas asociados a la posesión de tierras y territorios. 

 

La anterior afirmación, nos permite evidenciar como la riqueza, y el control de la misma 

ha sido históricamente uno de los factores estructurales del conflicto armado. Sobre 

este aspecto vale la pena exaltar lo manifestado por (Rojas, La competitividad rural eb 

colombia, 2014) la cual considera que: “La demanda de tierras nuevas para cultivos 

permanentes, en medio del conflicto armado, motiva a grupos ilegales a dinamizar el 

desplazamiento y, a través de diferentes mecanismos, las tierras abandonadas se 

ofrecen a los inversionistas del campo”  

 

En igual sentido (Castelblanco, 2014) asevera lo siguiente:  

 

La disputa por tierras y recursos estratégicos, y la guerra misma como una 

ocupación rentable para la acumulación de bienes, terminó siendo el principal 

estímulo y naturaleza del conflicto interno. En todos los casos o periodos del 

conflicto en el país este ha sido un factor común determinante, en el que los 
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despojados de los bienes no hacían parte generadora de este, o no constituían 

sus principales impulsores (…) el conflicto es ante todo una disputa por 

territorios estratégicos tanto para la economía formal de acumulación y 

crecimiento económico, como para la producción y el tráfico de productos de la 

economía ilegal, que involucra territorios étnicos. 

 

Así las cosas, es claro que el control, acceso y propiedad por la tierra, es uno de los 

factores que han sido el motor del conflicto armado en nuestro país, razón por la cual 

es imperioso que el Gobierno Nacional en su conjunto, intervengan para garantizar la 

correcta materialización de la políticas agrarias con el fin de conjurar el conflicto 

armado interno. Sobre este aspecto el (Centro de desarrollo humano, 2011) afirmó lo 

siguiente: 

 

En Colombia existen dos grandes conflictos en el sector rural: el conflicto agrario 

y el conflicto armado interno. Su articulación constituye lo que puede 

denominarse un conflicto rural mayor, que es la gran sombrilla de ambos. El 

tema de las tierras está asociado principalmente con el primero, mientras que el 

segundo lo está más con el territorio, el control de la población y de la 

institucionalidad pública para la extracción de rentas. Los protagonistas del 

conflicto armado son la guerrilla, los paramilitares, la Fuerza Pública en disputa 

por el ejercicio de soberanía sobre territorios y población. (…) El conflicto agrario 

y el armado terminan relacionándose en la medida en que la tierra se convierte 

en un instrumento de la guerra y de la disputa por el territorio. Por ello, es objeto 

de expoliación y despojo por vías de hecho, o mediante la utilización ilegal de 

instrumentos jurídicos, en tanto que el territorio es objeto de control, dominio y 

violación de derechos de las comunidades. 

En el mismo sentido ha manifestado (Morten Bergsmo, 2012) que: 

 

Hoy los conflictos colombianos han visto la distribución inequitativa de la tierra 

como un elemento clave en el origen y la perpetuación del conflicto. Durante la 

última década, la toma ilegal de tierras ha sido una práctica sistemática de los 
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actores armados en Colombia, lo que ha causado el desplazamiento, la 

desposesión y el grave empobrecimiento de millones de personas”. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, es claro que la correlación existente, entre políticas 

agrarias, desplazamiento y conflicto armado en nuestro país tienen la misma génesis, 

la cual es la inequitativa distribución de la tierra, razón por la cual es imperioso que el 

Gobierno Nacional en el marco del actual proceso de justicia transicional que se 

adelanta en el país establezca a la política de tierras como el eje de la discusión de la 

justicia transicional. En este sentido vale la pena destacar a (Mondragon, 2002) el cual 

afirmó lo siguiente: 

No sólo hay desplazados porque hay guerra, sino especialmente hay guerra 

para que haya desplazados. Entender el carácter radical de este fenómeno, 

comprender lo que pasa actualmente y ha pasado en los últimos años en el 

campo colombiano es posible sólo si inscribimos todo el escenario que he 

presentado con las cifras, en medio de la reestructuración impuesta a la 

economía colombiana y al sector rural en particular 

En el mismo sentido el (Centro Nacional de Memoria Historica, 2013), elaboró un 

análisis contextual para enmarcar la Ley de Víctimas y las políticas agrarias del 

gobierno de Santos, esa presentación consideró que:  

 

Para valorar la importancia histórica de restituir las tierras a las víctimas del 

despojo masivo, es necesario entender la relación entre los conflictos por la 

tierra y las luchas armadas por el control del territorio. Devolver las tierras al 

campesinado equivale a desactivar el próximo ciclo de autodestrucción violenta 

de la sociedad colombiana, tal como ocurrió en el pasado reciente, por falta de 

una respuesta eficaz frente a la catástrofe social del desplazamiento y despojo 

de la tierra. 

 

Así las cosas, es claro que procesos de colonización inadecuados, excesiva 

concentración de la tierra, y falta de presencia estatal han sido históricamente las 
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grandes catástrofes del agro en nuestro país, lo cual ha llevado a la población 

desplazada a una situación insostenible tal y como lo asevera (Ibáñez, 2012) en los 

siguientes términos: 

 

Los procesos de desplazamiento y despojo de tierras fueron particularmente 

intensos en regiones donde prevalecía la ausencia del Estado y era débil la 

protección de los derechos de propiedad. Las zonas de colonización reciente, 

con baja densidad demográfica, asentamientos recientes, débil cohesión social y 

alta informalidad en la propiedad de la tierra fueron particularmente vulnerables a 

estos fenómenos.  

 

En igual sentido (Marcos, 2015) aseveró lo siguiente: 

 

Las raíces de la crisis humanitaria colombiana son muy profundas y muchas de 

ellas sólo encontrarán soluciones duraderas si se abordan los problemas ligados 

a la debilidad o ausencia del Estado en algunas zonas del país, al narcotráfico y 

otras economías ilícitas, a la tenencia de la tierra, al despojo a que han sido 

sometidos millones de campesinos o al recurso a la violencia para la resolución 

de conflictos en el territorio. 

 

A modo de conclusión, es claro que la inequitativa concentración de la tierra en pocas 

manos, sumada a la ausencia de presencia institucional en muchos territorios del país, 

han sido uno de los factores estructurales del conflicto armado en nuestro país, en este 

orden de ideas, el Gobierno Nacional debe buscar implementar las herramientas 

jurídicas para lograr la reparación de las víctimas en el marco de un proceso de justicia 

transicional, las cuales como se vieron en este capítulo en su gran mayoría son 

población campesina. 

 

Reparación en el marco de la justicia transicional bajo los postulados de la 

eliminación de las causales estructurales del conflicto  
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Recapitulando lo afirmado en el capítulo anterior, y citando a (Chavez, 2011), quien 

destaca a Jon Elster, un referente fundamental en la temática podemos aseverar como 

conclusión parcial que, la justicia transicional designa: 

 

El conjunto de teorías y prácticas derivadas de los procesos políticos mediante 

los cuales las sociedades ajustan cuentas con un pasado de barbarie e 

impunidad, y hacen justicia a las víctimas de dictaduras, guerras civiles u otras 

crisis comparables, con el propósito de avanzar o retornar a la plena normalidad. 

 

Ahora bien, como tesis central del anterior capitulo se afirmó que existen dos formas en 

las cuales tradicionalmente se han circunscrito los aportes de la justicia transicional. En 

este orden de ideas, podemos encontrar una corriente clásica, la cual considera que la 

definición del término justicia, se circunscribe principalmente al ámbito penal, y en este 

orden de ideas la justicia es entendida como una derivación del “ius puniendi”. Bajo 

esta premisa, por obvias razones la reparación igualmente se circunscribe a conceptos 

como verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición, descritos con antelación.   

 

En el mismo sentido, se explicó que en contraposición a este planteamiento existe una 

segunda forma de abordar el concepto “justicia” entendiendo a esta como 

materialización del estado de derecho en el ámbito de la justicia transicional. Bajo esta 

corriente ideológica, el eje central de la discusión al momento de lograr la finalización 

de los conflictos no debe estar enfocado exclusivamente al eventual tratamiento penal 

que gozaran los miembros de los grupos armados que decidan desmovilizarse, sino por 

el contrario, este entiende que la consolidación de la paz solo es posible, cuando se 

cristalice un estado social y democrático de derecho en el cuál se garanticen cada una 

de las garantías reconocidas en la Carta del 91.    

 

Así las cosas, como anteriormente se mencionó, este grupo de investigación, se 

circunscribe con esta última escuela de pensamiento, puesto que consideramos que el 

avance y concreción de los puntos de negociación en la Habana ni de ninguna otra 

negociación, lograran “perse” finalizar la confrontación armada. En nuestro entender, si 
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el proceso de justicia transicional que se diseñe para Colombia no modifica o aborda 

los factores estructurales que han originado la guerra, solo será cuestión de tiempo 

para que las hostilidades armadas se reinicien, esta vez bajo otra denominación, tal y 

como lo ha demostrado la desmovilización reciente de los paramilitares ahora llamadas 

BACRIM. 

Sobre este aspecto, vale la pena precisar que de conformidad a lo manifestado por 

(Marcos, 2015) “el 57% de los países que tuvieron guerras civiles entre 1945 y 2009 

recayeron en situaciones de conflicto armado debido a la persistencia de las causas 

estructurales que motivaron la violencia”.  

 

Teniendo en cuenta lo anterior, la presente tesis, busca determinar cuál debe ser el 

principal factor sobre el cual el Estado Colombiano debe intervenir prioritariamente, 

para lograr la finalización del conflicto, y a su vez avanzar en la reparación de las 

millones de víctimas que ha dejado la guerra, las cuales en su mayoría son población 

campesina. 

Para esto, debemos tener en cuenta que la violencia que se ha desplegado en nuestro 

país, no ha impactado de manera global toda la geografía colombiana, puesto que tal y 

como lo manifiesta (Wolff, 2014)  “el nuestro es un conflicto esencialmente rural”. 

 

Aclarando que nuestro conflicto se ha librado principalmente en el campo, es claro que 

el eje de las acciones estatales deben estar dirigidas a trasformar las inequidades en el 

campo, para así lograr la construcción de un modelo agrícola que incluya a los distintos 

bandos en el conflicto, tal y como lo asevera el  (Programa de las Naciones Unidas 

Para el Desarrollo - PNUD, 2014)en los siguientes términos:  

 

Por otra parte, en un escenario de pos acuerdo en Colombia, donde un elemento 

central de la política de desarrollo agrario integral acordada es la 

democratización del acceso a la tierra mediante su distribución gratuita, se hace 

necesario considerar los aspectos físicos que limitan su uso con el fin de evitar 

que se le asignen tierras improductivas con fines productivos a las víctimas del 
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conflicto y a los excombatientes, promoviendo modelos de desarrollo con poca 

sostenibilidad social, ambiental y económica. En estas zonas es indispensable 

pensar en modelos productivos diferentes a los convencionales. 

 

Así las cosas, la materialización de derecho a la propiedad agraria en el marco de un 

proceso de justicia transicional, podría ser una importante herramienta tendiente a 

materializar un estado social y democrático de derecho justo. Sobre este aspecto 

(Uprimi, Los dilemas de la restitución de tierras en Colombia, 2010) afirma lo siguiente: 

 

Este consenso en torno a la restitución de tierras podría ser entonces indicativo 

de un fortalecimiento de la democracia en Colombia, pues finalmente estaríamos 

enfrentando dos de los problemas más graves que nos aquejan: el 

desplazamiento masivo de personas y la distribución inicua de la tierra cultivable 

 

Por su parte (Garay, 2012) considera que: 

 

La problemática de tierras resulta de trascendental importancia en el tratamiento 

del desplazamiento interno en el país porque el derecho a la reparación integral 

de la población desplazada forma parte de los derechos que el Estado 

colombiano debe garantizar. 

 

De antemano consideramos que el grueso de la estrategia de reparación a las víctimas 

del conflicto armado bajo el enfoque que propone esta tesis de investigación, busca 

garantizar que la población desplazada, la cual en su mayoría son campesinos puedan 

integrarse de nuevo en la cadena productiva bajo una formula especial de reforma 

agraria, la cual plantearemos en el siguiente capítulo. Sobre esta modalidad de 

reparación vale la pena traer a colación las palabras de (Berry, 2012) el cual afirmó lo 

siguiente: 

  

La población desplazada constituye una gran parte del exceso de oferta de 

mano de obra en el mercado de trabajo. Estos aspectos de la situación sugieren 
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que la importancia del éxito en el área de la reforma agraria es mayor incluso de 

lo que podría parecer a primera vista, que ya muestra un número enorme de 

abusos de derechos humanos y de personas sin propiedades. 

 

En igual línea de pensamiento (Garay, 2012) afirmó que: 

 

Es preciso resaltar que una alta proporción de los grupos familiares desplazados 

tenían mayoritariamente una economía basada en relación directa con el trabajo 

de la tierra y con la explotación de recursos naturales. En otras palabras, eran 

básicamente campesinos y su organización económica les garantizaba ingresos 

sustancialmente mayores a los que perciben actualmente. 

 

Así las cosas, para lograr una adecuada reparación a las víctimas del conflicto armado 

y la consolidación de la paz, es indispensable que al grueso de la población víctima del 

conflicto se le permita beneficiarse del desarrollo económico que ha tenido nuestro país 

en la última década, tal y como lo consideró (General, 2012)  “Desde 2004 ha 

aumentado la conciencia acerca del importante papel que el desarrollo económico y el 

empleo tienen para facilitar la consolidación de la paz y la recuperación”.  

 

Partiendo de la anterior premisa, consideramos que la actual política de reparaciones 

en el marco de la ley de víctimas y restitución de tierras, no compagina con una visión 

que pretende trasformar las inequitativas relaciones de propiedad y trabajo en el 

campo, y por esto, serán inútiles a la hora de lograr la finalización del conflicto armado, 

ya que no superaran radicalmente la estructura institucional vigente, tal y como lo 

afirma (Organizacion de las Naciones Unidas - CEPAL, 2001): 

 

Las reformas agrarias redistributivas sólo han tenido éxito, en relación con sus 

objetivos de equidad y de modernización institucional, cuando fueron precedidas 

o resultaron como uno de los frutos de procesos que rompieron en forma 

drástica con la estructura institucional y de poder precedente: una guerra 

internacional, una revolución exitosa, etc. Ningún caso de reforma redistributiva 
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de la tierra en condiciones de democracia formal ha rendido resultados capaces 

de promover el bienestar de los campesinos, la transformación del medio rural y 

la modernización institucional de la sociedad en su conjunto. 

 

Por su parte (Centro Nacional de Memoria Historica, 2013), considera que a futuro, el 

Gobierno Nacional no puede seguir incurriendo en los mismos errores en los cuales ha 

incurrido en las últimas décadas a la hora de estructurar un modelo agrario que permita 

la superación del conflicto armado en nuestro país. Sobre el particular específicamente 

manifestó: 

 

La memoria de las políticas públicas hace parte de la memoria histórica del 

conflicto armado interno en Colombia. (…) Existe un alto riesgo de equivocarse 

en materia de política pública, si no se consideran las experiencias, visiones y 

conceptos del pasado de la acción pública. 

 

Ahora bien, es claro que en el actual proceso de justicia transicional que se adelanta en 

la Habana, bien sea que llegue a su finalización o no, es la oportunidad perfecta para 

plantear los lineamientos que guiaran la política agraria en nuestro país. Sobre este 

punto vale la pena traer a colación el pensamiento de (Castaño, 2014) la cual afirmó 

que:  

 

La negociación en La Habana incluye puntos centrales para el bienestar de los 

campesinos: la reforma rural integral reconoce la importancia de su economía, la 

producción de alimentos, la formalización del trabajo y la generación de 

ingresos.  (…) La primera y quizás más importante responsabilidad será apoyar 

los procesos que garanticen a los campesinos el acceso a la tierra. La tenencia 

de esta es la manera más efectiva de crear bienestar rural. En los casos de 

desplazamientos forzados, devolver sus tierras al campesinado sería la fórmula 

para poner fin a los ciclos de autodestrucción violenta que se han vivido en los 

últimos años. 
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En igual sentido y respecto a las actuales posibilidades de cambiar la estructura 

tradicional de la tierra, (Posada, La tenencia de la tierra y la seguridad alimentaria, 

2014) asegura que:  

 

El proceso de paz es la oportunidad política excepcional para solucionar el 

problema agrario, para construir una sociedad más justa y más productiva, 

empezando con un catastro actualizado que reconozca todas las posesiones 

informales, para formalizarlas con los jueces agrarios, recuperar los baldíos 

ilegalmente apropiados, extinguir el dominio ilícito de la tierra y crear un fondo de 

tierras para distribución gratuita a campesinos sin tierra o con muy poca.  

 

Por su parte (Montaña, 2002) considera que al momento de diseñar un modelo de 

reparación que permita superar las dificultades históricas del agro, es indispensable 

que este se interrelaciones con la satisfacción material de otro tipo de derechos, y 

especialmente con los DESC. 

 

Al explorar políticas y estrategias encaminadas a la solución de sus causas de 

fondo (se refiere a las del conflicto armado) ha de tenerse en cuenta la 

construcción de nuevas relaciones campo-ciudad que permitan estabilizar a la 

poblaciones rurales en condiciones que satisfagan sus derechos fundamentales, 

sus requerimientos básicos de empleo e ingresos y sus expectativas políticas y 

culturales. 

 

Es más, este grupo de investigación considera que tal y como lo afirma (Andreas, 

2012) es posible generar un modelo de desarrollo concertado entre terratenientes y 

víctimas del conflicto armado si en el marco de las negociaciones se logra involucrar a 

dichos agentes económicos. Específicamente el citado autor aseveró que: “Acomodar 

los intereses de la población desplazada con los de los usuarios actuales de la tierra es 

un reto difícil que se puede superar si se llevan a cabo negociaciones directas entre 

esas personas y las víctimas”. 
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Así mismo, consideramos indispensable que las herramientas tendientes a lograr la 

reparación de la población campesina y desplazada busquen clarificar la relación legal 

entre la víctima y el territorio, ya que de esta forma no solo se evitaría la repetición de 

conductas delictivas, con el ánimo de expulsar al propietario de su tierra, sino que de 

paso se ayudaría a fomentar el crecimiento económico de la industria agrícola. Sobre 

esta forma de entender la política vale la pena traer a colación lo manifestado por 

(Uprimi, Los dilemas de la restitución de tierras en Colombia, 2010) en los siguientes 

términos: 

 

De acuerdo con reconocidos autores del pensamiento neoliberal, muchos de los 

países que no han alcanzado desarrollo económico sostenido se caracterizan 

por tener sistemas de propiedad que impiden una eficiente formalización de los 

derechos sobre los bienes. Por ejemplo, De Soto argumenta que un sistema 

eficiente de formalización de la propiedad cumple seis propósitos 

complementarios que son fundamentales para el crecimiento económico: (1) 

determina el potencial económico de los bienes, (2) recopila información 

dispersa en un solo sistema, (3) genera responsabilidades en los individuos, (4) 

hace que los bienes puedan ser objetos de intercambio, (5) conecta a la gente y 

a los bienes, y (6) protege las transacciones. 

 

Igualmente, es claro que uno de los deberes sobre los cuales debe enfocarse el 

Gobierno Nacional después al momento de indemnizar en el marco de un proceso de 

justicia transicional, basado en la materialización de derechos, es en el deber de 

garantizar las adecuadas condiciones de seguridad tal y como lo afirma (Andreas, 

2012): 

 

Las reformas agrarias y otras políticas redistributivas en el país no han tenido 

éxito porque el Estado no ha podido garantizar protección a las personas cuando 

se instalan en las tierras que se les asignan. Ese es un problema muy real, 

puesto que el Estado central nunca ha tenido el monopolio del uso de la fuerza. 

En ausencia del Estado, los grupos armados privados se han adueñado de esas 
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partes del territorio e instalado su propia forma de justicia. La mayoría de los 

colombianos de las zonas rurales viven con este desafío diariamente y lo han 

hecho durante toda su vida. Por ello, las mejores intenciones del Estado se 

enfrentan a la dura realidad en el terreno, algo que da lugar al fracaso de las 

políticas y a la revictimización cuando intenta cumplir con sus obligaciones hacia 

los ciudadanos. 

 

Ahora bien, este grupo de investigación igualmente considera que el Gobierno Nacional 

debe emplear medidas legislativas de carácter tributario para contrarrestar las 

inequidades del campo, y así evitar la propagación del actual modelo latifundista que 

impera en nuestro país. Respecto a estas herramientas que pueden ser empleadas 

vale la pena resaltar que (Hernández, 2013) ha afirmado: 

 

El Sector Público tiene unos mecanismos de intervención radicalmente distintos 

ya que se fundamentan en el principio de autoridad, ejercida mediante coacción 

dentro del marco jurídico existente. Así puede financiar sus actividades mediante 

pagos coactivos del resto de los agentes económicos (impuestos), puede 

favorecer el consumo de determinados bienes (bienes preferentes) e incluso 

hacerlo obligatorio para los ciudadanos (como sucede con los niveles 

obligatorios de educación, o la afiliación obligatoria a los sistemas de Seguridad 

Social) y puede impedir o encarecer considerablemente el consumo de bienes 

que considere indeseables (prohibición del consumo de drogas, altos 

gravámenes al consumo de alcohol o tabaco). 

 

Así las cosas, es indispensable que en la discusión sobre cómo se reparara a las 

víctimas campesinas del conflicto armado se empiece a abordar las cuestiones 

agrarias, esto con el fin de cerrar a futuro el círculo de violencia en el campo, tal y como 

lo asevera (Organizacion de las Naciones Unidas - CEPAL, 2001) en los siguientes 

términos: 
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La necesidad de lograr un cambio fundamental en la estructura agraria, como 

requisito para crear el ambiente institucional y otras condiciones que son 

necesarias para el desarrollo social, económico y político con el mínimo de 

exclusión humana, ha sido uno de los temas que ha logrado mayor consenso 

entre los estudiosos de los problemas del desarrollo de los países que 

conforman el llamado “tercer mundo”. Y aunque en la retórica siempre se habla 

de la reforma agraria como una política de carácter “estructural”, que va más allá 

de la redistribución de la propiedad de la tierra, el único factor de reforma sobre 

el cual existe cierta claridad tanto conceptual como operacional es la 

redistribución de la propiedad de la tierra. 

 

En igual sentido, (Garavito, Mas alla de la justicia penal: La justicia constitucional, la 

justicia etnica colectiva y la transicion a la paz en Colombia, 2014) considera que el 

agro es uno de los ejemplos paradigmáticos que evidencian como la justicia 

transicional podría ser la mejor manera de reparar a las víctimas es mediante la 

trasformación de las condiciones en las cuales vivían, buscando la materialización de 

los derechos reconocidos en la constitución de 1991.  

 

Es necesario insertar la discusión sobre las políticas de reparación en el 

conjunto de otras políticas posibles sobre distribución y redistribución de tierras, 

desde las políticas históricas de reforma agraria centradas en la justicia social 

hasta las políticas contemporáneas sobre la “modernización” del campo 

fundadas en parámetros de eficiencia económica. 

 

En este mismo orden de ideas (Cuervo, 2014) considera que el agro es y será el eje 

central de la discusión sobre la forma como se deben reparar a las víctimas 

desplazadas, tal y como lo asevera en estos términos: 

 

Existió una promesa incumplida en la Constitución de 1991, que ha limitado 

grandemente su capacidad para brindar mecanismos efectivos de 

mantenimiento del equilibrio social, y es la necesidad de reformar el régimen 
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territorial para romper un centralismo que paradójicamente se ha acrecentado en 

los veintidós años de vida de nuestra Carta, en contra de sus propios propósitos. 

Se evidencia que el reordenamiento del poder territorial es una necesidad 

imperiosa: se ha dicho, no sin razón, que el origen campesino del conflicto 

interno se mantiene vigente en la actualidad y que los acuerdos agrarios 

constituyen uno de los referentes definitivos de eventuales acuerdos de paz. 

 

Así las cosas, a modo de conclusión podemos asegurar que por ser rural el conflicto, el 

Gobierno Nacional debe entender que los problemas a abordar no pueden solucionarse 

bajo una óptica que busque su trasformación como modelo económico.  

 

Razón por la cual, es indispensable que el gobierno emplee las adecuadas 

herramientas jurídicas que permitan una correcta intervención en el campo para así 

construir un modelo de desarrollo bajo la lógica empresario - trabajador e inversión 

extranjera, y entender que las reparaciones deben analizarse a la luz del modo de vida 

y factores de producción propios de la sociedad, campesina, indígena y 

afrodescendiente.  

 

Puesto que tal y como lo manifiesta el actual director general del Centro de Memoria 

Histórica, (Gomez, 2014): “Si el meollo de los conflictos de la guerra está en las 

regiones, en ellas está también el embrión de la paz, allí están las tramas de la guerra, 

los problemas, los dolores, las iniciativas, las posibles soluciones”. 
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Capítulo III. 

La Orinoquia y su relación con el bienestar alimentario de la humanidad 

Es claro, que en los próximos años la demanda de alimentos será una prioridad para la 

humanidad, tal y como lo afirma (Agudelo, 2014) en los siguientes términos: “A medida 

que aumenta la población humana, las próximas décadas serán testigos de un rápido 

aumento de la demanda de alimentos, fibras y bioenergía, que presionará por una 

mayor producción sobre la misma superficie de tierra” 

Igualmente, la Organización de las Naciones Unidas, en distintos foros académicos y 

políticos, ha manifestado su preocupación por: (i) la caída en la producción mundial de 

alimentos para el consumo humano; (ii) el encarecimiento de los productos que 

conforman la canasta básica familiar, y (iii) el inevitable aumento de la demografía en el 

planeta. Específicamente la (Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y 

la Alimentación, 2008) afirmó que:  

La subida de precios de los alimentos está provocando graves privaciones y 

sufrimientos. Para una gran parte de los 800 millones de personas que ya 

padecen hambre crónica, el encarecimiento de los alimentos puede resultar 

devastador. A ellos se han unido ya otros muchos millones de personas que 

ahora no pueden comprar la comida que sus familias necesitan para llevar una 

vida sana (…) En un futuro inmediato, es probable que los hogares de las 

ciudades y las zonas rurales (incluidos los hogares rurales más pobres que son 

de forma predominante compradores netos de alimentos) que dedican una parte 

importante de sus ingresos a los alimentos serán quienes más perjudicados 

resulten. 

Tal parece que de mantenerse las tres tendencias anteriormente referidas, en las 

próximas décadas el planeta podría enfrentar preocupantes condiciones de hambruna 

por escases de alimentos. Sin embargo, buscando evitar dicha coyuntura, la ONU por 

intermedio de sus organizaciones temáticas ha identificado ciertos lugares en el planeta 
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que por sus condiciones climáticas, estacionarias y atmosféricas podrían responder 

adecuadamente a esta coyuntura, es decir, dicha organización internacional reconoce 

que hay ciertos países, que pueden emplear su suelo para convertirse en la última 

despensa agrícola de la humanidad.  

Esto por cuanto, el desabastecimiento mundial de alimentos es una realidad que 

distintos expertos han esbozado como uno de los más grandes peligros para el hombre 

en este siglo. Sobre el particular vale la pena resaltar a (Sierra, 2014) el cuál afirmó lo 

siguiente:  

 

En los últimos cinco años, en el mundo se viene hablando del peligro que corre 

la seguridad alimentaria de su población. Si no se hace algo en las próximas 

décadas, para mediados del siglo XXI, más de la mitad de sus habitantes 

estarían en riesgo de desnutrición, por lo que es necesario, según la FAO, 

ampliar la tierra cultivable en más de 120 millones de hectáreas y aumentar las 

inversiones de esta actividad en casi el 50 por ciento. 

 

Ahora bien, cabe aclarar que el anterior panorama más que una preocupación, puede 

ser una importante oportunidad para nuestro país, esto por cuanto en nuestro territorio, 

específicamente en la altillanura de la Orinoquia, se podrían adelantar importantes 

adecuaciones agrícolas que permitirían posicionar a Colombia como una de las 

despensas alimentarias del planeta, de cara a los retos del siglo XXI. 

 

La importancia de Colombia como productor agrícola es tan relevante que según 

(Zavala, 2014) 

Un estudio de la organización de las naciones unidas para la alimentación y la 

agricultura (FAO) acerca del potencial de la expansión de la agricultura (en 

zonas arables no incluidas en reserva natural o ecosistemas protegidos) ubica a 

Colombia como uno de los siete países a nivel mundial que conformarán la 

canasta de pan para el año 2050. 
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En el mismo sentido, y respecto al importante reto de crecimiento económico que 

puede llegar a significar el actual contexto internacional para nuestro país, (Sierra, 

2014)  ha afirmado que: “Colombia, más que preocuparse, ha encontrado en este 

escenario la oportunidad para consolidarse como una potencia mundial en la 

producción de alimentos, capaz no solo de satisfacer la demanda interna, sino de 

abastecer las exigencias de otras naciones. 

 

Bajo el horizonte anteriormente descrito, es claro que actualmente hay un importante 

panorama global que le permitirá a nuestro país posicionarse como un gran proveedor 

de alimentos a escala mundial, según se aprovechen o se desperdicien las 

oportunidades que se le presentan al agro de cara al segundo decenio del siglo XXI. 

Así las cosas, es claro que dependiendo de las políticas públicas y modelos 

económicos que se desarrollen en nuestro país, se podría llegar a generar un 

importante crecimiento en el PIB agrícola, tal y como lo afirma (Trejo, 2008) en los 

siguientes términos: 

 

Se están produciendo cambios sociales, económicos, políticos y ecológicos que 

afectan a la agricultura y al medio rural y que definen también nuevas demandas 

de la sociedad y el surgimiento de una nueva estructura de oportunidades, la 

cual es percibida de manera distinta por cada uno de los países, en especial, 

atendiendo a las diferencias que marcan los distintos niveles de desarrollo. 

 

Sin embargo, ante este panorama internacional, existen varias dificultades que no 

pueden dejarse de lado al momento de construir una adecuada política pública para 

permitir la trasformación del agro en Colombia, esto por cuanto, si bien es cierto la 

Orinoquia podría eventualmente convertirse en una despensa agrícola para el mundo, 

también se debe precisar que los suelos de la altillanura se caracterizan por: (i) tener 

una alta acides en la tierra, eso quiere decir que para su correcto aprovechamiento se 

necesita de un previo y costoso tratamiento de suelos, y (ii) ser bienes baldíos, es 

decir, aquellos que están sujetos a la reforma agraria contemplada en la ley 160 de 
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1994, los cuales poseen una destinación específica a sujetos beneficiarios pobres y 

campesinos. 

Así las cosas, el Gobierno Nacional para lograr el desarrollo de enormes proyectos 

agrícolas en la altillanura de la Orinoquia, deben antes solucionar importantes 

problemas legales, económicos, de conectividad y logísticos. En esta línea de 

pensamiento (Benavides, 2011)  afirma que la cadena productiva y de trasporte, 

también serán uno de los retos más importantes que deberá afrontar el gobierno de 

cara a una política pública que permita la intervención de la altillanura, específicamente 

el citado autor afirmó:  

La competitividad de los productos agropecuarios tradicionales es baja porque 

no se ha reducido el impacto de los factores geográfico-económicos débiles, 

tales como la distancia, localización, baja fertilidad de los suelos, ausencia de 

infraestructura para gestionar la disponibilidad estacional del agua y débiles 

economías de aglomeración.  

 

Ahora bien, la colonización de la altillanura no solo es una oportunidad de oro para 

inyectar nuevos recursos a la economía nacional, sino por el contrario, podría 

convertirse en la hoja de ruta para materializar la reforma agraria que tanto necesita 

nuestro país, la cual como se observó en capítulos anteriores, es el eje sobre el cual 

debe inspirarse la reparación en el marco de la justicia transicional. Esto, teniendo en 

cuenta que actualmente se diputan dos modelos agrarios en Colombia para avanzar 

hacia un modelo de desarrollo agrícola que fomente la industrialización en el campo.  

El primero de estos modelos está plasmado en los inexequibles artículos 60, 61 y 62 de 

la ley 1450, el cual giraba en torno a la inversión extranjera y a la concesión de grandes 

extensiones de tierra a poderosos conglomerados económicos, lo anterior con el objeto 

de lograr el desarrollo de enormes proyectos agroindustriales que generen empleo, 

competitividad y formalización del trabajo en el campo, lo anterior con miras a lograr 

expandir la última frontera agrícola colombiana, de cara a los múltiples tratados de libre 

comercio firmados por nuestro país. 
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Por su parte, el segundo modelo agrícola esta instituido en el artículo 80 de la ley 160 

de 1994, este busca garantizar el acceso a la propiedad de los trabajadores agrarios 

mediante figuras cooperativistas, facilitando la asignación y formalización de títulos a 

beneficiarios de la ley de reforma agraria en extensiones que superen la Unidad 

Agrícola Familiar, disminuyendo así la competitividad, pero consolidando la propiedad y 

desconcentración de la tierra, la cual, como anteriormente se vio, es uno de los factores 

estructurales de la violencia.  

Dependiendo del modelo económico y jurídico que aplique el gobierno, así mismo será 

la inclusión del componente de justicia transicional en el desarrollo económico del país. 

Es muy importante identificar las ventajas y desventajas que traen consigo estos dos 

modelos económicos, jurídicos y de política pública, para así garantizar una correcta 

política reparación, la cual fomente la redistribución de tierra y la generación de 

ingresos a la población más afectada por el conflicto armado. 

En nuestro entender, dependiendo del éxito o fracaso de las políticas públicas y de 

justicia transicional que se ejecuten en la Orinoquia, así mismo será el impacto en el 

desarrollo económico de nuestro país, lo anterior teniendo en cuenta  que  para el año 

2015 - 2016, Colombia afrontará una realidad económica muy compleja, que lo 

distinguirá de los demás países de la región.  

Esto por cuanto, nuestro país se enfrenta actualmente a dos paradigmas económicos y 

geopolíticos muy complicados, lo anterior debido a que por un lado el Gobierno 

Nacional deberá buscar nuevas formas de financiación que permitan un mayor 

crecimiento económico, por cuanto la inesperada caída de los precios del barril de 

petróleo WTI (West Texas Intermediate), han generado un importante déficit fiscal que 

es imperante solucionar. 

El otro paradigma que es imperante solucionar, está estrechamente relacionado con el 

proceso de justicia transicional que se adelanta en la Habana - Cuba, ya que si bien, no 

se conoce en detalle cada uno de los aspectos acordados en la mesa de negociación 

con las FARC, es claro, que solo en el tema agrario, bien se firme la paz o no, será 
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necesario invertir billones de pesos en lograr la trasformación del inequitativo modelo 

agrario en nuestro país.  

En este orden de ideas, es claro que si se implementan las correctas herramientas 

jurídicas, se podrían interrelacionar estos dos paradigmas, para así trasformar una 

crisis estructural, en una oportunidad de oro, para trasformar las obsoletas estructuras 

agrarias, y consolidar la paz en el campo. 

En esta línea de pensamiento el (Consejo Nacional de Política Económica y Social - 

Departamento Nacional de Planeación, 2014), establece lo siguiente:  

 

Sobre las perspectivas del uso del suelo, de acuerdo con estimaciones hechas 

por el DNP, con base en la información suministrada por CORPOICA sobre la 

disponibilidad de paquetes tecnológicos para los sistemas productivos de la 

región, a 2024 se podría llegar a tener un área en actividades agropecuarias de 

780 mil hectáreas., que a su vez podría generar 313 mil empleos directos e 

indirectos asociados a desarrollos agropecuarios, llegando en 2024 a una 

producción de un poco más de 1.322.000 toneladas.  

 

Así las cosas, 313 mil desplazados que ingresen al mercado laboral como trabajadores 

agrarios, e igual número de familias que tengan el estatus de socios productores, 

puede ser un importante laboratorio que permita desarrollar modelos alternativos de 

producción agrícola, en los cuales se fusione el capital privado, el trabajo de mano de 

obra campesino y desplazado, con el control, vigilancia y apoyo estatal, para así 

trasformar la estructura agraria de nuestro país de cara al proceso de justicia 

transicional. 

 

En conclusión, podría afirmarse que una adecuada política pública de desarrollo en la 

altillanura podría garantizar un enorme crecimiento en el PIB agrario, ya que tal y como 

lo manifiesta (Montaña, 2002): “la ampliación (globalización) de los mercados, al tiempo 

que plantea riesgos para la producción nacional, abre perspectivas, siempre y cuando 

logre la racionalización de las condiciones y los costos de la producción”. 



 
 

75 
 

Ahora bien, continuando con los retos que plantea este contexto internacional, es 

evidente, que una de las principales limitaciones jurídicas que puede tener un modelo 

agrícola en la altillanura, el cual se fundamente en la asignación de baldíos, apoyos 

financieros y tecnológicos a familias campesinas víctimas del conflicto, es la prohibición 

legal de asignar subsidios al agro, tal y como lo contempla el TLC con Colombia.  

 

Por lo cual, es importante que en un espíritu de reciprocidad y cooperación 

internacional se busquen flexibilizar dichas prohibiciones comerciales a la luz de la 

materialización de políticas públicas basadas en la reparación de la población víctima 

del conflicto, más aún si se tiene en cuenta que dicha limitación actualmente es de 

carácter unilateral-impositivo, esto por cuanto debido a razones de soberanía 

alimentaria las grandes potencias como Estados Unidos y la Unión Europea suelen 

apoyar con subsidios la producción agrícola interna, mientras que por otro lado pactan 

prohibiciones a otros países por realizar las mismas acciones. En este sentido vale la 

pena destacar lo afirmado por (Montaña, 2002):   

 

En las confrontaciones bélicas y comerciales se ha visto que la dependencia de 

los mercados internacionales para asegurar la disponibilidad alimentaria básica 

de una nación constituye una vulnerabilidad estratégica. Por esta razón, los 

países desarrollados (Estados Unidos, Japón, la Unión Europea, Canadá) han 

hecho énfasis especial en la protección de su producción alimentaria y asignan 

entonces grandes recursos para subsidios directos (a sus productores) e 

indirectos (recursos para la investigación en ciencia y tecnología) y fijan 

aranceles proteccionistas. Curiosamente, estos mismos países califican como 

‘competencia desleal’ y ‘dumping’ (abaratamiento artificial) los recursos y 

medidas con los que los países dependientes apoyan su producción y al mismo 

tiempo han presionado con éxito para que las naciones dependientes reduzcan 

la protección arancelaria de su producción. 

 

Ahora bien, para la anterior postura teórica, los tratados de libre comercio deben estar 

acompañados de un fuerte presupuesto en materia de investigación para lograr 
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transformar positivamente nuestro agro, razón por la cual, es imperioso que a futuro 

sean revisados los compromisos internacionales pactados en distintos acuerdos 

comerciales, esto por cuando actualmente como están diseñados, solo traen un 

empeoramiento de la calidad de vida de los ya pauperizados campesinos en Colombia. 

En este sentido vale la pena traer a colación lo afirmado por (Rojas, La competitividad 

rural colombiana, 2014):  

 

El TLC con Estados Unidos incluye la eliminación gradual de aranceles. Como 

no existe un aparato oficial de generación de ciencia y tecnología para el campo, 

solo los grandes productores agremiados están en capacidad de adaptarse a las 

nuevas condiciones. Este TLC puso a competir agriculturas con grandes 

diferencias tecnológicas (…) El sector rural colombiano está lejos de ser 

globalmente competitivo y Colombia no se preparó para ello, lo que nos pone en 

riesgo de convertirnos en un país dependiente en alimentos.  

 

Bajo esta lógica, consideramos que la soberanía alimentaria debe ser el pilar sobre el 

cual se estructure la política de colonización agraria de la Orinoquia, entendida esta, 

según la definió el (Parlamento Latinoamericano, 2012), en los siguientes términos: 

  

El derecho de un país a definir sus propias políticas y estrategias sustentables 

de producción, distribución y consumo de alimentos, que garanticen el derecho a 

la alimentación sana y nutritiva para toda la población, respetando sus propias 

culturas y la diversidad de los sistemas pro-ductivos, de comercialización y de 

gestión de los espacios rurales. 

 

Es más, tal y como se ha expuesto, la visión de soberanía alimentaria podría ser otra 

importante razón jurídica y de política pública, para fomentar un proceso de 

colonización concertado entre la población campesina desplazada y los grandes 

intereses económicos que buscan tecnificar la Orinoquia, esto por cuanto la soberanía 

alimentaria no excluye ningún tipo de agricultura, y mediante una visión holística e 
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integral propende por la conjunción de distintos modelos económicos en el campo, tal y 

como lo afirma (Zavala, 2014) en los siguientes términos:   

 

En el caso de  seguridad alimentaria se aceptan tres tipos de agricultura: la 

agroindustrial y de gran escala, la orgánica y la biológica, y estas, a su vez, 

pueden involucrar productores tanto grandes como medianos y pequeños, 

mientras que en el caso de soberanía alimentaria se focaliza específicamente en 

la pequeña agricultura y se da prioridad a la producción orgánica.  

 

Así las cosas, el territorio nacional es tan extenso y en algunos lugares sus suelos son 

tan fértiles, que permite bajo el mismo marco regulatorio la existencia de distintos 

modelos de explotación agrícola, en los cuales pueden coexistir pequeños, medianos y 

grandes productores. Sobre este asunto (Zavala, 2014) considera que “en Colombia el 

potencial agrícola es tan vasto y diverso, que en este país caben todos: grandes, 

medianos y pequeños”.  

 

Limitaciones técnicas, ecológicas y jurídicas existentes en la altillanura de la 

Orinoquia 

Una de las razones por las cuáles un territorio puede ser catalogado como frontera 

agrícola, es por su capacidad de ser explotado agrícolamente sin necesariamente 

depredar complejos ecosistemas ambientales. Eso fue en principio lo que llevo a los 

expertos en la materia a catalogar a la Orinoquia como una de las pocas despensas 

agrícolas del planeta aún utilizables, tal y como lo manifestó (Sanchez, 2014) en los 

siguientes términos “Colombia es de los pocos países que pueden aumentar la 

producción agrícola sin afectar zonas de conservación ambiental”. 

 

Es importante destacar que la altillanura de la Orinoquia no es un territorio 

biológicamente uniforme, es decir, que el Gobierno Nacional al momento de adjudicar o 

asignar  determinado predio, debe tener en cuenta su importancia medioambiental, 

para que el desarrollo de la nueva industria alimenticia no termine depredando un 

ecosistema complejo. En este sentido (Montaña, 2002) ha advertido que:  
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Uno de los problemas que a menudo se presenta en la agricultura, es la 

utilización de las tierras en aquello para lo cual no tienen vocación, o su 

utilización en actividades, por encima de su capacidad de producción. En ambos 

casos se producen desequilibrios negativos, que se manifiestan en bajos 

rendimientos económicos y en un deterioro progresivo de los recursos suelos y 

aguas, que repercuten en el hombre, usuario de ellos. 

 

Así las cosas, es claro que entre los aspectos centrales que el Gobierno debe tener en 

cuenta al momento de colonizar la Orinoquia, es su importancia ambiental, razón por la 

cual, el eje que debe seguir cualquier política pública que propenda por la explotación 

de los recursos debe partir de la fragilidad del territorio a intervenir, es decir, tal y como 

lo afirma (Sierra, 2014) que: “las nuevas tierras que se van a dedicar a producir 

alimentos deben tener una vocación intrínseca para esta actividad y no deforestar 

bosques o invadir fuentes hídricas como los páramos; de lo contrario, Colombia no 

sufrirá por desnutrición o hambre, pero sí lo hará por los desastres naturales”. 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta las particularidades ambientales de la Orinoquia, 

debemos entender sus especificidades geográficas. Para esto es importante destacar 

que según el (Consejo Nacional de Política Económica y Social - Departamento 

Nacional de Planeación, 2014): 

 

La región de la Orinoquía colombiana hace parte de la gran cuenca binacional 

del río Orinoco, de la cual Colombia tiene el 35% y Venezuela el 65%, Esta 

región cuenta con una extensión de 380.600 km2, representando el 33% del 

territorio nacional. La importancia de la altillanura Colombiana es vital para el 

desarrollo agrario en la próxima década, más aún si se tiene en cuenta que 

Colombia solo cuenta con 5,3 millones de hectáreas cultivadas en todo su 

territorio, mientras que en la Altillanura de la Orinoquia se encuentra un potencial 

de aprovechamiento pecuario, forestal y agrícola, de aproximadamente 2,8 

millones de hectáreas y en el resto de la región de casi 7 millones. 
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Según (Benavides, 2011) al momento de discutir cual es el modelo económico que 

mejor se adecuará a las particularidades de dicho territorio, se debe tener en cuenta 

que:  

 

La Orinoquia es una vasta región que cubre aproximadamente un tercio del 

territorio nacional. Tiene una baja densidad poblacional y un producto interno 

bruto dominado por la producción de hidrocarburos. La producción agropecuaria, 

aunque altamente visible, es modesta con respecto al área regional y tiende al 

monocultivo en grandes zonas, con tendencia al enclave. 

 

Es claro que el desarrollo concertado de la Orinoquia, es uno de los principales retos 

que deberá enfrentar el Gobierno Nacional de cara a la expansión de la frontera 

agrícola en nuestro país, sin embargo, para lograr una verdadera transformación en 

dicho espacio geográfico se deberán superar varios factores que actualmente impiden 

la ejecución de grandes proyectos. Sobre este aspecto (Sierra, 2014):  

 

La Orinoquia debe asumir tres retos para lograr su objetivo: instrumentar 

tecnología para aprovechar bien el suelo y los recursos hídricos; definir la 

propiedad de la tierra y un modelo de administración de la misma, donde se 

establezca el uso de los baldíos, y redistribuir la propiedad de áreas ocupadas 

ilegalmente y, en muchos casos con violencia, y desarrollar infraestructura vial, 

fluvial y aeroportuaria que le permita conectarse con eficiencia con el resto del 

país y los mercados internacionales. 

 

Así las cosas, tal parece que en la Orinoquia es un laboratorio en el cual se pueden 

observar los clásicos problemas de la inequitativa distribución de tierras en Colombia, 

en la cual la vocación y fertilidad de los suelos no es empleada de una forma eficiente, 

es obtenida mediante acciones ilegales, o se encuentra totalmente desarticulada de las 

cadenas de producción. En este orden de ideas, una de las prioridades sobre las 

cuales debe trabajar el Gobierno Nacional, es en garantizar que a futuro la distribución 
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de la tierra en nuestro país ayude a posicionarnos como un país agrícola que emplea la 

tierra de manera correcta. 

 

 Sobre este aspecto (Posada, La tenencia de la tierra y la seguridad alimentaria, 2014) 

afirmó lo siguiente:  

 

La desigualdad extrema en el acceso a la tierra en Colombia y el conflicto entre 

usos –las mejores tierras en ganadería extensiva, mientras la agricultura 

campesina y empresarial se reduce a una cuarta parte del área potencial– son el 

limitante verdadero para la seguridad alimenticia del país y el freno más eficaz 

que le impide desplegar su condición de potencia en la producción de alimentos. 

 

En igual línea de pensamiento (Instituto Geográfico Agustín Codazzi, 2002), manifestó 

que:  

 

La constante presión que ejerce el hombre sobre las tierras ha desencadenado 

una serie de usos inadecuados que han llevado a la degradación de extensas 

áreas en el territorio nacional; de igual manera, el desequilibrio en la distribución 

de las tierras, ha obligado al hombre a utilizar los suelos de ladera en forma 

desordenada y poco planificada, esto trae consigo aumentos progresivos en los 

procesos erosivos que, en casos extremos, conducen a la degradación de las 

tierras. 

 

Este grupo de investigación considera que el Gobierno al momento de ejecutar la 

política para tecnificar la última frontera agrícola del continente, no debe considerar a la 

altillanura como un territorio en el cual está todo por construir, desconociendo así que 

actualmente en dicha locación y desde hace más de nueve décadas existe un proceso 

organizativo, tal y como lo manifiesta la ( Comision de Seguimiento y Monitoreo a la ley 

de victimas y restitucion de tierras, 2014) en los siguientes términos: 
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La Orinoquía real es biofísicamente diversa, ecológica, étnica culturalmente 

heterogénea, de desarrollo geográficamente desigual, socialmente fragmentada 

y segregada, territorialmente disputada por varios actores de poder y teatro de la 

guerra por los territorios y sus recursos. 

 

Otro de los aspectos que deben analizarse al momento de construir la política pública 

de colonización de la Orinoquia, es la especial relación existente entre los pueblos 

indígenas y afrodescendientes con su territorio y los recursos naturales que emplean 

en su diario vivir, lo cual debe ser adecuadamente entendido y garantizado en cualquier 

tipo de intervención estatal, esto por cuanto según el (Consejo Nacional de Política 

Económica y Social - Departamento Nacional de Planeación, 2014) “la Guainía y 

Vichada son los departamentos con mayor proporción de indígenas frente al resto de la 

población (62,7% y 42,1% respectivamente)”,  

 

En igual orden de ideas (Rotta, 2014) considera que debe replantearse seriamente el 

modelo agrícola que debe aplicarse, esto por cuanto no en todos los casos la gran 

agricultura industrial es la mejor solución para garantizar el aumento de la producción 

agrícola. Sobre este aspecto específicamente manifestó: 

 

Aunque la producción agro-industrial parece ofrecer una salida, hay evidencia 

reciente en dos sentidos que resulta preocupante: primero, una hectárea de 

producción a gran escala genera menos que una de pequeña propiedad y es 

más devastadora para los recursos naturales. 

 

Es claro que actualmente existe una seria de informes, entrevistas, lineamientos y 

documentos del sector público y privado, los cuales han presentado a la opinión pública 

la forma en la cual se concretara la colonización de la Orinoquia. Según  los referidos 

textos, debido al alto costo que se requiere para tecnificar una hectárea en la 

altillanura, la única solución para su colonización es entregarle dichas tierras a 

poderosos conglomerados nacionales y a grandes capitales extranjeros, para que sean 

ellos quienes generen desarrollo en la región.  
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Sin embargo, tal y como previamente habíamos advertido, para lograr dicho fin, existen 

actualmente varios impedimentos, económicos, logísticos, legales y constitucionales 

que impiden modificar la forma de adjudicación del territorio en la altillanura de la 

Orinoquia tales como: (i) el complejo  régimen jurídico de los bienes baldíos; (ii) el alto 

costo económico que implica la adecuación de tierras en la Orinoquia, (iii) la 

pauperización económica de los campesinos sujetos de la ley de reforma agraria y (iv) 

el frágil ecosistema del territorio a intervenir. 

 

Sin embargo, los anteriores limitantes más que problemas de política pública, pueden 

ser las bases para la construcción de un modelo económico, jurídico y político el cual 

garantice la reparación integral de los campesinos desplazados en el marco del 

proceso de justicia transicional, al igual que la colonización de la Orinoquia como 

posteriormente lo veremos. 

Ahora bien, teniendo en cuenta las limitaciones anteriormente planteadas, es 

indispensable analizarlas a profundidad, para así, al momento de plantear la discusión 

respecto a la novedad investigativa de la presente tesis de maestría, se pueda justificar 

cual es el mejor modelo que permitirá reparar a la población campesina víctima de 

desplazamiento en nuestro país bajo la concepción moderna de justicia transicional 

mediante la materialización de derechos. 

Régimen legal de los bienes baldíos de cara a la colonización de la altillanura 

De conformidad al artículo 675 del código civil los bienes baldíos son aquellos: “bienes 

de la Unión todas las tierras que estado situadas dentro de los límites territoriales que 

carecen de otro dueño” así las cosas, por carecer de dueño se reputan de la nación. 

Se debe aclarar que los bienes baldíos están “prima facie” sujetos a los procedimientos 

de reforma agraria contenidos en los artículos 64 y 65 de la constitución, los cuales 

establecen lo siguiente: 
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ARTICULO 64. Es deber del Estado promover el acceso progresivo a la 

propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios, en forma individual o 

asociativa, y a los servicios de educación salud, vivienda, seguridad social, 

recreación, crédito, comunicaciones, comercialización de los productos, 

asistencia técnica y empresarial, con el fin de mejorar el ingreso y calidad de 

vida de los campesinos. 

ARTICULO 65. La producción de alimentos gozará de la especial protección del 

Estado. Para tal efecto, se otorgará prioridad al desarrollo integral de las 

actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, forestales y agroindustriales, así 

como también a la construcción de obras de infraestructura física y adecuación 

de tierras. 

De igual manera, el Estado promoverá la investigación y la transferencia de 

tecnología para la producción de alimentos y materias primas de origen 

agropecuario, con el propósito de incrementar la productividad. 

Ahora bien, en virtud de la ley 160 de 1994 los baldíos son considerados como una 

modalidad de subsidio, el cual en principio, solo puede ser adjudicado en una porción o 

medida conocida como Unidad Agrícola Familiar (UAF), tal y como la define el artículo 

20 de la referida ley:  

 

Este subsidio será equivalente al valor de la Unidad Agrícola Familiar (UAF) y 

será otorgado por una sola vez, con arreglo a las políticas y a los criterios de 

planificación, focalización, priorización, exigibilidad y calificación que, para el 

efecto, determine el Gobierno Nacional a través del INCODER. 

 

En igual sentido el artículo 24 de la ley 160, limita la asignación de baldíos a 

campesinos pobres en los siguientes términos:  

Serán elegibles como beneficiarios de los programas de reforma agraria los 

hombres y mujeres campesinos que no sean propietarios de tierras y que tengan 

tradición en las labores rurales, que se hallen en condiciones de pobreza y 
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marginalidad o deriven de la actividad agropecuaria la mayor parte de sus 

ingresos. 

Así las cosas, es claro que según la Constitución Política de Colombia y la 

normatividad vigente, es imposible realizar la asignación de enormes cantidades de 

tierra en la Orinoquia a grandes capitales financieros, esto por cuanto: (i) las personas 

naturales o jurídicas con gran capacidad económica no pueden ser sujetos de reforma 

agraria y, (ii) los baldíos no pueden superar una medida estándar conocida como 

Unidad Agrícola Familiar, lo cual haría inviable la ejecución de mega proyectos. 

 

Para algunos economistas, la asignación de bienes baldíos a personas de escasos 

recursos, es la principal barrera para logra la tecnificación de la altillanura. Esto por 

cuanto está demostrado que el valor de tratamiento de los suelos de la Orinoquia, 

sumado a la carencia de un sistema de comercialización adecuado ha generado que en 

la actualidad los programas de reforma agraria en la altillanura hayan fracasado. Al 

respecto vale la pena traer a colación lo manifestado por (Consejo Nacional de Política 

Económica y Social - Departamento Nacional de Planeación, 2014) el cual asevera 

que: 

 

El proceso de entrega de títulos de propiedad sobre tierras baldías en la región 

no ha cumplido apropiadamente con su propósito original en términos de 

mejores condiciones de vida para los campesinos y un mayor acceso a la tierra. 

La titulación de baldíos con base en una Unidad Agrícola Familiar - UAF, se ha 

convertido en un incentivo para que ésta sea vendida a un tercero, en la medida 

en que existen limitaciones para una explotación eficiente por parte de una 

familia campesina considerando los costos de producción, la extensión y la 

disponibilidad de tecnología. Un aspecto a resaltar es que uno de los criterios de 

entrega de la UAF establece que se debe encontrar aprovechado el 70% del 

área que se está solicitando para su adjudicación.  

 

Ahora bien, las anteriores limitaciones legales y constitucionales también plantean un 

inconveniente que es necesario superar, ya que Colombia no puede seguir 
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desaprovechando su potencial agrícola, y para ello la colonización de la altillanura es 

indispensable, razón por la cual, es imperioso que el Gobierno plantee una herramienta 

jurídica que permita la explotación de la última frontera agrícola del continente.  

 

Sin embargo, es claro que no todo modelo económico o de política pública que se 

adelante en la Orinoquia puede ser ejecutado, esto por cuanto, la Corte Constitucional 

en previas ocasiones ya ha declarado inexequible, varias disposiciones que buscaban 

industrializar la altillanura desconociendo los estándares constitucionales e 

internacionales requeridos en favor de los campesinos y la población vulnerable.  

 

Así las cosas, para el año 2011 el Gobierno Nacional expidió los artículos 60, 61 y 62 

de la ley 1450 en los cuales consagró un régimen legal especial que les permitiría a 

grandes empresas la asignación de bienes baldíos en extensiones superiores a la UAF, 

para garantizar así la explotación de la Orinoquia.  Sobre el particular el artículo 60 

establecía lo siguiente:  

 

A solicitud del interesado se podrán autorizar actos o contratos en virtud de los 

cuales una persona natural o jurídica adquiera o reciba el aporte de la propiedad 

de tierras que originalmente fueron adjudicadas como baldíos o adquiridas a 

través de subsidio integral de tierras, aún cuando como resultado de ello se 

consoliden propiedades de superficies que excedan a la fijada para las Unidades 

Agrícolas Familiares UAF por el Incoder, siempre y cuando los predios objeto de 

la solicitud estén vinculados a un proyecto de desarrollo agropecuario o forestal 

que justifique la operación. 

 

Por su parte el artículo 62 de la ley 1450 aseveraba que:  

 

Las sociedades de cualquier índole que sean reconocidas por el Ministerio de 

Agricultura y Desarrollo Rural como empresas especializadas del sector 

agropecuario y forestal, podrán solicitar autorización para el uso y 

aprovechamiento de terrenos baldíos en las Zonas de Desarrollo Empresarial 
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establecidas en el artículo anterior, en las extensiones y con las condiciones que 

al efecto determine el Consejo Directivo del INCODER, de acuerdo con la 

reglamentación del Gobierno Nacional. 

 

Tal autorización se hará efectiva previa presentación y aprobación del proyecto a 

desarrollar en los terrenos baldíos y mediante contrato celebrado con el Instituto. 

En todo caso, el incumplimiento de las obligaciones del contrato celebrado dará 

lugar a la reversión de la autorización de los terrenos baldíos 

 

La autorización para el aprovechamiento de los terrenos baldíos se efectuará a 

través de contratos de leasing, arriendos de largo plazo, concesión u otras 

modalidades que no impliquen la transferencia de la propiedad, de acuerdo con 

la reglamentación que para el efecto expedirá el Gobierno Nacional 

 

Sin embargo, como anteriormente se mencionó, la propuesta de colonización de la 

Orinoquia contenida en el Plan Nacional de Desarrollo, fue declarada inexequible por la 

Corte Constitucional mediante la sentencia (Corte Constitucional C-644, 2012) con 

fundamento en lo siguiente: 

 

La posibilidad de venta otorgada al campesino adjudicatario de baldío o 

subsidiado por el Estado en cualquier tiempo y de que los particulares puedan 

acumular la propiedad inicialmente destinada al trabajador de la tierra sin ningún 

límite, conduce a la literal pérdida del derecho social configurado por el 

legislador en el año 1994, a cambio de un derecho de crédito en el caso de 

“aporte”  o de un derecho a una mínima retribución que seguramente no 

redundara en un mejor nivel de vida al campesino vendedor. La ley en estudio 

crea un nuevo modelo agrario y de distribución de baldíos en el cual se extrañan 

medidas que concreten mejoras en favor del campesino. Por lo pronto la norma 

en estudio arrebata conquistas y, a cambio no asegura al campesino calidad de 

vida, no reafirma sus lazos con la tierra, no se compromete con los antes 
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destinatarios de la reforma agraria sino que los deja al garete privados de 

condiciones que les permita mantener su forma de vida rural.  

 

Ahora bien, recapitulando lo anteriormente expuesto, es claro que actualmente no 

existe un modelo jurídico que permita la explotación de la altillanura por parte de 

grandes grupos empresariales, y en igual medida, también es claro que los 

campesinos, cuentan con los recursos, la maquinaria y el capital necesario para cumplir 

la imperiosa necesidad de cultivar la Orinoquia tal y como lo reconoce el (Consejo 

Nacional de Política Económica y Social - Departamento Nacional de Planeación, 

2014):  

 

La UAF en la Altillanura es de gran tamaño relativo con las de otras zonas del 

país. Esto se debe a que las tierras de la región, como se ha mencionado, son 

de baja calidad agrológica y presentan altos niveles de acidez, lo cual hace difícil 

el desarrollo de actividades agrícolas competitivas y rentables. Como 

consecuencia de lo anterior, la extensión de tierra necesaria para que su 

producción sustente a una familia debe ser alta. Estas grandes extensiones 

generan además dificultades para que la familia campesina maneje 

materialmente el predio, incluso en los casos en los cuales la titulación ha sido 

inferior al tamaño definido para la UAF. Con respecto a esto, es de señalar que 

desde la creación del INCORA se han titulado un total de 4.853 predios baldíos, 

de los cuales 2.121 tienen una extensión inferior al mínimo establecido para la 

respectiva UAF, cuyo tamaño en promedio es de 838 Ha. 

 

Ahora bien, se debe aclarar que la existencia de las referidas limitaciones legales, no 

ha impedido que en la práctica importantes conglomerados industriales y comerciales, 

aún en contraposición a la ley 160 de 1994, se hallan apoderado ilegalmente de bienes 

baldíos, perpetrando así uno de los ciclos generales de violencia que ha afectado a 

nuestro país, como lo es el despojo y la adquisición ilegal de tierras.  Sobre este 

aspecto vale la pena traer a colación lo manifestado por (Posada, La tenencia de la 

tierra y la seguridad alimentaria, 2014) en los siguientes términos:  
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El régimen de propiedad territorial en Colombia se caracteriza por dos problemas 

extremos: la ilegalidad en la adquisición de la gran propiedad lavado de dinero 

producto del crimen o despojo por violencia, o apropiación ilegal de baldíos y 

reservas ambientales– y la informalidad del 40 por ciento de la pequeña 

posesión. Estos problemas resultan de la preponderancia del derecho civil de 

propiedad, heredero de la Revolución Francesa, que defendió la propiedad 

contra el absolutismo de los reyes, y del anacronismo y desorden del registro de 

títulos formales con linderos imprecisos, no referidos a un plano catastral 

riguroso. 

 

Así las cosas, a modo de conclusión es claro que el actual sistema legal de baldíos, es 

un limitante para logra la adecuada explotación de la última frontera agrícola del país, 

sin embargo, también resalta a la vista, que el Gobierno Nacional no puede 

válidamente excluir a la población campesina y vulnerable de una importante fuente de 

recursos, como lo es la Orinoquia. Teniendo en cuenta lo anterior, el fin de esta tesis de 

maestría pretende encontrar las herramientas jurídicas que permitan a la política de la 

altillanura compaginarse con el actual modelo de justicia transicional, para así 

garantizar que la reparación a la población victima sea el eje que permita construir un 

adecuado modelo de explotación agrícola sustentable, evitando la repetición del círculo 

de violencia, despojo y pauperización del campo. 

 

Limitaciones económicas de los destinatarios de la reforma agraria en la 

construcción de una política pública que permita el desarrollo de la altillanura 

 

Ahora bien, en concordancia con lo manifestado anteriormente, es claro que la 

adecuación del territorio en la Orinoquia requerirá de enormes sumas de dinero para 

garantizar la operatividad de ese territorio. Sobre este punto, vale la pena resaltar que 

según el (Consejo Nacional de Política Económica y Social - Departamento Nacional de 

Planeación, 2014): “Los suelos de las sabanas presentan una baja fertilidad debido a 

elevados niveles de acidez, alta saturación de aluminio, bajos contenidos de materia 
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orgánica, fósforo y baja saturación de bases intercambiables como calcio, magnesio y 

potasio”. Y como bien se sabe, dichos procesos de tratamiento y tecnificación de 

suelos tienen un alto valor en el mercado. 

 

Para algunos expertos el gran aporte de la agricultura no se ha conseguido mediante la 

asignación gratuita de tierras, sino basada en la intensificación de la tecnología en los 

campos. Sobre este punto (Agudelo, 2014) afirma que “La intensificación agrícola ha 

tenido éxito en satisfacer la creciente demanda mundial de alimentos y ha aumentado 

la productividad por unidad de área”.  

 

Actualmente la política de colonización de la altillanura de la Orinoquia excluye al 

grueso de la población campesina de nuestro país, partiendo de la premisa central, de 

que carecen de los recursos y de la tecnología suficiente para lograr la ejecución de 

mega proyectos alimentarios. Para el Gobierno Nacional es claro que el pequeño 

campesino actualmente no puede ejecutar las importantes inversiones que requiere la 

Orinoquia para llegar a ser productiva, esto por cuanto la población campesina se 

encuentra en una difícil situación económica que lo condena a duras pena a la 

subsistencia, tal y como lo certifica el (Departamento Nacional de Planeacion, 2014) en 

los siguientes términos: 

 

Los pobres extremos del campo son por ingresos 3,2 más pobres que los 

urbanos. El 90% de la población rural es pobre o vulnerable, presenta riesgos y 

privaciones que no les permiten una salida sostenible de la pobreza. El 75% de 

la población ocupada del área rural tiene un ingreso mensual inferior al SMMLV, 

mientras que en el área urbana, esta proporción es de apenas 39,4%. 

 

Igualmente, se debe tener en cuenta según lo afirma (Andreas, 2012) “la mayoría de 

las víctimas desplazadas en Colombia son campesinos dedicados a una economía de 

subsistencia a quienes se les ha obligado a vivir en ciudades, un entorno extraño para 

ellos, en donde su conocimiento experto sobre actividades agropecuarias es 

irrelevante”.  
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Así las cosas, es importante precisar que conforme a diversas investigaciones, el 

fenómeno del desplazamiento forzado en su gran mayoría solo afecto a pequeños 

campesinos, los cuales ya de por si tenían una relación jurídica precaria con la tierra y 

con casi ningún capital productivo explotable, tal y como lo asevera (Ibáñez, 2012) en 

los siguientes términos: 

 

Los municipios con magnitudes del desplazamiento por encima de la mediana 

nacional exhiben menores índices de concentración de la propiedad. Esto 

evidencia que los procesos de desplazamiento se han presentado de manera 

más frecuente en las regiones de pequeños propietarios. 

 

Ahora bien, más allá de la preocupante situación financiera que se presenta en el 

campo, los datos que realmente generan preocupación en el marco de la política 

pública, es la precariedad de territorio adjudicado en cabeza de las familias 

campesinas, lo cual genera que a la fecha la producción campesina no pueda competir 

con un mercado de corte masivo y extractivita. Sobre el particular el (Departamento 

Nacional de Planeacion, 2014) asevera que:  

 

Los hogares acceden a tierras en una proporción no suficiente para desarrollar 

sistemas productivos sostenibles, el 75,6% de los hogares rurales en 2011 

tenían menos de 10 hectáreas. Solo el 6,0% del total de tierras regables del país 

(17 millones de hectáreas.) cuentan con algún tipo de adecuación. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior el informe de la Misión para la transformación del 

campo, afirmó que: (ii) El territorio es desordenado en términos de la propiedad de la 

tierra lo que contribuye a la inseguridad jurídica; (iii) Los hogares rurales tiene limitadas 

capacidades para acumular activos y generar ingresos. (iv) Además los campesinos 

son los peores remunerados; (v) y es claro que la institucionalidad para el desarrollo 

rural no es la adecuada para la realidad del campo colombiano. 
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 La anterior aseveración, es validada igualmente por distintos informes en los cuales, 

se evidencia que tanto la población campesina como la desplazada, carecen de los 

recursos necesarios para sobrevivir y para invertir en el campo. Sobre este aspecto, 

vale la pena traer a colación las estadísticas del DANE citadas por (Contraloria General 

de la Republica, 2015), las cuales aseveran lo siguiente: 

 

La pobreza monetaria en 2013 afectó al 30.6% del total de según las 

estadísticas del DANE hogares a nivel nacional y al 42.8% de las familias en el 

sector rural. La pobreza monetaria extrema afectó al 9.1% de las familias a nivel 

nacional y al 19.1% de las familias en el sector rural. Lo anterior tiene varias 

implicaciones: 1) que la incidencia de la pobreza y de la pobreza extrema entre 

la población víctima del desplazamiento forzado es más del doble de la pobreza 

de las familias en el sector rural, que son las más pobres a nivel nacional; 2) que 

cerrar esta enorme brecha de pobreza le tomará al país décadas, pues la 

reducción de 15 puntos porcentuales en el nivel de pobreza monetaria a nivel 

nacional tomó 10 años; 3) que cerrar esta brecha depende del contexto 

macroeconómico nacional e internacional. 

Las conclusiones a las cuales llega el referido informe de la Contraloría plantean una 

interesante pregunta que la sociedad colombiana en conjunto con el Gobierno Nacional 

y la academia deben responder, esta es: ¿si en la última década el país presentó una 

importante aceleración económica que permitió el aumento perca pita de ingresos, 

porque razón la población campesina y desplazada, no se vio involucrada 

positivamente por esta bonanza?  

 

Varios doctrinantes y publicaciones especializadas en el tema, han intentado dar 

respuesta a este cuestionamiento y han llegado a interesantes conclusiones que vale la 

pena exaltar. Una de ellas considera que la población campesina no se ha beneficiado 

con el reciente aceleramiento de la economía nacional es porque el grueso de las 

ganancias de la producción y comercialización, no se quedan en sus manos, sino se 

difuminan en una serie de intermediarios que cuentan con el musculo financiero y 

logístico para completar el ciclo de producción y trasporte agropecuario. Sobre este 
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punto (Rotta, 2014) afirmó que: “la sofisticación de  los mercados y de nuestros 

apetitos, el desarrollo científico y la desaparición de las distancias han incluido dentro 

del ciclo de la producción alimentaria cientos de intermediarios” 

 

En igual línea de pensamiento (Posada, La tenencia de la tierra y la seguridad 

alimentaria, 2014) afirmó que:  

 

Los pequeños productores aportan el 70 por ciento de la tenencia de la tierra y la 

seguridad alimentaria canasta alimenticia nacional (…) Sus ingresos, no 

obstante, son deprimidos por su debilidad negociadora en los mercados de 

insumos y pro-ductos finales y la falta de dotación de bienes públicos que los 

haría más competitivos 

 

Así las cosas, este grupo se adhiere a los planteamientos esbozados por (Contraloria 

General de la Republica, 2015), en los cuales aseveró que: “Los resultados dejan ver 

que el crecimiento económico de los últimos años no ha beneficiado directamente a las 

poblaciones más vulnerables, entre ellas a las víctimas del conflicto armado”. 

 

Sobre este aspecto vale la pena exaltar lo manifestado por (Berry, 2012), autor que 

considera la existencia de una correlación entre desplazamiento y fracaso del modelo 

rural, ya que: 

 

El desplazamiento suscitó un proceso de pauperización masiva de una parte 

sustancial de la población colombiana. Se pasó de un escenario en el cual el 

51% de las familias desplazadas eran pobres y el 30,5% indigentes a uno en el 

que el 96,6% de estas familias son pobres y el 80,7% indigentes (…) En el 

medio urbano la demanda de trabajo, una de cuyas variables fundamentales es 

el grado de educación formal, normalmente no se compatibiliza con los perfiles 

del campesinado, y ante todo en las restricciones con que cuentan los 

desplazados en este medio para desarrollar actividades rentables por cuenta 
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propia, que eran aquellas que les generaban los mayores niveles de ingreso en 

el ámbito rural. 

 

La novedad investigativa de esta tesis considera que si se unen las referidas variables 

(pobreza extrema del campesinado y carencia de vocación productiva en la ciudad), en 

un modelo concertado que permita el desarrollo de la altillanura de la Orinoquia, se 

podría avanzar en la construcción de un importante mecanismo para suplir las tres 

necesidades más imperantes de la sociedad colombiana, las cuales son: (i) lograr la 

consolidación de la justicia transicional, mediante una política de reparación; (ii) 

desarrollar proyectos productivos en la altillanura de la Orinoquia que permitan 

aumentar el potencial agrícola del país de cara a varios tratados de libre comercio y (iii) 

sacar a una importante parte de la población colombiana de la pobreza, mediante la 

generación de empleo digno y de calidad. 

 

Ahora bien, la segunda de las hipótesis que intenta dar explicación a la actual 

coyuntura de la población agraria, considera que la falta de tecnificación en el campo 

no solo se ha originado carencia de recursos económicos, sino por el contrario ha 

fomentado la consolidación de actores armados que presionan a la baja la rentabilidad 

del agro. Sobre el particular (Rotta, 2014) manifestó que:  

 

Parte importante del problema de pobreza de la población rural es su relación 

con la tierra. Sin saber por cuánto tiempo podrán explotarla, los pequeños 

productores (particularmente las mujeres) carecen de incentivos y medios para 

hacer las inversiones mínimas necesarias para desarrollar con su potencial 

productivo. 

 

Conforme a lo expuesto, es claro que para superar las condiciones estructurales de 

pobreza en el agro en nuestro país, se debe lograr una industrialización del campo 

entre los sujetos beneficiarios de la reforma agraria, ya que esto no solo beneficiaría a 

la economía y a la producción alimentaria en nuestro país, sino que por el contrario 

impactaría como ninguna otro política a la superación de las inequidades históricas de 
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millones de personas, lo cual redundaría en beneficio de la eliminación de la pobreza, 

tal y como lo denota (Rueda, 2014): “Los hogares campesinos son los más pobres; 

constituidos en su mayoría por mujeres y niños. La apuesta por la agricultura 

campesina es la apuesta por la vida digna de todos”. 

 

La presente tesis, considera que no se debe descartar de plano la presencia de 

campesinos en el modelo económico que se pretende implantar en la altillanura de la 

Orinoquia, partiendo de la falsa premisa que considera que solo la agroindustria 

empresarial y tecnificada puede ser el único modelo de colonización de la frontera 

agrícola, ya que tal y como lo ha probado estudios sobre la materia, en ciertos casos la 

economía campesina ha demostrado ser cambiante, adaptable y flexible a distintas 

políticas y modelos de desarrollo rural.  

 

Respecto a esta tesis vale la pena exaltar lo afirmado por (Mondragon, 2002) 

 

No faltaron en el pasado los economistas dogmáticos que anunciaron que la 

funcionalidad del campesinado se extinguía y que se iba descomponer y de 

hecho se estaba descomponiendo aceleradamente. Sin embargo analistas más 

juiciosos se dieron cuenta de la capacidad de la economía campesina para 

sostenerse a pesar de los procesos de diferenciación y descomposición y de las 

condiciones adversas. 

 

En este orden de ideas, es claro que para lograr superar las  condiciones de pobreza 

en nuestro país, y a su vez establecer un adecuado modelo agrícola que genere 

empleo y prosperidad, es indispensable garantizar que la asignación de bienes baldíos 

no solo sea un proceso de reasignación de tierras, sino que por el contrario, también 

este acompañado de un importante apoyo tecnológico y educativo, pues de lo contrario 

la sola asignación de tierra no tendría impactos en la calidad de vida de los 

beneficiarios.  

 

En esta línea de pensamiento encontramos a (Rodrıguez, 2005) la cual afirma que   
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La evidencia empírica ha documentado la existencia de una relación positiva 

entre tierra e ingreso. Sin embargo, en algunos casos, la simple provisión de 

tierra otorgada a través de una reforma agraria tiene un bajo impacto sobre el 

ingreso. 

 

Por su parte (Elster, Tierra, justicia y paz, 2012) considera que: “En algunos casos, las 

unidades más pequeñas son más eficientes y también más deseables por razones de 

equidad”. Es decir, este grupo de investigación considera que el acceso a la tierra no 

reduce significativamente la pobreza rural.  

 

Por el contrario tal y como lo asevera (Rodrıguez, 2005)  

 

hay unas características que deben ser satisfechas a priori, tales como el mayor 

acceso a salud, educación, capacitación asistencia técnica y crédito formal, de 

manera que el impacto de la reforma sea más beneficioso para la población rural 

(…) el impacto de una reforma agraria es positivo en términos de ingreso, si se 

satisface la condición de acceso a crédito formal. Es positivo en términos de 

calidad de vida, si se satisfacen las condiciones de acceso a capacitación y 

educación. Una reforma agraria que sólo consista en redistribución de la tierra, 

tendrá un impacto negativo sobre la calidad de vida de los beneficiarios. 

 

Ahora bien, los conocimientos adquiridos por la población agraria debe ser uno de los 

principales ejes sobre los cuales el gobierno nacional y la empresa privada construyan 

la relación de sociedad, esto por cuando sus conocimientos sobre la tierra deben ser 

considerados al momento de establecer el régimen legal sobre el cual edificará la 

asignación de baldíos en la Orinoquia. En este sentido vale la pena resaltar lo 

manifestado por (Berry, 2012) el cual considera que:  

 

Los agricultores desarrollan alto grado de destrezas y de conocimientos para el 

manejo de actividades agropecuarias y extractivas por fuera de la educación 
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formal. Estas capacidades se adquieren por medio de la comunicación 

intergeneracional y de la circulación de información y conocimientos entre los 

productores mismos (generalmente entre vecinos) y entre los productores y los 

extensionistas, los promotores rurales y otros agentes que intervienen en los 

encadenamientos de los sistemas de producción-transformación-distribución de 

los bienes agropecuarios (forestales, pesqueros, etc.). También forman parte de 

estas interacciones los agentes que ofrecen insumos, crédito y otros servicios, 

así como las organizaciones públicas y privadas que intervienen directa o 

indirectamente en la economía agropecuaria y en el desarrollo rural. 

 

El reto que afronta el Gobierno a la hora de adjudicar la Orinoquia, está limitado al 

deber constitucional de asignar los bienes baldíos a la población pobre de Colombia. 

En este orden de ideas es claro que para superar este problema el gobierno debe 

diseñar un modelo jurídico que permita la unión de pequeños y grandes productores 

agrícolas. 

 

Es importante que se diseñe un modelo de política pública que permita incluir a la 

población campesina en el modelo económico que se está desarrollando en la 

altillanura, debido a que la Corte Constitucional como anteriormente se mencionó no 

permitirá que la Orinoquia se explote a cuestas de los destinatarios originales de la 

reforma agraria en Colombia, esto por cuanto, un modelo que siga esas características 

planteadas en los inexequibles artículos 60, 61 y 62 de la ley 1450, a nuestro modo de 

ver, afectaría aún más la precaria calidad de vida de los campesinos en Colombia, y 

sepultaría las esperanzas de millones de desplazados de volver a tener un pedazo de 

tierra en el cual trabajar. 

 

Hacia la construcción de una política pública que permita la creación de un 

modelo agrario para la altillanura de la Orinoquia que repare a las víctimas del 

conflicto armado 
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Tal y como se afirmó en los capítulos previos de esta tesis, la indemnización basada en 

un modelo de justicia transicional que repare a las víctimas del conflicto armado, debe 

basarse en los postulados de equidad y superación de las causales estructurales del 

conflicto en nuestro país. Sobre este punto (Elster, Tierra, justicia y paz, 2012) afirmo lo 

siguiente: 

 

Con frecuencia, la equidad puede requerir la transformación de la posesión de 

hecho en propiedad formal. Para estimular la titulación de predios pequeños, el 

Estado puede subsidiar el cultivo de nuevas tierras en la frontera agrícola o 

subsidiar a los campesinos para que negocien compras de tierra con los 

propietarios actuales. 

 

Es claro, que el eje de la discusión acerca de la colonización de la altillanura 

actualmente se está ejecutando bajo la mirada de posiciones antagónicas, en la cual 

los campesinos son vistos por los empresarios como un obstáculo para su desarrollo, al 

igual que los campesinos ven el modelo de la Orinoquia como una política que los 

excluye de la posibilidad de acceder a un recurso tan preciado y tan escaso en nuestro 

país, como lo es la tierra. 

 

Así las cosas, para lograr la adecuada explotación de los recursos de la Orinoquia, la 

sola distribución de la tierra en extensiones de territorio que no superen la UAF, no 

generará ningún tipo de bienestar a los sujetos del proceso de reforma agraria, esto por 

cuanto como anteriormente se precisó, los campesinos y los desplazados carecen de 

los recursos necesarios para industrializar el territorio, y para ser un eslabón 

competitivo en la cadena de distribución. Sobre este aspecto es importante traer a 

colación el pensamiento de (Montaña, 2002) el cual afirmo lo siguiente:  

 

El argumento ahora en boga es que la propiedad de la tierra ya no es 

importante, que es más relevante el acceso a la tecnología y el conocimiento de 

los mercados, en la perspectiva de una sociedad del conocimiento y que, como 

se dijo, redistribuirla es hacer pobres con tierra.  
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En este orden de ideas, es importante resaltar como una adecuada política de 

redistribución de la tierra debe no solo estar acompañada de un componente de 

asignación material de territorio, sino por el contrario, debe garantizar un fuerte acceso 

a otras fuentes de desarrollo y bienes, para la población agrícola tal y como lo es 

educación, tecnología, y fuentes de valor agregado que les permita a los campesinos y 

desplazados salir de su pobreza estructural.  

 

Teniendo en cuenta lo anterior, es claro, que el proceso de paz que se adelanta en la 

Habana es una oportunidad de oro, bien sea que se llegue a su finalización o no, para 

lograr dar un giro a la manera como el Estado ha abordado los problemas del campo. 

Así las cosas, este puede ser el momento indicado para que el Estado Colombiano, por 

fin asuma su papel de liderazgo en la coordinación y asignación de recursos al agro, tal 

y como lo manifiesta (Trejo, 2008) en los siguientes términos.  

 

Correspondería a los gobiernos nacionales generar las herramientas y las 

condiciones necesarias para el acceso a los medios productivos, tecnológicos y 

financieros que hagan viables los proyectos productivos y comerciales en las 

sociedades rurales y la construcción de ventajas competitivas a través de un 

proceso de coordinación e integración de recursos. 

 

Una de las principales preocupaciones que genera el tipo de modelo que se está 

estructurando en el postconflicto, es su real incidencia para lograr las trasformaciones 

en la calidad de vida de los beneficiarios. Puesto que, para algunos expertos, un 

modelo de reforma agraria exitoso, no sólo debe propender por la distribución de la 

tierra, sino además, debe tener en cuenta otros componentes tal y como lo ha afirmado 

(Rodrıguez, 2005) en los siguientes términos:  

 

Dados los resultados obtenidos en el presente estudio, se pude concluir que el 

impacto de un programa de reforma agraria en Colombia, sobre el ingreso y la 

calidad de vida de los beneficiarios, seria significativo y positivo si se satisficieran 
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ciertas condiciones como: acceso a crédito, capacitación y educación 

secundaria. Esta afirmación va de la mano con lo dicho anteriormente al 

presentar el debate: tener acceso a la tierra no necesariamente implica un 

aumento en los ingresos de los pobres rurales, ni un mejoramiento en su calidad 

de vida (…) La experiencia de Colombia demuestra que distribuir la tierra sin 

darle a los beneficiarios los medios para hacerla productiva, no es efectivo y por 

lo tanto, no promueve el buen uso del recurso escaso. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, es claro que la política pública de colonización de la 

altillanura, tal y como actualmente está planteada no ayudará a corregir los factores 

estructurales que han generado el conflicto en nuestro país, y por el contrario puede 

llegar a profundizar cada vez más, las inequidades en el territorio nacional. 

 

Para este grupo de trabajo es indispensable que la política pública de colonización de 

la altillanura de la Orinoquia empiece a construirse bajo una lógica de protección de 

derechos humanos, en la cual, la reparación de la población campesina desplazada, 

sea el eje que permita la acción coordinada entre capital extranjero, capital privado, 

mano de obra campesina, y reparación con vocación trasformadora, todo esto 

mediante la creación de estándares cooperativistas de desarrollo concertado. 

 

Sobre esta forma de analizar las nuevas relaciones agrarias, basadas principalmente 

en justicia transicional y superación de los factores estructurales que dieron origen al 

desplazamiento, es importante traer a colación el informe allegado por (Interior, 2013) 

en el cual aseveran que para garantizar el retorno de la población desplazada a sus 

lugares de origen es imperiosos que el Gobierno Nacional garantice la realización de 

proyectos económicos viables y sostenibles que garanticen la permanencia en el 

mercado.  Según  dicho documento para que un proyecto se considere sostenible, éste 

debe satisfacer como mínimo los siguientes puntos:  

 

(i) Créditos oportunos y de fácil pago; (ii) Acceso a clientes y mercados; (iii) 

continuidad en la capacitación; (iv) herramientas administrativas para los 
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negocios; (v) fortalecimiento con carreras tecnológicas con asesoría práctica en 

los negocios; (vi) Permitir la oportunidad de cambio en el negocio dependiendo 

de la sostenibilidad; (vii) Se necesita no sólo una inversión inicial sino un 

fortalecimiento al proyecto con nuevas asignaciones y créditos sostenidos en el 

tiempo; (viii) Recuperación de las propiedades con garantías de posesión y 

seguridad física. 

 

Así las cosas, es importante al momento de estructurar la política de la Orinoquia 

integrar a la población desplazada, la cual en su mayoría tiene el estatus de trabajador 

agrario, esto por cuanto, en otros espacios, dicho grupo poblacional ya ha empezado a 

construir una visión adecuada de lo que se necesita para superar las condiciones de 

vulnerabilidad, y de esa manera integrarse a la comunidad productiva del país, la cual 

como se puede ver, tiene una importante similitud con la propuesta alterna de 

colonización de la altillanura.  

 

En este orden de ideas, la construcción de modelos sostenibles agrarios, ya ha sido 

abordada por el Gobierno Nacional, específicamente el (Consejo Nacional de Política 

Económica y Social - Departamento Nacional de Planeación, 2014) afirmó que bajo 

ciertos estándares, es plausible que la Corte Constitucional permita la asignación de 

baldíos a grupos empresariales, si estos se asocian con población campesina y 

desplazada para gestionar los grandes procesos de la Orinoquia. Sobre este punto el 

citado documento afirmó lo siguiente:  

 

El Gobierno Nacional promoverá el aprovechamiento de los baldíos que se 

encuentran en la zona a través de un nuevo modelo de administración de 

baldíos y acceso a la tierra. Este nuevo modelo deberá apuntar a cerrar la 

frontera agrícola, entregar a pequeños productores la propiedad de los baldíos 

de mejor calidad para desarrollar en ellos proyectos rentable y sostenibles con 

enfoque territorial, y aquellos baldíos de menor calidad podrán ser aprovechados 

mediante contratos de arrendamientos, concesión u otras modalidades que no 

impliquen transferencia de la propiedad, a los productores, las asociaciones, 
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cooperativas o empresas agropecuarias que aseguren la aplicación de sistemas 

productivos sustentables conforme a las políticas que para el efecto determine el 

Gobierno Nacional. 

 

Teniendo en cuenta que un modelo de justicia transicional que permita materializar el 

derecho a la reparación de las victimas campesinas en Colombia, debe estar 

necesariamente enfocado en modificar los factores estructurales que han fomentado el 

desplazamiento, es claro que las estructuras agrícolas que se implanten en la 

Orinoquia deben ante todo buscar que los pequeños agricultores, mediante la ayuda 

estatal modifiquen sus condiciones de vida. Sobre este punto es importante resaltar lo 

manifestado por (Benavides, 2011) en los siguientes términos: 

 

Las características productivas de los suelos de la Orinoquia y la necesidad de 

formar capital social hacen recomendable que la redistribución de tierra no se 

oriente a maximizar el número de predios sino a convertir a los agricultores 

pequeños en una clase media rural; los nuevos propietarios no deben recibir 

tierras marginales y de baja productividad. 

 

Sin embargo, se debe aclarar que la novedad investigativa planteada por este grupo de 

investigación, no propende replicar los típicos modelos de asociación, que actualmente 

se desarrollan en el campo de la palma y los biocombustibles, esto por cuanto dicha 

política pública no pretende trasformar las inequidades del campo, sino por el contrario, 

establecer un modelo económico en el cuál el campesino es despojado de la propiedad 

de su tierra, y obligado a cumplir con cláusulas de trabajo cuyo margen de ganancia es 

mínimo para aquel. Tal y como lo afirma (Mondragon, 2002) en los siguientes términos: 

  

En otros casos los neolatifundistas proponen sociedades a los pequeños e 

incluso medianos propietarios y productores induciéndolos a asociarse a los 

proyectos de monocultivo, mediante un sistema de endeudamiento con el 

sofisma de la 'economía campesina de la palma'. En realidad se trata de contar 

con una oferta de materia prima permanente sin tener ninguna vinculación 
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laboral entre los latifundistas que controlan los procesos de elaboración y 

comercialización y los campesinos empobrecidos. 

Ahora bien, una teoría estructurada en la construcción de un modelo agrícola 

cooperativista, no es una idea novedosa, es mas según (Sanchez, 2014) desde “1790, 

el primer economista político de la Nueva Granada, Pedro Fermín de Vargas, 

recomendó el fomento a la producción asociativa, que a su vez pusiera en circulación el 

conocimiento y las innovaciones agrícolas, para generar profundas transformaciones.  

 

Un modelo de colonización basado en estructuras cooperativistas tanto privado como 

público permitirá garantizar mejores condiciones de vida a las personas que decidan 

negociar sus productos. Sobre este aspecto (García, 2011) manifestó:  

 

Tradicionalmente la forma más habitual de combatir la atomización empresarial 

ha sido la creación de cooperativas, organizaciones empresariales que aglutinan 

socios que voluntariamente y democráticamente acuerdan objetivos y que en 

este sector habitualmente se ocupan de almacenar, transformar, comercializar y, 

en definitiva, permitir que pequeños productores incrementen su poder de 

negociación y alcancen economías de escala y de alcance a las que 

individualmente no tendrían acceso. 

 

Así las cosas, es claro que el actual modelo agrícola que está empleando el Gobierno 

nacional no tiene la vocación necesaria para garantizar un adecuado y concertado 

esquema de desarrollo conjunto en la altillanura de la Orinoquia, razón por la cual, es 

indispensable que en las cerca de 7 millones de hectáreas se empiecen a ejecutar 

políticas públicas que permitan eliminar los factores estructurales de la violencia en 

nuestro país. 

 

Para lo anterior, este grupo de investigación, plantea un modelo en el cual, el pequeño 

campesino víctima de la violencia, se organiza en cooperativas de trabajo, las cuales 

posteriormente se asocien con el sector privado y los grandes capitales, todo ello bajo 

la protección y regulación del Estado. 
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Igualmente esta tesis se diferencia de los clásicos modelos económicos de asociación, 

debido a que está guiada bajo la lógica, de reparación integral bajo la óptica de un 

estado justo, en el marco de la justicia transicional, razón por la cual el Estado puede 

envés de ejecutar las indemnizaciones administrativas individuales de la ley 1448 de 

2011, adelantar los referidos procesos de reparación. 

 

Lo anterior, permitiría lograr que en el marco de la justicia transicional estuviese en el 

fondo del debate el modelo agrario que necesitara nuestro país en el postconflicto.  

 

La novedad investigativa que planteamos para la Orinoquia permitirá fusionar en un 

mismo modelo dos visiones económicas permitiendo así el desarrollo concertado de 

este territorio. Ahora bien, esta visión económica esta compaginada con el ideario de 

distintos autores y expertos en la materia, los cuales han manifestado su desacuerdo 

por los modelos agrarios que de alguna manera sugieren la desaparición del pequeño 

cultivador, en beneficio de una industria mucho más tecnificada, representada 

comúnmente por los grandes industriales del campo. 

 

En esta línea de pensamiento podemos encontrar a (Rueda, 2014), la cual afirma que:  

 

La expansión agroindustrial sin precedentes de las últimas décadas parece 

sugerir que la producción de alimentos y materias primas en manos de los 

pequeños agricultores del mundo fuera una cosa del pasado. Sin embargo, y a 

pesar de todas las dificultades que enfrentan los productores familiares de los 

trópicos, su papel en la generación de empleo y divisas, en la seguridad 

alimentaria, la sostenibilidad ambiental y la conservación de la cultura y las 

tradiciones es quizás hoy más importante que nunca. 

 

Igualmente (Berry, 2012) considera que los estados deben comenzar a replantear las 

políticas agrarias basadas en el desarrollo de enormes monocultivos bajo la aparente 
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lógica de generación de empleo, esto por cuanto la tecnificación y la generación de 

empleo son conceptos muchas veces antagónicos. Sobre este punto aseveró:  

 

Uno de los objetivos de la reforma es la creación de empleo mediante la mano 

de obra intensiva, eso es usualmente contraproducente, porque las operaciones 

mecanizadas crean por lo general menos puestos de trabajo”. Así las cosas 

según el referido autor es claro que el empleo no es una de las variables que 

incidirán en la implementación de modelos económicos industrializados, ya que 

creer lo contrario llevaría a desconocer “la relación sistemática y a menudo 

negativa entre el tamaño de la granja y la intensidad de la mano de obra 

(…) 

 La proporción entre trabajo y tierra se reduce con el tamaño: cuanto más grande 

la granja, menos mano de obra se necesita para obtener la misma productividad. 

De hecho, la tendencia es que la reducción sea muy marcada y eso es en parte 

resultado del hecho de que las grandes granjas están más mecanizadas que las 

pequeñas y que la maquinaria reduce la necesidad de mano de obra (sustituye 

al trabajo manual).  

 

Así las cosas, existen varios estudios y análisis económicos en la materia que 

reflejarían la importancia de no asignar los bienes baldíos de la Orinoquia a grandes 

capitales y grupos empresariales, estos estudios sostendrían que debe dársele 

prioridad a las ventajas económicas de las pequeñas granjas a la hora de determinar el 

modelo que más pueda ayudar a lograr la superación de los factores estructurales del 

conflicto. 

 

En este sentido (Montaña, 2002) afirma, que:  

 

La distribución y uso del suelo se proyectan necesariamente en la producción y 

en el empleo. (…) las tendencias de la agricultura, de los precios agrícolas y de 

la rentabilidad del sector se manifiestan de una u otra manera en el uso del 

suelo. Precisamente, un argumento a favor de las economías campesinas es 
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que ellas tienen mayor capacidad de generar empleo, en comparación con la 

baja generación de empleo de la agricultura mecanizada y con la aún más 

reducida de la ganadería extensiva. 

 

(Benavides, 2011) en la misma línea de pensamiento, aseveró lo siguiente: 

 

El objetivo de la redistribución en la Orinoquia debe ser transformar pequeños en 

medianos propietarios, aprovechando baldíos o los mercados de tierras. Estos 

medianos propietarios pueden encontrar arreglos innovadores para lograr escala 

e incursionar en productos que la requieran. El resultado de esta política será la 

creación del necesario capital social que no surge de la pequeña ni la gran 

propiedad en el contexto regional. En un mundo ideal, y para capitalizar su alto 

valor de opción, la tierra debería subastarse por períodos fijos para lograr la 

renovación permanente de los sistemas agrícolas. En la realidad, podrían 

ensayarse programas piloto de adaptación de tales sistemas, adjudicados 

mediante concurso, para lograr un efecto demostración. 

 

Igualmente, (Berry, 2012) considera que:  

 

Las ventajas naturales de las pequeñas granjas en Colombia se han erosionado 

quizá con el paso del tiempo debido a que el sistema de apoyo se ha inclinado 

cada vez más a favor de las grandes explotaciones agrarias y también debido a 

circunstancias de inseguridad muy desfavorables para el pequeño campesino, 

tanto o más que para otros grupos sociales. 

 

Es claro que cualquier política tendiente a garantizar el desarrollo de la altillanura de la 

Orinoquia, no debe ser diseñada como una medida de asistencialismo, sino por el 

contrario debe buscar la integración de la población desplazada rural en un modelo 

económico basado en el concepto “soluciones sostenibles” que les permita por sí 

mismos, abandonar la dependencia estatal. En este sentido las  (Memorias de la 
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Conferencia de soluciones sostenibles para la poblacion desplazada: experiencias 

internacionales y nacionales, 2013) manifestaron lo siguiente:  

Las soluciones sostenibles pueden ser descritas como procesos complejos y de 

largo plazo a través de los cuales “los desplazados internos dejan de necesitar 

asistencia o protección específicas vinculadas con su situación de 

desplazamiento y pueden disfrutar de sus derechos humanos sin ser 

discriminados por esa condición. Este tránsito se logra al combinar el enfoque de 

asistencia humanitaria, con una perspectiva de desarrollo que involucra no sólo 

a los desplazados, sino también a las comunidades en las que se ubican.  

Ahora bien, cabe preguntarse conforme a lo expuesto anteriormente, cuál debe ser el 

modo de reforma agraria que debe ser ejecutado en la Orinoquia. Al respecto vale la 

pena resaltar lo manifestado por (Rodrıguez, 2005) de la siguiente manera:  

 

Las reformas agrarias consideradas exitosas son aquellas que han logrado ligar 

los objetivos de mayor equidad con los de modernización institucional; reformas 

que rompen las relaciones institucionales y de poder existentes, y que hacen 

énfasis en la promoción del desarrollo del capital humano. Estas características 

corresponden a las reformas agrarias de los países del este y del sudeste 

asiático. 

 

El reto que posee el actual Gobierno Nacional, radica en lograr la industrialización de la 

Orinoquia mediante la asignación de terrenos baldíos a población campesina - víctima 

del conflicto armado bajo una lógica de competitividad. Lo anterior por cuanto, es 

evidente que si bien se debe tener en cuenta la vocación trasformadora de la 

reparación, y el deber de estructurar una política que desactive los factores 

estructurales de la violencia en el campo, es indispensable que más allá de los 

anteriores razonamientos jurídicos se busque llegar a la ganancia económica en la 

altillanura mediante la competitividad de los esquemas agrícolas que se desarrollen.  
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Es evidente que la política de justicia transicional puede ser plenamente compatible con 

la necesidad de explotar concertadamente la altillanura de la Orinoquia, esto por cuanto 

las cerca de siete millones de hectáreas que pueden ser sujetas de reforma agraria en 

los cuatro departamentos que conforman la Orinoquia podrían ser un insumo para 

ejecutar políticas de compensación y a su vez de generación de empleo, lo anterior por 

cuanto es claro que si una gran cantidad de mano de obra agraria-desplazada pudiese 

ser llevada a la Orinoquia, el impacto en las condiciones de vida y de calidad de 

conocimientos en los beneficiarios podría ser favorecedora para las empresas. 
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Conclusiones. 

1. La novedad investigativa de la presente tesis se fundamentan en lo siguiente: 

El estado colombiano, basado en una interpretación restringida del concepto “justicia 

transicional” ha diseñado unas instituciones jurídicas para la reparación de las víctimas, 

que deben ser profundamente replanteadas, para así garantizar la finalización del 

conflicto armado 

En nuestro entender actualmente las concepciones clásicas de justicia transicional 

están siendo replanteadas por diversas corrientes ideológicas que buscan dinamizar 

los intereses o derechos en juego al momento de lograr la finalización de un conflicto 

armado. Así las cosas, cada vez han ido consolidándose en nuestra teoría jurídica 

aproximaciones a la definición de justicia transicional que buscan alterar los valores 

clásicos de ponderación (justicia desde la óptica penal y paz desde la finalización del 

conflicto) y vincularlas a otro tipo de intereses que deben ser sopesados igualmente 

para lograr finalizar el conflicto armado. 

La justicia que enuncia el término justicia transicional, según una importante corriente 

teórica, pareciera ser una respuesta exclusiva y especifica que busca solucionar bajo 

una mirada eminentemente penal, las tensiones que se generan en un proceso de paz. 

Existen otras aproximaciones al concepto de justicia transicional a las cuales nos 

adherimos, que permiten abordar dicho término bajo una óptica menos punitiva, para 

así garantizar que en el centro de la discusión no solo se encuentre el tratamiento 

penal que se le dará a los combatientes, sino igualmente se discutan y solucionen otro 

tipo de tensiones y dilemas que pueden ser incluso más importantes para una 

sociedad, que el simple tratamiento penal.    

Bajo esta lógica, entrarían en el campo y estudio de la justicia transicional, diversas 

variables que en nuestro entender serían mucho más importantes para la consolidación 

de la paz, que el eventual tratamiento penal flexible que recibirían los combatientes que 

decidan desmovilizarse.  
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En este orden de ideas, nociones como el acceso al poder político de sectores 

tradicionalmente excluidos empiezan a ser vistos por los actores en el conflicto, como 

una de las causas que dieron origen a la guerra. Bajo esta visión los beneficiarios de la 

justicia transicional no necesariamente son objeto del derecho penal, sino del derecho 

constitucional y la participación democrática.  

Las reparaciones en el ámbito de la justicia transicional cuando estas son entendidas 

como materialización de un estado justo, no se fundamentan en los paradigmas 

clásicos de la responsabilidad, y de este modo, más que indemnizar los daños 

causados por las graves violaciones de derechos humanos, el Gobierno colombiano 

debería enfocar la institucionalidad con el fin de cambiar las condiciones de vida de las 

víctimas, mediante la materialización de diversos derechos económicos, sociales y 

culturales. 

 

Con fundamento en lo anterior, es que la presente tesis de maestría considera que la 

justicia transicional debe desprenderse de la concepción penalista de la etimología 

justicia – castigo penal, y por el contrario se trasforme en un modelo jurídico que admita 

y contribuya a la consolidación de un estado social de derecho, en el cual principios 

como -fin social del estado- y -materialización de los derechos- sean la visión esencial 

que moldeen la dejación de las armas. 

Así las cosas, al entender que aspectos como las desigualdades y la injusticia social 

son el eje de discusión para la consolidación de un estado social y democrático justo, 

se altera la visión bajo la cual las partes en un conflicto abordan la justicia transicional. 

en este orden de ideas, el eje central del estándar de reparación que planteamos se 

fundamentaría en la siguiente premisa. -Si el detonante del conflicto armado fue la 

existencia de un Estado en el cual las mínimas garantías de justicia y equidad no se 

materializaban en el plano real, la forma de reparar a las víctimas del conflicto armado, 

no sólo se concretan mediante indemnizaciones judiciales y administrativas, sino con 

la realización de los postulados que la Constitución de 1991 considera como justos.  

2. Ahora bien, el segundo capítulo considera las siguientes tesis: 
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Existe una correlación, entre políticas agrarias, desplazamiento y conflicto armado en 

nuestro país, ya que las tres tienen la misma génesis, la cual es la inequitativa 

distribución de la tierra. Razón por la cual es imperioso que el Gobierno Nacional en el 

marco del actual proceso de justicia transicional que se adelanta en el país establezca 

a la política de tierras como el eje de la discusión de la justicia transicional. 

La estrategia de reparación a las víctimas del conflicto armado bajo el enfoque que 

propone esta tesis de investigación, busca garantizar que la población desplazada, la 

cual en su mayoría son campesinos puedan integrarse de nuevo en la cadena 

productiva bajo una formula especial de reforma agraria, esto por cuanto en nuestro 

territorio, específicamente en la altillanura de la Orinoquia, se podrían adelantar 

importantes adecuaciones agrícolas que permitirían posicionar a Colombia como una 

de las despensas alimentarias del planeta, de cara a los retos del siglo XXI 

Ahora bien, la colonización de la altillanura no solo es una oportunidad de oro para 

inyectar nuevos recursos a la economía nacional, sino por el contrario, podría 

convertirse en la hoja de ruta para materializar la reforma agraria que tanto necesita 

nuestro país, ya que actualmente no existe un modelo jurídico que permita la 

explotación de la altillanura por parte de grandes grupos empresariales, y en igual 

medida, también es claro que los campesinos, cuentan con los recursos, la maquinaria 

y el capital necesario para cumplir la imperiosa necesidad de cultivar la Orinoquia 

El actual sistema legal de baldíos, es un limitante para logra la adecuada explotación 

de la última frontera agrícola del país, sin embargo, también resalta a la vista, que el 

Gobierno Nacional no puede válidamente excluir a la población campesina y vulnerable 

de una importante fuente de recursos, como lo es la Orinoquia. Teniendo en cuenta lo 

anterior, el fin de esta tesis de maestría pretende encontrar las herramientas jurídicas 

que permitan a la política de la altillanura compaginarse con el actual modelo de justicia 

transicional, para así garantizar que la reparación a la población victima sea el eje que 

permita construir un adecuado modelo de explotación agrícola sustentable, evitando la 

repetición del círculo de violencia, despojo y pauperización del campo. 
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La novedad investigativa de esta tesis considera que si se unen las referidas variables 

(pobreza extrema del campesinado y carencia de vocación productiva en la ciudad), en 

un modelo concertado que permita el desarrollo de la altillanura de la Orinoquia, se 

podría avanzar en la construcción de un importante mecanismo para suplir las tres 

necesidades más imperantes de la sociedad colombiana, las cuales son: (i) lograr la 

consolidación de la justicia transicional, mediante una política de reparación; (ii) 

desarrollar proyectos productivos en la altillanura de la Orinoquia que permitan 

aumentar el potencial agrícola del país de cara a varios tratados de libre comercio y (iii) 

sacar a una importante parte de la población colombiana de la pobreza, mediante la 

generación de empleo digno y de calidad. 

 

Para lo anterior, este grupo de investigación, plantea un modelo en el cual, el pequeño 

campesino víctima de la violencia, se organiza en cooperativas de trabajo, las cuales 

posteriormente se asocien con el sector privado y los grandes capitales, todo ello bajo 

la protección y regulación del Estado. 
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